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Presentación de la revista
Deusto Estudios Cooperativos

La revista Deusto Estudios Cooperativos, editada por el Instituto de 
Estudios Cooperativos de la Facultad de Derecho de la Universidad de 
Deusto, es la versión actualizada del Anuario de Estudios Cooperativos, 
publicación pionera en el ámbito del Cooperativismo y de la Economía 
Social, que inició su andadura en 1985 y que permaneció de manera 
ininterrumpida en el mercado hasta 2001.

La nueva revista, Deusto Estudios Cooperativos (DEC), es una publi-
cación científica con periodicidad semestral, que nace, siguiendo el espí-
ritu de su predecesora, con una clara finalidad de servicio y con el objeto 
de contribuir a difundir trabajos originales de investigación en materia de 
Cooperativismo y Economía Social.

Esta publicación comienza a editarse en 2012, un año especial en 
un doble sentido; por una parte, porque, como es sabido, ha sido pro-
clamado por la Asamblea General de las Naciones Unidas Año Inter-
nacional de las Cooperativas, pretendiendo con ello resaltar la con-
tribución de las cooperativas al desarrollo económico y social, a la 
reducción de la pobreza, a la creación de empleo y a la integración 
social; y, por otra, porque este año la Universidad de Deusto ha ce-
lebrado su 125 Aniversario, renovando su compromiso, mantenido 
desde hace décadas, con la formación y con la investigación en Eco-
nomía Social. Las cooperativas y, en general, las empresas de partici-
pación responden a nuestra preocupación por empresas más demo-
cráticas, más responsables y más éticas. Por empresas centradas en las 
personas y preocupadas por el medio ambiente, y que promueven al 
mismo tiempo el crecimiento económico, la justicia social y una globa-
lización equitativa. Por empresas, en definitiva, que alientan el diálogo 
y la comprensión, y que favorecen los ideales de paz, respeto por los 
derechos y libertades humanas y la solidaridad.

Enrique Gadea
Director de la revista Deusto Estudios Cooperativos

© Universidad de Deusto 
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Determinación de las rentas de los socios 
de una sociedad cooperativa de hecho o de derecho: 

la renta por la actividad cooperativizada 
y la renta por el capital prestado

Carlos García-Gutiérrez Fernández
Escuela de Estudios Cooperativos

Universidad Complutense de Madrid

 Recibido: 26-07-2012
 Aceptado: 03-09-2012

Sumario: I. Introducción. II. El error de hacer análogas a las churras y 
a las merinas. III. Concreción de los datos iniciales para el ejemplo. IV. De-
terminación del beneficio distribuible. V. Distribución del beneficio dis-
tribuible (valga la redundancia). VI. Determinación de los retornos a los 
socios. VII. Consideraciones finales. VIII. El riesgo de insolvencia. IX. La au-
sencia de reservas. X. Anexo. a) Determinación de las rentas de los socios 
de una sociedad cooperativa de hecho o de derecho con beneficio posi-
tivo. b) Determinación de las rentas de los socios de una sociedad coope-
rativa de hecho o de derecho con beneficio cero.

Resumen: Las personas pueden ser socios de una sociedad cooperativa 
(de hecho o de derecho) por su participación en el proceso de producción y 
distribución como proveedores de bienes o servicio o como consumidores de 
los productos; pero también son acreedores por el capital prestado (no hay 
porque entregarlo «a fondo perdido» para que la sociedad tenga «recursos 
propios»). La retribución por cada una de estas dos participaciones debe ha-
cerse de acuerdo con el orden que establece el proceso contable que tras-
ciende a la normativa en materia de sociedades cooperativas —es de rango 
superior—: primero los intereses o rentabilidad financiera por los préstamos 
vivos a una tasa adecuada —por tanto, en proporción al montante aportado 
por cada socio— y «a resultas» y también en proporción al valor de la activi-
dad cooperativizada de cada socio, la rentabilidad económica, que si se anti-
cipa, se liquida al final, mediante los retornos o rentabilidad económica dife-
rida.

 La capacidad de los socios de decidir ambas retribuciones pone de mani-
fiesto como consideran ellos mismos que es el valor de la empresa que cada 
uno representa bajo la hipótesis de que desarrollaran la misma actividad indivi-
dualmente con la aportación financiera asignada. Y, para conseguir que sea lo 
mayor posible el criterio debe ser hacer mínima la rentabilidad financiera (pero 
por encima de la que perciben los acreedores convencionales) y anticipar la 

© Universidad de Deusto 
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rentabilidad económica lo más posible hasta el límite que viene dado por el be-
neficio cero.

Palabras clave: Rentabilidad económica anticipada. Rentabilidad econó-
mica diferida. Retornos. Rentabilidad financiera. Valor de la empresa que re-
presenta cada socio.

Abstract: People can be members of a cooperative society (in fact or in 
law) for their participation in the process of production and distribution as 
goods or service providers or as consumers of products, but also creditors for 
borrowed capital (no deliver because «sunk» to which the company has «own 
resources»). The remuneration for each of these two units must be in accord-
ance with the order established by the accounting process that transcends the 
rules on co-operative societies-is-superior, first the interest or financial return 
for the loans outstanding to a adequate rate-therefore, in proportion to the 
amount contributed by each partner, and «result» and also in proportion to 
the value of each partner co-operativised activity, economic profitability, if an-
ticipated, is settled at the end, through deferred returns or profitability.

 The ability of both partners decide remuneration shows as they see them-
selves that is the value of the firm that each represents the hypothesis that de-
velop the same activity with the financial contribution allocated. And to get as 
large as possible the criteria should be to minimize the financial profitability 
(but above that received by conventional lenders) and anticipate the economic 
returns as much as possible to the limit which is given by the zero profit.

Keywords: Anticipated profitability. Deferred profitability. Returns. Return 
on equity. Firm value represented by each partner

© Universidad de Deusto 
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I. Introducción

Lo que se aborda en este trabajo ya ha sido tratado previamente 
desde hace mucho tiempo1. Sin embargo, la constatación de que la ex-
presión formal no es sencilla, particularmente para las personas no ex-
pertas ni en contabilidad ni en la formulación de las relaciones dinámi-
cas que hay entre los flujos de renta (ingresos y gastos) y los de capital 
(financiaciones e inversiones) de una organización de producción y dis-
tribución de bienes y servicios (=empresa) conduce a volver a tratar este 
importante asunto en el que hay tantas confusiones.

La contabilidad no es una ciencia pero su creador formal era un 
matemático: Luca PAZZIOLI, el autor de la Partida Doble que permite el 
encaje, perfecto ensamblaje, entre los flujos de renta (ingresos y gas-
tos) en la cuenta de resultados, referida a un periodo de tiempo, y los 

1 Crf. La bibliografía del autor sobre los asuntos financieros de las sociedades coo-
perativas en www.REVESCO.es (desde 1982), www.CIRIEC.es y en la Revista Europea de 
Dirección y Economía de la Empresa, n.º 2:

1. La formación y distribución de los beneficios:

a) Discusión sobre las Reservas (la tributación implícita).

2. La Estructura Financiera:

a) La referencia a los recursos específicos.
 El capital como recurso ajeno.
 Los fondos irrepartibles (e incluso inembargables).

3. El coste del capital como media ponderada de los integrantes de la Estructura Fi-
nanciera.

4. La rentabilidad financiera y económica de los socios.
5. El riesgo de insolvencia con acreedores y con los socios (acreedores).
6. El valor de la sociedad:

a) Como suma de partes.
b) En conjunto.

7. La concentración sin vinculación patrimonial:

a. Por razón funcional.
b) Por razón de dirección.

8. La concentración con vinculación patrimonial:

a) Reducción del numero de socios.
b) Regularización de balances y su atribución.
c) La compensación de deudas cruzadas.
d) La homogeneización de las rentabilidades financieras.
e) Análisis del lucro implícito.
f) La consolidación de balances.

© Universidad de Deusto 
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flujos de capital (financiaciones e inversiones), en el balance, referido a 
un instante de tiempo.

El sistema de información que es la contabilidad es impecable, aun-
que cada contabilidad pueda no «reflejar adecuadamente la situación 
patrimonial de la empresa»; pero eso, si ocurre (y ocurre y explica que 
tenga que ser revisada y auditada) sería debido a que los datos intro-
ducidos para ser tratados por el sistema de información sean inadecua-
dos, incorrectos o equivocados, consciente o inconscientemente.

En este trabajo se pretende eludir, en lo posible, el uso de fórmu-
las.

Se emplea el método del ejemplo. Un ejemplo figurado. Y para que 
sea más específico se elige un despacho de tres abogados2: Alejandra, 
Cayo y Tulio (sin discriminación por razón de sexo, raza, religión e idea-
rio político; pero condicionando, evidentemente, la entrada a la condi-
ción de colegiado en el colegio de abogados3); que se configuran:

— bien como sociedad anónima que es la que les contrata a ellos 
mismos,

— bien como sociedad de profesionales4 que hacen un préstamo a 
esa sociedad.

Con este sistema también se pretende poner de manifiesto lo único 
que es importante en la sociedad cooperativa: los socios. Porque las so-
ciedades cooperativas no tiene porque ser lo que digan, piensen, ima-
ginen, supongan, los políticos (que vienen demostrando una incapa-
cidad ostensible para casi todo excepto para hacer las cosas mal), los 
representantes de organizaciones con muy baja afiliación, los directi-
vos, e incluso los estudiosos.

2 El número es el más pequeño que ha sido posible elegir. Este trabajo no se pliega 
a lo regulado en el Estado español por absurdo, ridículo, incongruente e incoherente; 
porque atenta a la racionalidad más elemental (basta cotejar las cifras) y al principio de 
unidad de mercado.

El absurdo entramado normativo en materia de sociedades cooperativas en el es-
tado español ha sido un desastre denunciado en varios trabajos en REVESCO y en CI-
RIEC España.

3 Una de las dos manifestaciones del principio de puerta abierta.
4 Este es un ejemplo ilustrativo de lo que es una sociedad cooperativa «de hecho». 

Los principios cooperativos son asumibles (y asumidos) por muchas empresas implícita-
mente aunque no formen parte de la normativa que las regula como sociedades mer-
cantiles o laborales. No se obliga a que los abogados en cuestión tengan un revesti-
miento jurídico de sociedad cooperativa; lo que importa es que apliquen los principios 
cooperativos.

El absurdo entramado normativo en materia de sociedades cooperativas en el es-
tado español …Ibídem.

© Universidad de Deusto 
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Las sociedades cooperativas de derecho (y, por supuesto, las de 
hecho5) no tienen porque trascender a los socios (a costa de los so-
cios) como se trata de regular, ni son instrumentos de política eco-
nómica para regular un sector económico, ni son una organización 
solidaria. Son organizaciones de empresarios —que no emprende-
dores— en democracia. Por tanto, privadas y que deciden su propio 
destino asumiendo riesgos financieros y económicos. Ni más, ni me-
nos.

Se hace alusión al principio cooperativo correspondiente cuando el 
asunto que se trata está condicionado por esa regla que trasciende a la 
de la normativa de cualquier país, nación o estado.

En todo caso, en este caso (valga la redundancia) el sistema de 
toma de decisiones será el de un socio un voto (democracia), indepen-
dientemente del capital prestado (no aportado) a la sociedad; y ello 
es así con base en la consideración de que si bien todas las personas 
somos diferentes —y eso está muy claro entre abogados que se aso-
cian— también es verdad que los abogados son imprescindibles para 
configurar una sociedad profesional de abogados; por tanto, son igua-
les. Dicho de otro modo: prima lo sustantivo sobre lo objetivo.

II. El error de hacer análogas a las churras y a las merinas

La mayor confusión detectada es la de los que asocian, como si 
fueran análogos6,

— Los dividendos de las sociedades anónimas (rentas de los socios 
—capitalistas—) una vez que se han retribuido a todos los inter-
vinientes incluidos los impuestos.

— Lo que se denominan «retornos cooperativos», o la renta econó-
mica diferida de la actividad cooperativizada de los socios, que 
se calcula una vez finalizado el ejercicio económico teniendo en 
cuenta los anticipos que hayan tenido los socios a lo largo del 
ejercicio, los cuales se consideran gastos, si la sociedad coope-
rativa es de proveedores, o como menores ingresos que los de 

5 Esta manera de denominar se utilizó para poner de manifiesto que a pesar de la 
absurda y contraproducente normativa, lo cierto es que hay una significativa realidad 
(que habría que cuantificar) de sociedades cooperativas que no están revestidas jurídica-
mente como tales ni falta que les hace. Como le pasó a la primera y a la segunda ... que 
se conocen y como pasa con muchas en países con poca normativa.

6 A veces, en el mundo del Derecho, se extrapola el método procesal de la analogía 
a otros ámbitos, aunque no sea adecuado, ni correcto.

© Universidad de Deusto 
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mercado —aunque esto es una entelequia—, si la sociedad coo-
perativa es de consumidores.

Las personas que hacen análogos esos dos tipos de renta (particu-
larmente) para el tratamiento fiscal, se basan:

a) Por un lado, en el paradigma de la minoritaria (los números 
cantan) sociedad anónima que ha sido tratada exhaustivamente 
hasta el punto de que otras figuras sin duda más importantes 
por su número (en términos absolutos y relativo) están regula-
das de manera subsidiaria a aquella.

b) Por otro lado, en algo tan peregrino como el momento en el 
que se determinan ambos tipos de rentas. Sin embargo, los re-
tornos no son análogos a los dividendos, ni siquiera por el he-
cho de que ambos se determinan al final del ejercicio econó-
mico, en el proceso de formación y distribución del beneficio 
(¡si lo hay!) después de intereses (vale decir gastos financieros) 
—de todo tipo— y de impuestos y de dotar reservas.

Esta es, posiblemente, la culminación de los errores; hasta el 
punto de que llevó, hace mucho tiempo, a un tratamiento legal de la 
¿doble imposición? de los retornos cooperativos, ¡como si fueran di-
videndos!

Pero, aunque ya se dijo hace mucho tiempo no se pueden confun-
dir «churras con merinas» como estableció el sabio rey Alfonso X. En 
efecto:

— Por un lado, la sociedad anónima no es la forma jurídica más im-
portante, sino que, en realidad es testimonial (se sugiere al lector 
averiguar por sí mismo el insignificante porcentaje de este tipo 
de empresas respecto del total, incluyendo, por supuesto, a los 
empresarios individuales: basta con hacer una sencilla búsqueda 
en cualquier buscador en INTERNET).

— Por otro lado, ambas rentas son distintas y distantes7; y, desde 
luego, de diferente naturaleza, como corresponde al acceso a la 
condición de socio en una o en otra sociedad.

Además,

— mientras que en la sociedad anónima el socio lo es por su condi-
ción de aportante de capital (que puede recuperar vendiendo los 

7 Como dijo aquél primer ministro D. Leopoldo CALVO SOTELO y BUSTELO para referirse 
al problema ocasionado por los mismos hijos de la Gran Bretaña en Gibraltar (¡español!) 
y en las islas Malvinas argentinas.

© Universidad de Deusto 
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títulos que representan esa condición en un mercado secundario 
o de reventa),

— en la sociedad cooperativa el socio lo es precisamente porque 
co-opera al desarrollo de la actividad productiva junto con los 
otros socios.

De ahí que el sistema de gobierno sea, respectivamente:

— en proporción a la porción de capital social de cada socio, en la 
sociedad anónima, y

— democrático en la sociedad cooperativa (por supuesto en la de 
derecho, o así debería ser, según establece la Alianza Coopera-
tiva Internacional; y en la de hecho que se base en la participa-
ción de iguales, por ejemplo, profesionales).

Y, estando todo relacionado, consecuentemente:

— Los dividendos son rentas de capital de los socios.

• Nótese que si los socios participaran o participasen en la acti-
vidad empresarial recibirían una compensación que sería con-
siderada un gasto; pero esa es otra historia.

— La renta económica diferida es un «ajuste de cuentas» al final de 
ejercicio para distribuir el montante que aún esté pendiente; y, 
como se sabe, se pretende que la suma de lo percibido anticipa-
damente y al final (¡ambos montantes unidos!) retribuyan a los 
socios en proporción a la actividad cooperativizada (que acuer-
dan, y, por tanto, determinan los socios con base en la legitimi-
dad que les proporciona esa misma condición, en ese mercado 
interior que es la propia empresa de la que son socios).

• Nótese que si los socios han prestado8 dinero a la sociedad 
cooperativa que constituye lo que incorrectamente se deno-
mina capital social, tendrán derecho a una determinada retri-
bución en concepto de gastos financieros o intereses (como 
corresponde a la retribución de cualquier deuda, que, ade-
más, a mayores, tienen que ser amortizada)9.

8 Aunque no haría falta precisarlo: prestar es distinto que entregar a fondo per-
dido, como pretenden algunas personas que defienden que la sociedad cooperativa sea 
«como» una sociedad de capital convencional ¡sin serlo!, como consecuencia de lo es-
tablecido en las Normas Internacionales de Contabilidad.

9 En este trabajo no se consideran las tergiversaciones legales que se denominan, 
incorrectamente, sociedades cooperativas mixtas (que reúnen a socios cooperativistas 
convencionales con aportantes de capital. La única mezcla que cabe considerar es la de 
socios que son proveedores de factores de producción con socios que son consumidores 
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III. Concreción de los datos iniciales para el ejemplo

Se considera un solo ejercicio económico para desarrollar este sen-
cillo caso-ejemplo ilustrativo; a cuyo inicio el activo tiene un valor con-
table de 1.000 unidades monetarias (u.m. = yenes, euros, dólares, 
¿pesetas?10) financiado por las aportaciones financieras de los socios: 
Alejandra que aporta 200, Cayo que aporta 100 y Tulio que aporta 
300 u.m. que son aportaciones al capital social si la sociedad fuera 
anónima, y son cantidades prestadas mientras que dure su vinculación 
a la empresa si la sociedad fuera cooperativa de derecho, ya que, como 
establece el principio de puerta abierta, los socios pueden abandonar la 
sociedad cooperativa cuando lo consideren oportuno —aunque suelen 
establecerse unas condiciones y un sistema de responsabilidades por 
prejuicios causados, si los hay— y, en consecuencia, el socio deja de 
desarrollar la actividad cooperativizada y tiene derecho a que se le de-
vuelva el capital prestado11. Esto es lo mismo que ocurre en una asocia-

de los productos que distribuye la empresa. Cualquier otra cosa es un híbrido que sólo 
se explica como «invención» interesada de los ejecutivos que trabajan más para ellos 
mismos que para los socios.

El absurdo entramado normativo en materia de sociedades cooperativas en el es-
tado español …Ibídem.

10 En el momento de redactar este trabajo se está produciendo una gran convulsión 
económica (provocada por una debacle financiera ocasionada por la incapacidad profe-
sional y el abuso de los políticos) en un momento en el que el poder judicial se ha mos-
trado ineficiente para cumplir su esencial papel.

11 Esta circunstancia es la que llevó a que una extinguida ley nacional y una vigente 
ley autonómica definiera a la sociedad cooperativa como «una sociedad de capital varia-
ble», cogiendo «el rábano por las hojas», o dicho de otro modo, confundiendo causas 
con consecuencias.

Por otro lado, esta consecuencia es la que ha generado tanta polémica interesada 
desde que las Normas Internacionales de Contabilidad han resaltado lo que ya se sabía 
—cualquiera que supiera a) lo que es un recurso propio y ajeno y b) un poco de conta-
bilidad— y como este autor ya señaló en el 1982: los recursos prestados pos los socios 
son una deuda.

Evidentemente, si así lo desean, pueden dejarlos a fondo perdido, pero las normas 
no deben recoger «posibilidades» sino disposiciones.

Es una pésima técnica jurídica regular «lo que se puede hacer» porque a) no es función 
de las normas hacer una lista de lo que se puede hacer y b) porque es tendencioso y puede 
confundir al administrado que se puede ver compelido a dejar a fondo perdido —en bene-
ficio de la renta de los ejecutivos— parte de su patrimonio. Pero, además es una situación 
absurda, comparable a la de las participaciones preferentes de tanta actualidad, con la que 
algunas Cajas de Ahorro han engañado a los clientes que más confiaban en ellas.

Así pues, el capital aportado por los socios es un préstamo porque se ha de amor-
tizar cuando cesan las condiciones que configuran la condición de socio partícipe en el 
proceso de producción y distribución de bienes y servicios, ya sea como proveedor o 
como consumidor.
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ción de profesionales, por ejemplo, un despacho de abogados que se 
asocian con base en su condición profesional.

En cualquier caso, la deuda con los acreedores (no se hace cuestión so-
bre el plazo para simplificar) es de u.m.: 1.000 – (200 + 100 + 50) = 650; 
que se retribuyen al 6%. Es decir, los gastos financieros propiamente di-
chos son 6% × 650 u.m. = 39 u.m.

Se considera que la empresa (organización de producción y distri-
bución) tiene, independientemente del disfraz jurídico del que esté re-
vestida (sociedad anónima o sociedad cooperativa):

— Unas ventas de 5.000 u.m.
— Una suma de todos los gastos que representan la retribución de 

todos los factores de producción que no sean los socios es de: 
3.000 u.m.12

IV. Determinación del beneficio distribuible

Para calcular el beneficio antes de intereses hay que descontar, 
además, los gastos de personal.

Para que quede claro el objetivo de manifestar la diferencia con-
ceptual entre los dividendos (retribución financiera de los socios que 
aportan capital) de los retornos (rentas diferidas de los socios por su ac-
tividad cooperativizada) se supone que los tres protagonistas de esta 
historia trabajan en la empresa y tienen la misma renta de trabajo, cada 
uno de ellos: 500 u.m.

Ahora bien, si trabajan en la sociedad anónima son asalariados (esos 
500 u.m. son «salario»); mientras que si trabajan en la sociedad coopera-
tiva, lo hacen precisamente porque ese hecho les confiere la condición de 
socios (y no su aportación al capital), pero, en este caso, esos 1.500 u.m. 

12 Evidentemente, como establezca la normativa que regula la contabilización de las 
operaciones de todo tipo de cualquier empresa, sean cuales sean los empresarios, con el 
fin de cumplir su función de información y control (ya sea de manera codificada o como 
establecen los principios de contabilidad generalmente aceptados —en el caso español 
hay una hibridación que se concreta en la tarea, aún inacabada (la Unidad de mercado 
es un principio mercantil que trasciende la capacidad normativa de los Estados, y, por 
supuesto, de las comunidades autónomas), que son las denominadas Normas Interna-
cionales de Contabilidad—).

En modo alguno como establece la arbitraria e incorrecta normativa en materia de 
sociedades cooperativas que se entromete en «camisas de once varas» apoyándose, im-
plícitamente, en la ilegitimidad de que los socios de las sociedades cooperativas o son 
ineptos o son incapaces o son distintos.

El absurdo entramado normativo en materia de sociedades cooperativas en el es-
tado español… Ibídem.
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es una renta de trabajo «a cuenta» del beneficio final («anticipo laboral»), 
si lo hay: es decir, en una rentabilidad económica anticipada.

Así las cosas el beneficio antes de intereses es de 500 u.m. 
(= 5.000 – 3.000 – 1.500)

Para calcular el beneficio después de intereses (repartible) hay que 
computar los intereses o gastos financieros, que, como se ha visto más 
arriba son 24 u.m. sea cual sea la forma jurídica de empresa. Pero, en 
el caso de la sociedad cooperativa, hay que descontar, además, adicio-
nalmente, a mayores, los intereses o gastos financieros por el préstamo 
hecho por los socios vinculado a su participación en la sociedad coope-
rativa de hecho, como trabajadores.

Aplicando el criterio de la compensación del riesgo, se supone que 
los socios de la sociedad cooperativa de hecho establecen democráti-
camente retribuirse al 7 por ciento: un punto por encima del acordado 
con los acreedores, porque, aunque ambos son acreedores, los socios 
son acreedores con más riesgo.

No se considera el principio cooperativo del interés limitado al capi-
tal aunque no se olvida su espíritu ni su filosofía. La retribución del ca-
pital aportado por los socios, si la hay, ha de ser limitada. En este sen-
tido, las normativas13 se atreven a establecer unas tasas concretas con 
cotas superiores determinadas por la ¿autoridad monetaria?, lo cual es 
una osadía para una norma que tenga la pretensión de permanecer en 
el tiempo, en unos tiempos tan cambiantes).

En efecto, se parte de que los socios de las sociedades cooperativas 
de hecho y de derecho, tienen que percibir una renta del capital pres-
tado que sea superior a la de los acreedores para ser coherente con un 
principio financiero esencial, básico, fundamental: el riesgo ha de estar 
compensado; y el que asumen estos especiales acreedores que son los 
socios es mayor que el que asumen los acreedores convencionales.

No obstante, como el mercado financiero global14 está muy aqui-
latado gracias a la revolución de la información, es difícil que la retri-

13 Nótese el plural. En concreto, es una incoherencia que para, por ejemplo, la so-
ciedad anónima, haya una sola ley, que está armonizada con la legislación mercantil 
europea, mientras que para las sociedades cooperativas (cuyo número es significativa-
mente menor) haya casi tantas leyes como comunidades autónomas.

El absurdo entramado normativo en materia de sociedades cooperativas en el es-
tado español... Ibídem.

14 Ya no cabe hablar de sistema financiero internacional y menos cuando el dinero, 
aunque esté nominado en diferentes monedas, es una mercancía apátrida, sin país, sin 
nacionalidad y con mucha menos regulación de la que debería hasta el punto de que 
«los mercados» influyen, condicionan e imponen políticas laborales, fiscales, monetarias 
y de todo tipo.
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bución de los socios de cualquier sociedad cooperativa de hecho o de 
derecho por su aportación al capital supere esas cotas que las leyes se 
atreven a regular.

Evidentemente, el establecimiento de ese 7 por ciento podría gene-
rar situaciones de insolvencia, pero, también ha de ser el tipo superior, 
siquiera ligeramente, al 6 por ciento.

El 7 por ciento de 600 (200 + 100 + 300) u.m. (que son las aporta-
ciones al capital prestado por los tres socios: Alejandra, Cayo y Tulio) es 
de 42 u.m.

Evidentemente, esas 42 u.m. se distribuyen entre los tres socios en 
función de su presencia en el capital que prestan a la sociedad coope-
rativa mientras que son socios con base en su participación en la activi-
dad cooperativizada. Es decir,

a Alejandra le corresponden u.m.: 42 × (200/600) = 7% × 200 = 14
a Cayo le corresponden u.m.: 42 × (100/600) = 7% × 100 =  7
a Tulio le corresponden u.m.: 42 × (300/600) = 7% × 300 = 21

Estas son las rentas del capital de los socios de la sociedad coope-
rativa que son asimilables a los dividendos que se determinan distribu-
yendo el beneficio después de impuestos y de reservas entre los socios 
en proporción al capital aportado.

En consecuencia, el beneficio después de intereses es de 476 
(= 500 – 24) u.m. en el caso de la sociedad anónima y de 434 
(= 500 – 24 – 42) u.m. en el caso de la sociedad cooperativa de hecho 
o de derecho.

Para la determinación del beneficio a distribuir a los socios (que son 
de distinta naturaleza y con base en una diferente consideración) hay 
que descontar:

— La dotación a reservas (autofinanciación de mantenimiento), 
que, para que no haya diferencias, se supone que es del 30 por 
ciento, en ambos tipos de sociedades.

— El importe de los impuestos sobre la renta de sociedades, que es el 
30 por ciento en el caso de la sociedad anónima, bajo la conside-
ración de que es de dimensión pequeña, y del 20 por ciento (con 
bonificación en la cuota del 10 por ciento) en el caso de la socie-
dad cooperativa (se supone que es de derecho), bajo la considera-
ción de que es «fiscalmente protegida» (que es un eufemismo que 
atenta contra el buen nombre de las sociedades cooperativas).15

15 Aunque pueda parecer que la tributación de la sociedad cooperativa parezca 
menor que la de la sociedad anónima, hay que «echar las cuentas»: hay que tener en 
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El beneficio distribuible es:

— En el caso de la sociedad anónima: 214,2 (= 476 – 166,6 – 95,2) u.m.
— En el caso de la sociedad cooperativa: 303,8 (= 434 – 43,4 – 86,8) u.m.

V.  Distribución del beneficio distribuible 
(valga la redundancia)

Las cantidades determinadas más arriba se distribuyen para retri-
buir cosas distintas y distantes.

En efecto, el beneficio distribuible de una sociedad anónima son 
los dividendos, que se reparten en proporción al capital aportado por 
los socios. Mientras que, en la sociedad cooperativa (cuyos socios ya 
han percibido un adelanto, una renta económica anticipada —en este 
caso son los denominados «anticipos laborales»— y una renta de capi-
tal, concretados en unos gastos financieros), los retornos son sólo un 
ajuste de la rentabilidad económica anticipada.

cuenta que la parte de la dotación a reservas que nutra el Fondo de Reserva Obligatorio 
es un impuesto sobre la renta que no sale de la empresa ya que es irrepartible entre los 
socios (por esa razón es conveniente que no luzcan los beneficios si se parte de la base 
de que lo importante de la sociedad cooperativa son los socios y no la sociedad coope-
rativa).

Por otro lado, tanto por lo que corresponde a los impuestos explícitos, como a los 
impuestos implícitos (reservas irrepartibles) se produce una explotación de los socios 
menos cooperativos, o mejor dicho, cuyo valor de la actividad cooperativizada es menor 
sobre los socios cuyo valor de la actividad cooperativizada es mayor. Por tanto, hay un 
lucro implícito en la fiscalidad que conviene eliminar y, por tanto.

Para explicarlo basta considerar que se anticipen esos importes.
En el ejemplo: que los anticipos pasen de ser 1.500 u.m. a (1.500 + 434) u.m.
Esta cantidad podría ser una cantidad mayor si el tipo de interés aplicable al capital 

aportado por los socios fuera más bajo, pero superior al 6 por ciento que se aplica a la 
deuda convencional.

Como es fácil comprobar, esos 434 u.m. se tendrán que asignar (antes o después) 
a los socios en función de la actividad cooperativizada, pero si son beneficio después de 
intereses, habría dos cantidades:

43,4 u.m. = 20% × 50% × 434 u.m.
86,8 u.m. = 30% × 434 u.m.

Por las que tributaría explícitamente e implícitamente, respectivamente, la socie-
dad; por tanto, todos los socios, como si su actividad cooperativizada tuviera el mismo 
valor.

Dicho de otro modo, se produciría (en el caso de que haya beneficios después de in-
tereses) un lucro implícito de unos socios sobre otros que atenta al principio cooperativo 
de justicia en la distribución de la rentabilidad económica generada por los socios.
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En el caso de la sociedad anónima los dividendos que correspon-
den a:

Alejandra son, en u.m.: 214,2 × (200/600) =  71,4
Cayo son, en u.m.: 214,2 × (100/600) =  35,7
Tulio son, en u.m.: 214,2 × (300/600) = 107,1

Que son cantidades distintas pero análogas, por la naturaleza, por-
que son retribuciones del capital a las expresadas más arriba que son 
gastos financieros, en el caso de la sociedad cooperativa:

a Alejandra le corresponden u.m.: 42 × (200/600) = 7% × 200 = 14
a Cayo le corresponden u.m.: 42 × (100/600) = 7% × 100 =  7
a Tulio le corresponden u.m.: 42 × (300/600) = 7% × 300 = 21

En el caso de la sociedad cooperativa los retornos (o rentabilidades 
económicas diferidas) que corresponden a:

Alejandra son, en u.m.: 221,5
Cayo son, en u.m.: 149,4
Tulio son, en u.m.: –67,1

VI. Determinación de los retornos a los socios

Para determinar el importe de los retornos, con los que se com-
pensa, se ajustan cuentas, respecto de la rentabilidad económica an-
ticipada, se aplica el principio de que la ganancia obtenida debida a la 
actividad cooperativizada se ha de distribuir entre los socios en propor-
ción a la responsabilidad que cada uno tenga en la actividad cooperati-
vizada.

Por tanto, para echar las cuentas hay que disponer de dos datos:

1. El montante a distribuir en proporción a la responsabilidad a 
la actividad cooperativizada; que, en este caso es de: 1.803,8 
(= 1.500 + 303,8) u.m. que es el total de la renta económica 
anticipada («anticipos laborales», en este caso) y el beneficio 
distribuible.

2. El criterio de reparto (que no tiene porque ser el de la presen-
cia de cada socio en el capital prestado mientras que dure su 
presencia como socios) que se acuerda en ese mercado in-
terno que es la sociedad cooperativa con base en el principio 
de la democracia; cada socio tiene un voto, independiente-
mente de la cantidad de capital prestado a la sociedad coope-
rativa:
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a) En este caso, se supone que los socios acuerdan que, ¡para 
este año! (vale decir que el criterio de reparto puede, lógi-
camente, cambiar de año en año16) la «responsabilidad» en 
la rentabilidad económica total a percibir por los socios es 
del:

40 por ciento de Alejandra
40 por ciento de Cayo
20 por ciento de Tulio

Nótese que estos porcentajes no tienen por qué coincidir con la 
presencia en el capital:

(200/600) = 33,33 por ciento de Alejandra
(100/600) = 16,66 por ciento de Cayo
(300/600) = 50 por ciento de Tulio

Que han servido para calcular lo que le corresponde a cada socio 
de los gastos financieros (intereses o retribución del capital) que retri-
buyen el préstamo que hacen a la sociedad cooperativa mientras que 
son socios17.

Con esos dos datos: montante a distribuir y criterio de distribución, 
se está en condiciones de calcular los denominados retornos coopera-
tivos o rentabilidades económicas diferidas de los socios aplicando lo 
establecido en el principio cooperativo de que son empresas sin fin de 
lucro18 o bien que el resultado se ha de distribuir en proporción a la ac-
tividad cooperativizada (decidida por ellos mismos, democráticamente).

16 Pudiera ocurrir que ambos tipos de pesos o porcentajes coincidan, pero sería una 
casualidad, salvo que los socios hagan aportaciones al capital en proporción a la activi-
dad cooperativizada, y además, o bien mantengan ese nivel cada ejercicio o bien modi-
fiquen la cifra de capital para mantener la proporción de la actividad cooperativizada.

Esto puede ocurrir con relativa facilidad cuando la actividad cooperativizada es pre-
visible y no sufre variaciones significativas, como ocurre, por ejemplo en sociedades coo-
perativas de proveedores en el ámbito agrario. Pero es un caso demasiado concreto.

17 Para simplificar se hace abstracción de variaciones (aumentos) de capital deriva-
das de las regularizaciones de balances que, sorprendentemente, están reguladas sin 
una base (aplicando el criterio cartesiano de mitad y mitad que es el que se usa cuando 
no hay nada en lo que apoyarse, que es tan propia de un legislador que desconoce 
cómo se forman esas reservas ocultas que aparecen en las regularizaciones de balan-
ces).

El absurdo entramado normativo en materia de sociedades cooperativas en el es-
tado español...  Ibídem.

18 Es decir, que ningún socio puede explotar a cualquier otro. Efectivamente, el 
principio cooperativo busca precisamente eso. No que la empresa no tenga beneficios. 
El que una empresa no tenga beneficios en un determinado periodo de tiempo se con-
sigue igualando los gastos a los ingresos. En el caso de las sociedades cooperativas en 
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En este caso, las cantidades (en u.m.) que le corresponden a cada 
socio es:

A Alejandra: el 40 por ciento de 1.803,8 = 721,5
A Cayo: el 40 por ciento de 1.803,8 = 649,4
A Tulio: el 20 por ciento de 1.803,8 = 432,9

Pero como se ve más arriba, a cada socio se le anticiparon 500 u.m. 
(como si fuera una renta de trabajo, como un salario), aunque este tér-
mino es incorrecto ya que los socios no son asalariados en el caso de la 
sociedad cooperativa, en concepto de «anticipo laboral» o renta eco-
nómica anticipada), ahora hay que descontar 500 u.m. a cada socio 
para calcular los retornos o rentabilidades económicas diferidas, que 
resultan ser, en u.m.

A Alejandra: 721,5 – 500 = 221,5
A Cayo: 649,4 – 500 = 149,4
A Tulio: 432,9 – 500 = –67,1

En efecto, si la renta económica anticipada ha sido más alta que 
la que corresponde al valor de la actividad cooperativizada, puede 
ocurrir que los retornos (que no son más que la compensación «a 
posteriori» de la retribución de la actividad económica cooperativi-
zada) sean negativos, a devolver o a compensar en ejercicios futu-
ros.

VII. Consideraciones finales

Este ejemplo se complica cuando los socios son mixtos: provee-
dores y consumidores. Por ejemplo, agricultores que llevan su pro-
ducción a la sociedad cooperativa para que transforme y comer-
cialice su producción y, a la vez, consumidores de fertilizantes y de 
seguros.

Por otra parte, como ya se ha discutido abundantemente, lo único 
que importan en la sociedad cooperativa son los socios.

las que los socios tienen capacidad para establecer las cantidades de sus retribuciones 
financieras y económicas —por la actividad cooperativizada es muy sencillo—. Sin em-
bargo, el reparto de la renta que corresponde a cada socio no tiene porqué ser justo. Y, 
si no es justa, es injusta; es decir, con aprovechamiento de los unos por los otros (como 
ocurre con los cargos directivos de algunas empresas y bancos que perciben unas rentas 
de trabajo —que ellos dicen que son ¿de mercado?—. Que no se justifican ni se expli-
can si se considera el valor de su trabajo.

© Universidad de Deusto 



Determinación de las rentas de los socios de una sociedad 
cooperativa de hecho o de derecho: la renta por la actividad... Carlos García-Gutiérrez Fernández

Deusto Estudios Cooperativos
28 ISSN: En tramitación, Núm. 1 (2012), Bilbao, pp. 13-32

Los socios han de tratar de hacer máximo el valor de la empresa 
que representan individualmente, para lo cual deben:

— reducir su rentabilidad financiera lo más posible (acercándose 
más, si cabe, al principio cooperativo de interés limitado al ca-
pital), pero manteniéndose por encima de la rentabilidad finan-
ciera de los acreedores (en el caso de más arriba sería mejor 
que hubieran acordado un 6,1 por ciento mejor que un 7 por 
ciento)19

— hacer máxima la rentabilidad económica total, para lo cual no 
debe haber beneficio distribuible porque se anticipe la mayor 
cantidad posible con tal de que no haya fugas fiscales (ni im-
puestos sobre la renta ni dotación a reservas irrepartibles20); es 
decir, la política de beneficio cero (que no es lo mismo que la so-
ciedad cooperativa es «sin fin de lucro») que lleva a que,

• por un lado, dejen de tener sentido los retornos y,
• por otro lado, sea necesario que el criterio de reparto en pro-

porción a la actividad cooperativizada se aplique a las rentas 
económicas anticipadas («anticipos laborales» en el caso que 
se trata más arriba: es decir, en lugar de 500 u.m. a cada so-
cio).

En efecto, el valor de la parte de empresa que representa cada so-
cio en el caso de más arriba es (en u.m.)21:

Valor de la empresa que encarna Alejandra: (721,5/7%) = 10.307,1
Valor de la empresa que encarna Cayo: (649,4/7%) =  9.277,1
Valor de la empresa que encarna Tulio: (432,9/7%) =  6.184,3

Mientras que el valor de la parte de empresa que representa cada 
socio en el caso de mínima rentabilidad financiera y beneficio cero (que 
conlleva ausencia de retorno) es (en u.m.):

19 En este ejemplo se está cometiendo un error: considerar que el coste de las deu-
das coincide con el tipo de interés de las deudas (que, como se sabe, sólo coinciden an-
tes de impuestos en determinados casos); y consecuentemente, que el coste de las deu-
das que son los recursos prestados por los socios —que forma parte de la rentabilidad 
financiera— se pueden asemejar al tipo de interés al capital de los socios.

20 No se plantea no pagar impuestos sino el ejercicio de la transparencia fiscal que 
se aplica en las sociedades de profesionales: cada socio tributa por las rentas totales 
que obtiene: las de capital y por su actividad en la empresa de la que es socio más las 
otras rentas que pueda tener de otras fuentes.

21 Se aplica la fórmula del valor del rendimiento bajo la hipótesis de renta perpetua 
y, además, las hipótesis criticables (pero simplificadoras) de descontar rentas, que éstas 
sean perpetuas y que la empresa tenga un coste de las deudas óptimo.
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Valor de la empresa que encarna Alejandra: (775,6/6,1%) = 12.714,8
Valor de la empresa que encarna Cayo: (689,0/6,1%) = 11.295,1
Valor de la empresa que encarna Tulio: (465,4/6,1%) =  7.629,5

VIII. El riesgo de insolvencia

Una de las dos manifestaciones del riesgo de insolvencia viene dado 
por la probabilidad de que el beneficio antes de intereses, que en este 
caso se ha cuantificado en 500 u.m. sea más pequeño que los intere-
ses, que en este caso son:

a) en el caso de que haya beneficio después de intereses positivo 
(303,8 u.m.) e intereses al 7 por ciento: (24 + 42) u.m. = 66 u.m.

b) en el caso de que haya beneficio después de intereses cero 
(0 u.m.) e intereses al 6,1 por ciento: (24 + 37) u.m. = 61 u.m.

No se entra en el uso de la inferencia estadística para tratar a las 
ventas: la magnitud de la que surge la cadena de cálculos como una 
variable aleatoria —que, evidentemente, no es controlable por la em-
presa sino que tiene una gran dependencia del mercado—, es claro, 
con esos datos, que a menor retribución financiera del capital prestado 
por los socios, menor riesgo financiero.

Sin embargo, esa estrategia: pasar del 7 al 6,1 por ciento permite 
una redistribución de la renta disponible para los socios: lo que no co-
bran en forma de intereses lo cobran en forma de rentabilidad econó-
mica, bien anticipada o bien diferida, en forma de retornos.

Efectivamente, esta política es positiva porque permite evaluar me-
jor la actividad cooperativizada por los socios, particularmente cuando 
hay varios socios cuya actividad tiene diferente valor.

Pero, como se ha dicho, el valor que representa cada socio es ma-
yor cuantos menos impuestos explícitos e implícitos afecten al bene-
ficio, sea cual sea la política de establecimiento de los intereses que 
marquen los socios; y esto lleva a adelantar el beneficio después de in-
tereses para que no haya fugas fiscales que, además, son tan injustas 
y que ponen en entredicho el principio de eludir la explotación de los 
unos por los otros.

Pero esa cantidad adelantada y distribuida en forma de anticipos o 
rentabilidad económica anticipada debe cumplir dos requisitos impres-
cindibles:

a) que tenga en cuenta y anticipe el valor de la actividad coope-
rativizada estimada para cada socio y acordada entre todos de-
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mocráticamente mediante los ajustes pertinentes a medida que 
transcurre el ejercicio económico y se dispone de información,

b) que tenga un importe total cuya cuantía permita que las cuen-
tas cuadren; es decir, que el beneficio después de intereses sea 
cero y no negativo, lo que significaría que la empresa es insol-
vente22.

IX. La ausencia de reservas

El proceso que se ha descrito plantea, evidentemente, el problema 
de que la empresa no dota reservas.

Como se sabe, las reservas no son más que un apunte contable 
que recoge en la estructura financiera el importe de los beneficios re-
tenidos acumulados que están materializados en activos. Lo adecuado 
es que estuvieran materializados en activos fijos o, habida cuenta de 
cómo se va disponiendo de ese importe, en la parte de activo circu-
lante que tiene un carácter estructural (que se suele denominar Capital 
de Trabajo).

Lo cierto es que si la empresa cada año distribuye los beneficios 
puede ver mermada su capacidad de crédito. Por ello se propone que 
en lugar de dotar reservas los socios acuerden (obligándose o no) a 
reinvertir parte de lo que les ha correspondido en forma de incremen-
tos de capital prestado por los socios. De esta manera, se consigue el 
mismo efecto que el que se conseguiría si se dotasen reservas con dos 
ventajas evidentes para los socios respecto de esa misma aportación en 
forma de reservas irrepartibles:

a) Esos incrementos son retornables en caso de baja.
b) Mientras se mantiene el socio vinculado a la sociedad esos in-

crementos de capital son retribuidos el tipo de interés corres-
pondiente.

22 Precisamente por esto es conveniente que el tipo de interés para retribuir el prés-
tamo de los socios sea establecido de antemano, por supuesto, por encima (ligeramente 
por encima) del tipo de interés acordado con los acreedores convencionales.
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Resumen: La evolución del cooperativismo como doctrina social y econó-
mica parte de los asociacionistas y de los mutualistas históricos, asentándose 
en los llamados pioneros sociales, ideario que se tecnifica con el movimiento 
rochdaliano, que caracteriza estatutaria y legalmente el cooperativismo, para 
culminar en la empresarialización desarrollada por el cooperativismo alemán.
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Abstract: The evolution of cooperativism as a social and economic doc-
trine is based on ideas put forth by historical advocates of associations and 
mutual aid. It consolidated with the so called social pioneers. This ideology 
was updated with the Rochdale movement which provided cooperatives with 
by-laws and a legal system and led to the corporatization developed by Ger-
man cooperatives.

Keywords: Cooperativism. Thought. Evolution.

© Universidad de Deusto 



Filosofía de la cooperación Javier Divar Garteiz-Aurrecoa

Deusto Estudios Cooperativos
34 ISSN: En tramitación, Núm. 1 (2012), Bilbao, pp. 33-53

El pensamiento social, entendido como sustento para un sistema de 
organización de la comunidad, de la vida en sociedad, en forma que la 
meta colectiva sea el bien y el sustento del común de los partícipes, se 
ha expresado en el común de las civilizaciones. Aunque la formulación 
científica primera de las ideas socializadoras se encuentra en la filosofía 
helénica, sobre todo en el pensamiento de Platón.

Pero, como queda dicho, en todas las culturas y pueblos encon-
tramos formas de cooperación entre los seres humanos, sin previas 
formulaciones jurídicas ni asentamientos normativos. Es decir, son es-
pontáneos movimientos de mutualidad, aprovechamiento común, soli-
daridad y recíproca ayuda.

No existen científicos «inventores» del cooperativismo, es sencilla-
mente (y esa es su mayor grandeza) una formulación del ser humano 
(el «buen salvaje») no envilecido por la deshumanizada relación com-
petitiva de una sociedad económicamente insolidaria.

Es por ello que Carlos Gide, el primer maestro de la Economía Coo-
perativa, decía que el cooperativismo es un movimiento radicalmente 
popular, directamente nacido del pueblo y para su beneficio.

Por ese origen natural y popular, todos los pueblos han tenido 
comportamientos económicos cooperativos, puesto que está probado 
que los humanos reaccionan con similares comportamientos ante cir-
cunstancias semejantes.

En ese sentido amplísimo podemos decir sin miedo a errar que las 
ideas y movimientos socializadores han sido universales y bajo varia-
das formas de cooperación. Por todo ello que en un sentido no cien-
tífico la socialización es un fenómeno universal y sostenido histórica-
mente.

Pero una ideología socialista expresa, clara y directa, no se produce 
sino hasta el triunfo del advenimiento mercantilista en los tiempos fina-
les de la Edad Moderna, como reacción frontal contra la naciente ex-
plotación capitalista, sutil en sus formas pero de consecuencias mucho 
más profundas que la brutal explotación feudal (que ya había tenido 
también sus resistencias campesinas, en general desorganizadas y más 
emotivas que prácticas).

En los siglos XVII y XVIII, muy especialmente en este último, encon-
tramos a los autores pioneros del cientifismo socialista y por cierto que 
con precisas elaboraciones técnicas muy anteriores a Marx (1818-1883) 
y Engels (1820-1895), aunque se considere el marxismo como el origen 
del llamado «socialismo científico».

Ciertamente existe otro socialismo anterior, humanista y filosófico. 
Como ya dijo el Prof. G.D.H. Cole, en su «Historia del Pensamiento So-
cialista», no existe un concepto unívoco del socialismo.
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Esas teorías socialistas primeras han dado en llamarse «de los utó-
picos» como contraposición a las de los «científicos». El llamado «so-
cialismo utópico» entra de lleno en la tradición «socializadora» po-
pular, platoniana y religiosa. Tiene como inmediatas precursoras a las 
denominadas «novelas sociales», destacadamente la «Utopía» de To-
más Moro (1478-1536) y «La Nueva Atlántida» de Bacón (1561-1626), 
expresiones varias del deseo intelectual de un mundo mejor, de una 
vida nueva asentada sobre la solidaridad entre los seres humanos y la 
justicia social.

Los primeros idearios cooperativistas fueron mantenidos por los lla-
mados asociacionistas, entre los que destacan P.C. Plockboy y J. Bellers, 
que en el siglo XVII redactaron sus programas basados en los funda-
mentos de la moral cristiana, en la idea liberadora asentada en la igual-
dad de origen y en el destino común de todos los seres humanos. Se 
trata de conseguir el reino de Dios en la Tierra, la hermandad de todos 
los humanos como hijos de Dios.

Peter Cornelius Plockboy, nacido en Holanda en 1620, se había ins-
talado en Inglaterra. Como sincero creyente encuadraba su vida en los 
postulados religiosos del cristianismo, por lo que tomó contacto con el 
reformismo protestante de las «Asociaciones» de George Fox, conside-
rado el fundador del movimiento cuáquero.

George Fox había nacido en 1624 en el Condado de Leicester, en el 
seno de una familia humilde que le proporcionó una esmerada educa-
ción religiosa. Su personal interpretación de la Biblia le llevó a disidir de 
la línea oficial de la Iglesia en Inglaterra, al punto que fue denunciado 
por defender sus posiciones «naturalistas» de los Textos Sagrados, bajo 
la acusación de blasfemia, por lo que fue encarcelado en 1650 (sucesi-
vamente sufrió persecución y penas de cárcel por sus creencias religio-
sas, que mantuvo siempre con valor y consecuencia).

George Fox y sus seguidores, entre ellos Peter C. Plockboy, volvie-
ron a los orígenes de los primeros cristianos en su ideal de vida comu-
nitaria y de ayuda mutua, formando «Sociedades de Amigos», base de 
la organización cuáquera, trabajando en comunidad, apoyándose entre 
sí y leyendo y comentando entre «los amigos» o hermanos la Biblia, sin 
sacerdotes ni sacramentos, bajo su propio criterio.

Comparativamente Plockboy, observando las miserias de las fami-
lias campesinas y del proletariado urbano, dedujo que la sociedad en 
su conjunto se basaba en la insolidaridad y el desamor hacia el prójimo, 
en grave incumplimiento de los principios evangélicos.

Como los ricos habían acomodado las instituciones a sus beneficios 
personales, con explotación inmisericorde de los humildes, comprendió 
que sólo la unión entre éstos era camino para superar las adversidades 
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populares, mediante una vida de asociación cooperativa integral, a se-
mejanza de las comunidades cuáqueras.

En 1659 publicó un folleto en el que expresaba su propuesta aso-
ciacionista de familias integradas en grupos económicos comunita-
rios. Se trataba de organizar colonias integradas por varias familias que 
coadyuvasen unos con otros en la solución colectiva del problema de 
la habitación, del trabajo asociado entre los colonos y del consumo co-
mún.

Ese folleto, publicado por Plockboy bajo el título de «Ensayo sobre 
un proceso que les haga felices a los pobres de esta nación y a los de 
otros pueblos, consistiendo en reunir cierto número de hombres com-
petentes en reducida asociación económica, o pequeña república, en 
la cual cada uno conserve su propiedad y pueda, sin acudir a la fuerza, 
ser empleado en la categoría de trabajo para la cual tenga más capa-
cidad», es en resumen conocido como «Ensayo para la felicidad de los 
pobres», o «De las repúblicas cooperativas».

Establecidos los cuáqueros en las colonias de Norteamérica (y tam-
bién extendidas sus «Asociaciones de Amigos» en los Países Bajos y te-
rritorios de la Alemania actual), el propio Plockboy organizó en Man-
hattan en 1664 una colonia agroindustrial que fue al poco disuelta por 
orden del Gobernador inglés.

Pero la semilla de las comunidades de vida «al modo cuáquero» 
quedó bien sembrada, conectadas también con las asociaciones de so-
corros mutuos procedentes del mundo rural (que emigrados después a 
las ciudades formaron el proletariado industrial), constituyendo las for-
mas de economía comunitaria que ha dado en llamarse precooperati-
vismo.

Por todo ello Peter Cornelius Plockboy, como precursor del coo-
perativismo moderno ha sido considerado justamente el «Patriarca de 
la Cooperación», adelantándose con sus «repúblicas» a los «Pueblos 
de la Cooperación» de Robert Owen y a los «Falansterios» de Charles 
Fourier.

Por su parte John Bellers, nacido en 1654 y fallecido en 1752, pu-
blicó en 1695 una obrita denominada «Proposición para la creación de 
Asociaciones de Trabajo», basándose en los precedentes de Plockboy 
y los principios religiosos del amor al prójimo y en los humanistas de la 
solidaridad. Su sistema era igualmente colonial, de grupos de trabajo 
asociado que cooperativizaban el beneficio laboral percibiendo unos 
bonos de consumo, sustitutivos internos del dinero.

Las colonias o comunas ideadas por Plockboy y Bellers eran asocia-
ciones cerradas de autodefensa y ayuda mutua más o menos integral 
(mayor integración personalista en el sistema de Plockboy), organiza-
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ciones de defensa de los trabajadores humildes frente a un sistema so-
cial abiertamente hostil.

Estas colonias tenían como limitaciones operativas de mayor enti-
dad la falta de un espíritu empresarial como organizaciones producti-
vas y la exigencia de un grado de aportación personal que podía llegar 
a ser asfixiante.

También el estar encerradas en sí mismas para evitar su destrucción 
por un mundo adverso, suponían el establecimiento de ghettos sin in-
fluencia sobre el conjunto de la vida social. Ello favorecería la destruc-
tiva crítica de los socialistas «científicos» contra el sistema de los aso-
ciacionistas, bajo la consideración de que los cambios sociales deberían 
venir por la drástica sustitución de las instituciones económicas. Y tal 
cambio, dado el absoluto imperio de las clases altas en la sociedad de 
la época, resultaría imposible sin la lucha popular.

El doble miramiento del proceso socializador se concretará, ya en el 
siglo XIX, por una parte en el sistema de su implantación evolutiva y pa-
cífica (siguiendo la línea marcada por el asociacionismo cooperativista) 
y en el opuesto del socialismo revolucionario (con claros antecedentes 
en Saint-Simón y sus discípulos), postulado «científico» desde Marx (y 
Engels) que se autoconsideraba tal en su enfrentamiento con su con-
temporáneo Proudhon, asociacionista libertario, continuador del mu-
tualismo de los siglos XVII y XVIII.

I. Los estatalistas

En el siglo XVIII se habían fijado como categoría sociológica la filoso-
fía precapitalista liberal (tomada por los comerciantes como esencia de 
sus libertades económicas), que compuso el ideario de la lucha contra 
el absolutismo y los privilegios aristocráticos, pero que al propio tiempo 
propició el advenimiento de un mercantilismo lucrativista sin las ante-
riores limitaciones procedentes de la ética religiosa.

Ello supuso un nuevo escalón en la explotación de los trabajadores 
y, como reacción, el auge de los idearios de redención proletaria, como 
magistralmente estudió Otto von Gierke en su «Das Deutsche Genos-
senschaftrecht» (publicado en Berlín a partir de 1868, el primero de los 
tres volúmenes de la obra).

El siglo XVIII verá la predicación de variadas doctrinas revoluciona-
rias y colectivistas por parte de los llamados «comunistas adelantados», 
como el francés Francisco Emilio Babeuf (1760-1797), «Graco», cons-
pirador condenado a muerte por incitar al asalto popular al poder, al 
efecto de liquidar las clases sociales y abolir la propiedad privada, para 
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llegar a un paraíso social que no concretó (una especie de comunismo 
anarquista).

Por su parte desde las posiciones de los asociacionistas se continuó 
el apostolado a favor de un humanismo solidario, caso, por ejemplo, 
del historiador y economista suizo Leonardo de Sismonde (1773-1842), 
el cual propugnó un sistema socialista, liberal y cristiano.

Pero las proposiciones más específicas fueron planteadas por el fi-
lósofo y economista francés Claudio Enrique de Saint-Simón, duque de 
Saint-Simón, creador de una notable escuela económica (a la que per-
tenecieron hombres tan ilustres como Enfantin y Bazard).

Saint-Simón, nacido en 1760 y fallecido en 1828, planteará un so-
cialismo de Estado dirigido por macroestructuras productivas públicas, 
colectivizando la propiedad de los medios de producción.

Sus ideas fueron compendiadas, ya en 1830, en un volumen pu-
blicado por sus discípulos bajo el título «La Doctrina Saintsimoniana», 
que tuvo gran repercusión en los medios intelectuales de la época y 
que consagra un ideario comunista.

Estas doctrinas se basaron en la oposición frente a las rentas sin 
trabajo obtenidas de la plusvalía de la explotación económica, así como 
defendieron también el establecimiento de un mercado ordenado bajo 
programación gubernamental.

Se propone una sustitución económica por las rentas de trabajo («a 
cada uno según su capacidad, a cada capacidad según sus obras»), el 
trabajo asociado y la propiedad colectiva de los medios de producción 
bajo el control del Estado.

Las doctrinas de Saint-Simón fueron parcialmente aplicadas al coo-
perativismo por su discípulo Buchez, que en 1830 rompió con los saint-
simonianos a causa de sus ideales religiosos, fijando en 1831 las ba-
ses de las sociedades cooperativas de trabajo asociado sobre principios 
cooperativos estrictos (owenistas y fourieristas).

Buchez aplicó las tesis del trabajo asociado sobre la base de la libre 
empresa, adscribiéndose así al cooperativismo (según el Prof. Hans Mü-
ller, «Von der Liberalen zur sozialen Genossenschaftstheorie», ese era 
precisamente el punto ideológico de partida de muchos cooperativistas 
a principios del XIX).

Los saintsimonianos, a diferencia de los asociacionistas cooperati-
vos, no están por el escrupuloso respeto a la propiedad privada y a la 
herencia, ni por las aportaciones mixtas de capital y trabajo en la em-
presa, ni por la constitución de «asociaciones económicas libres». Por 
el contrario esta mentalidad cooperativa les parecía propia de ilusos.

Las generales ideas de socialización, cooperativismo, mutualidad, 
auxilio popular y piedad religiosa se entremezclaban, por lo que los 
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pragmáticos y posibilistas las consideraban meras manifestaciones vo-
luntaristas.

Ciertamente las ideas de los primeros asociacionistas, mutualistas y 
solidaristas, tienen poco de empresariales y pretendieron ser solamente 
un remedio a la miseria. No hay una autonomía patrimonial que per-
mita planificar, perseguir unos claros fines productivos al efecto de lle-
gar a competir con las sociedades mercantiles clásicas (fundamental-
mente con las sociedades por acciones, entonces en pleno auge), para 
al menos poder pensar en una evolución económica a largo plazo de 
participación de los «alienados» del sistema capitalista (como les llama 
A. Tourain, en su obra «La Sociedad Post-industrial»).

Considerando todo ello operativamente, ordenando y dando vi-
gor científico a las previas ideas revolucionarias, proponen los saint-
simonianos un socialismo estatalista que implica una toma de previa 
del poder político, subvertiendo el orden tradicional al atentar contra 
sus pilares de la propiedad privada, la herencia, la religión y la libre 
empresa.

En resumen la doctrina santsimoniana proponía un dirigismo esta-
talista de la producción, cuyos medios estarían colectivizados (bajo ti-
tularidad pública), autogestionados por los trabajadores (convertidos 
en servidores del Estado y de su aparato), concibiendo en última resul-
tancia a la comunidad toda como una «vasta asociación de producto-
res» (así denomina la ideal sociedad santsimoniana Paul Lambert en su 
«Doctrina Cooperativa»).

A pesar de que este modelo de socialismo estatal hace inmediata-
mente pensar en un omnipotente Estado rector, los santsimonianos ar-
gumentan (adelantando también ideas marxistas) que ese Estado no 
será siempre todopoderoso, sino que se irá implantando una «adminis-
tración de las cosas» (una economía planificada) y un «gobierno de los 
hombres» (una política popular).

Claro que esto no suponía una futura desaparición del Estado, 
como algunos han malentendido, sino simplemente el anuncio o «re-
velación» de un segundo tiempo en el cual las tecnoestructuras diri-
gentes podrían relajarse y reducir sus controles por la educación de las 
masas en el socialismo, auspiciándose así una liberalización de compor-
tamientos, lo cual sólo se produce ante la seguridad y autoconfianza 
de un sistema.

Pero los santsimonianos no teorizaron sobre la evolución de su so-
cialismo estatalista, por lo que parece debe entenderse que ese aper-
turismo sólo se produciría ante una universalización y poder tal del 
socialismo que convirtiera en reliquia histórica el liberalismo mercan-
tilista.

© Universidad de Deusto 



Filosofía de la cooperación Javier Divar Garteiz-Aurrecoa

Deusto Estudios Cooperativos
40 ISSN: En tramitación, Núm. 1 (2012), Bilbao, pp. 33-53

II. Los pioneros del cooperativismo

En la primera mitad del siglo XIX el ideario humanista religioso, así 
como el de los asociacionistas y cooperativistas, se van consolidando en 
un sistema alternativo de principios reglados, con métodos y fines pre-
cisos. En resumen, se va a producir la tecnificación del cooperativismo.

Cuatro autores nacidos en los últimos años del siglo XVIII van a re-
coger la tradición asociacionista y precooperativa, asentando en los pri-
meros años del siglo XIX los caracteres del sistema empresarial coope-
rativo: Owen (nacido en 1771), Fourier (1772), King (1786) y Buchez 
(1796). Los tres primeros determinan los principios generales del sis-
tema, ordenados después en los estatutos sociales de la cooperativa de 
Rochdale (1844), considerados como la base jurídica original del Dere-
cho Societario Cooperativo, mientras que Buchez, que como queda di-
cho es una derivación saintsimoniana hacia el cooperativismo, regla-
mentará por vez primera los caracteres de las específicas cooperativas 
de trabajo asociado, «obreras» o «de producción».

A estos autores deben añadirse también, entre los doctrinarios del 
sistema de la primera mitad del siglo XIX, a Thompson (1785) y Derrión 
(1802), el primero como destacado autor de obras de ciencia econó-
mica y el segundo como práctico de la defensa consumerista (siguiendo 
en ello a King).

También la literatura de la época influye socialmente en favor de 
un sistema de economía participativa y solidaria, como es el caso de 
Etienne Cabet (1788), autor de la novela «El viaje a Icaria», basada en 
las antiguas ideas de las colonias autosuficientes, así como Pierre Le-
roux (1798), que en 1840 publicó su conocida obra «La Humanidad», 
mezcolanza de las ideas de Saint-Simón, Rousseau y Fourier, en donde 
se pronuncia también por un sistema social basado en el humanismo y 
el trabajo asociado.

Robert Owen (1771-1858), galés de Newton, era un hombre prag-
mático influido por las ideas solidaristas de John Bellers. En su de-
seo de humanizar el trabajo redujo notablemente la jornada laboral 
de la fábrica de Lanark de la que era directivo, aumentando al mismo 
tiempo los salarios. Y a pesar de las críticas de los demás empresarios 
consiguió con estas medidas mejorar notablemente los resultados eco-
nómicos.

El éxito de sus experimentos a favor de los trabajadores le permi-
tió dar un nuevo paso progresista, lanzándose a la defensa del «trabajo 
asociado». Basado en las teorías y experiencias anteriores fundó varias 
asociaciones integrales de producción y consumo, en forma de coope-
rativas mixtas, labor continuada por su discípulo E.T. Craig.
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Las indicadas asociaciones se fundaron en la idea de la propie-
dad privada colectiva y en la explotación comunitaria, todo ello regido 
por el principio de solidaridad, lo que en un mundo de feroz mercanti-
lismo le valió a Owen el sobrenombre de «filántropo loco». Superando 
las críticas de sus contemporáneos llegó incluso a promover perso-
nalmente en Norteamérica toda una ciudad cooperativa («New Har-
mony»), aunque sin éxito.

En 1835 constituyó en Londres una Asociación Universal («para to-
das las clases de todas las naciones») al objeto de conseguir el cambio 
de mentalidad de la sociedad en favor de un sistema económico coo-
perativo, sobre bases racionalistas y pacifistas (ideal final de la sociedad 
cooperativa). En la misma intención se mostró partidario de la unifica-
ción de esfuerzos entre cooperativas y sindicatos.

Consideró el trabajo como la base del valor económico, soste-
niendo que el justo precio era el valor-producción. La interrelación tra-
bajo-consumo, con evitación al máximo de intermediarios comerciales, 
entendió era la mejor fórmula de paulatina consecución de una econo-
mía popular. En ese ideal fomentó unas bolsas de contratación directa 
entre asociaciones cooperativas y trabajadores autónomos, que fraca-
saron, pero supusieron un adelanto práctico del principio cooperativo 
de la intersolidaridad, el cual ha servido notablemente a la superviven-
cia de muchas cooperativas.

Charles Fourier (1772-1837), francés de Beçanzon, de familia aco-
modada, vivió humildemente toda su vida como modesto empleado de 
comercio. Inteligente observador de la realidad, dedujo que los males 
sociales derivaban de las injustas estructuras económicas y de la falta 
de participación de los trabajadores en la producción y en sus benefi-
cios.

Desconfiando del poder político, aliado del económico, al que veía 
como una mera correo de transmisión de éste, entendió que la pacífica 
redención de los humildes sólo vendría por la autoayuda y la unión.

Por ello el nudo gordiano de su sistema cooperativo será la idea del 
agrupamiento de los trabajadores en organizaciones familiares (falans-
terios), en las que se mantendría la propiedad individual, basadas en la 
productividad de un trabajo común atrayente y limpio (higienista), así 
como en un consumo comunitario.

Las ideas de Fourier fueron sintetizadas en la obra «Nuevo Mundo 
Industrial», refundición de sus dispersas publicaciones menores. Aun-
que era partidario del abono de beneficios al aportante de capitales 
para los «falansterios», no consiguió financiadores de su sistema, por 
lo cual los creados no tuvieron éxito ya que fueron meras uniones vo-
luntaristas sin las necesarias partidas patrimoniales.
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Tal fue el fin de las colonias creadas por sus discípulos Channing 
y Brisbane en las colonias americanas entre 1841 y 1845, así como la 
creada por Víctor Considérant en 1845 (en Texas).

Considérant (1808-1893) fue el principal discípulo de Fourier, di-
fundiendo sus ideas por medio de la trilogía «El Destino social», pu-
blicada de 1834 a 1844. Su sistema es prioritariamente consumerista, 
aunque siguiendo a su maestro atienda también al trabajo asociado, 
por lo que desde él la defensa consumerista por medio del cooperati-
vismo se viene denominando «fourierismo».

Sin embargo es de justicia destacar que la diferenciación participa-
tiva del socio en relación a las cooperativas de trabajo la marcó Char-
les Howarth, uno de los pioneros de Rochdale, que fue quien propuso 
en las cooperativas de consumo la distinta distribución de excedentes 
según el baremo consumista de los socios (principio de sencilla apli-
cación por el que fue conocido como «el Arquímedes de la Coopera-
ción»).

Siguiendo su idea el también rochdaliano Abraham Greenwood 
fundó, en 1864, el almacén de consumo «Wholesale», en Manchester.

Los «falansterios» de Fourier tuvieron continuación en los «fami-
listerios» de André Godin (1817-1888), obrero enriquecido y ferviente 
fourierista, que fundó en Guisa (Francia), en 1859, una asociación de 
familias obreras de objetivo consumerista, transformada en sociedad 
cooperativa de consumo en 1880, que perduró con gran éxito. Con 
ella la unión cooperativa para los abastos, suficientemente dotada de 
medios, se acreditó como forma práctica para la consecución y defensa 
del consumo popular.

Pero el primer gran doctrinario del consumerismo fue William King 
(1786-1865), doctor en medicina, defensor de los derechos de los con-
sumidores desde la redacción de la revista mensual «El Cooperador», 
que prácticamente en solitario comenzó a publicar en 1829.

Era seguidor de las doctrinas de Owen, particularmente de la «teo-
ría de la plusvalía». Conforme a ella sostuvo que los trabajadores no 
eran partícipes del auténtico beneficio de su labor, que era recibido por 
el capital, que en vez de obtener un interés fijo (costo productivo) de-
jaba ello al trabajo (costes salariales) para lucrarse con toda la plusvalía 
neta de la productividad, sin más justificación para ello que el propio 
imperio.

Por contra en las empresas cooperativas el trabajador consumerista 
se va haciendo con el capital, «fruto del trabajo». Para conseguir el fo-
mento del cooperativismo pensó que se podría partir del más sencillo 
campo del consumo para pasar después a la producción, con financia-
ción ya propia y con previas estructuras para dar salida a la producción.
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Personalmente constituyó en Brighton, en 1827, una cooperativa 
de consumo con la que tuvo un fracaso, ya que no contaba con los 
medios suficientes.

Como la mayor parte de los cooperativistas sostenía King que los 
trabajadores no debían tener esperanza en los poderes públicos, sino 
esperar tan sólo en su autoayuda. Por ello era acérrimo defensor de 
la formación y promoción educacional en el cooperativismo, preconi-
zando la creación de instituciones para la especial enseñanza de los sis-
temas de organización y economía cooperativas.

Por último, debe destacarse que King es uno de los principales coo-
perativistas cristianos, por lo que tuvo gran predicamento entre los sec-
tores religiosos comprometidos con el apoyo a los humildes. Dijo King, 
a modo de ejemplo, textualmente: «Las virtudes diarias, recomendadas 
por el Evangelio, constituyen el fundamento de la vida de familia y de 
la vida cooperativa»; y también: «Mis esperanzas consisten en tener fe 
en que un día los principios morales de Cristo, tal y como están inclui-
dos en la verdadera cooperación, serán aplicados en la práctica».

Otro precursor cooperativo de importancia notable es William 
Thompson (1785-1833), influyente en la teoría de la economía social 
por su sistematización de las tesis de Bentham y Owen. Sus tres obras 
principales se publicaron entre 1824 y 1830, con gran repercusión en-
tre sus contemporáneos.

En 1824 publicó la «Investigación sobre los principios de distribu-
ción de la riqueza más conducentes a la felicidad humana», obra en la 
que se encuadra entre los utopistas del solidarismo y la cooperación.

En 1827 publicó «Los reclamos del capital y del trabajo concilia-
dos», obra en que se defiende el sistema del trabajo asociado con 
aportaciones empresariales capitalistas bajo limitaciones a su beneficio.

Y en 1830 sus «Indicaciones prácticas para el rápido y económico 
establecimiento de comunidades», con las que guía sobre la formación 
de asociaciones cooperativas, «islas de felicidad» en un mundo insoli-
dario.

Michel Derrion (1802-1850), injustamente relegado de entre los 
grandes impulsores del cooperativismo, ha sido considerado por algu-
nos como el gran práctico del consumerismo. Entendió en efecto, con 
notable y previsora inteligencia, que los consumidores son «la palanca 
motora del mundo moderno». Estaba influido por Fourier, King y Saint-
Simón, y sostenía que por medio del consumo popular asociado podía 
llegar el cambio social.

Veía el cooperativismo como un medio de unión de los trabajado-
res para competir y aun superar a los grandes capitalistas (ideas que 
reiteró Víctor A. Huber), para llegar a la larga a una sociedad solidaria.
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El mismo, junto con varios seguidores, fundó en Lyon, en 1835, 
una cooperativa de consumo bajo el nombre «Comercio verídico y so-
cial» en la que ofrecían productos de calidad al bajo costo que permi-
tía la no intencionalidad lucrativa. Establecieron en ella el sistema de 
«puertas abiertas» y una gestión democrática compartida con los con-
sumidores. El excedente se repartía a iguales partes (25%) entre los 
trabajadores del comercio, los consumidores según su baremo de com-
pras, el capital aportado y un fondo de obras sociales.

Fue tal el éxito de esta cooperativa que bajo presiones de los co-
merciantes de la ciudad fue cerrada por las autoridades en 1838, bajo 
la acusación de ilicitud (?) mercantil. Se había demostrado una vez más 
que la sociedad cooperativa, con las mínimas condiciones de viabilidad, 
es fórmula de notables resultados económicos y sociales.

Fhilippe Buchez (1796-1865), como ya se ha indicado, fue un des-
tacado seguidor de Saint-Simón convertido al cooperativismo al apre-
ciar el funcionamiento en libertad de este sistema, que no violentaba 
ninguna creencia o posición. Terminó siendo un convencido fourierista.

Colaboró en el periódico santsimoniano «El Productor» entre 1825 
y 1830, separándose en éste último año de los muchos seguidores del 
movimiento por la ideología panteísta del mismo y por el totalitarismo 
estatalista que preconizaba, encontrando pronto acomodo en el coo-
perativismo en el que se apreciaban sus ideas de reorganización de la 
vida económica y social sobre la base de un «nuevo cristianismo», para 
conseguir la justicia social.

Entendió que el cambio social debiera producirse no por la estatali-
zación económica, sino por las asociaciones coaligadas de productores 
(cooperativas de trabajo asociado), generando como excedente un ca-
pital. Este excedente tendría un destino económico (su reinversión me-
diante las reservas) y social (fondos educacionales y asistenciales), que 
debiera considerarse societariamente indivisible y jurídicamente indi-
soluble, tesis que continuadas por Louis Blanc y Raiffeisen, terminaron 
por ser propias del cooperativismo.

Por su confianza en la pacífica liberación de los trabajadores sin to-
talitarismos estatalistas fue considerado un utópico por los socialistas 
autoproclamados «científicos». Sin embargo, el sistema de Buchez te-
nía firmes bases técnicas, entre las que se incluía su propuesta de fi-
nanciación mediante los llamados «Bancos del Trabajo», adelanto del 
crédito cooperativo.

Un resumen de su ideario, considerado como el primer asenta-
miento científico del cooperativismo de producción, fue publicado por 
Buchez en el «Diario de Ciencias Morales y Políticas» del 17 de diciem-
bre de 1831.
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Las ideas de Buchez fueron recogidas por Louis Blanc (1812-1882), 
nacido en Madrid, que en 1840 publica «La Organización del Tra-
bajo», en la que se manifiesta a favor de las asociaciones de trabajado-
res como fórmula para el mantenimiento del empleo, para aumentar la 
productividad y para conseguir la participación económica de las clases 
populares.

Sostuvo que el problema de la tierra se resolvería sin mayores difi-
cultades convirtiendo en titulares de la misma a los agricultores asocia-
dos y el de la industria por medio de los «talleres sociales», especie de 
sociedades obreras de producción.

En principio se mostró partidario de los salarios igualitarios, pero 
desistió de ello por falta de operatividad, sustituyéndolos por las «dis-
tinciones salariales limitadas».

Se apartó del antiestatalismo de Buchez admitiendo al Estado como 
«banquero de los pobres» y como promotor de los «talleres sociales». 
Con el ministro de Obras Públicas, Marie, se organizaron en efecto 
unos «talleres sociales» (bajo el decreto del 27 de febrero de 1848) 
que resultaron un engaño, ya que el Gobierno abusó de su posición e 
impuso una disciplina y jerarquía militar en los mismos, terminando por 
considerar a los trabajadores meros asalariados.

A pesar de la mala experiencia con los contactos gubernamentales, 
Blanc terminó inclinándose hacia el estatalismo santsimoniano, soste-
niendo la conveniencia de que el Estado administrara las empresas en 
los sectores básicos, con lo que su sistema pasó a ser un híbrido que 
sólo preveía la iniciativa privada en un orden menor.

Finalmente, como resumen general, puede decirse que la primera 
mitad del siglo XIX es la etapa histórica de normatización del cooperati-
vismo como sistema de empresa y por ello de su especialización jurídica.

Todo va a converger en los «principios» reglamentados a partir de 
los estatutos de la Cooperativa de los Pioneros de Rochdale, recogidos 
y puestos al día por la Alianza Cooperativa Internacional (A.C.I.-I.C.A.), 
que desde su nacimiento en 1895, vela por el fomento y pureza del 
movimiento cooperativo en todo el mundo.

III. La reglamentación cooperativa

Las aportaciones teóricas y prácticas de los cooperativistas de la pri-
mera mitad del siglo XIX, estableciendo reglas funcionales para la ope-
ratividad empresarial de la vieja institución económica y social de la 
cooperación, se articulan sistemáticamente en los estatutos de la Socie-
dad de Rochdale, como queda dicho, cooperativa inscrita legalmente 
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el 24 de agosto de 1844. En la población de Rochdale, cercana a Man-
chester, se fundó por 28 tejedores en paro, cesantes a consecuencia de 
una huelga mantenida en 1841, que estaban por ello en gran penuria 
económica, la «Sociedad de los Justos Pioneros», cooperativa de con-
sumidores asentada riginalmente en un local modestísimo de la citada 
villa.

El local fue utilizado como depósito y central de ventas para los so-
cios y sus familias de productos para el abasto, que adquirieron al por 
mayor con las aportaciones iniciales y vendieron al contado a bajo pre-
cio. Con el excedente se reaprovisionaron, proyectando el llegar con el 
tiempo a manufacturar productos en la medida de lo posible. Su éxito 
fue total, y en diez años pasaron de los 28 socios fundadores a 1.400, 
abriendo poco después tres sucursales.

En los estatutos originales se reglamentaron siete principios cardi-
nales. En extracto:

1. Ayuda mutua.
2. Control societario democrático.
3. Gratuidad de cargos.
4. Libres adhesión y dimisión de los socios.
5. Compra-ventas al contado.
6. Intereses limitados al capital social.
7. Retornos cooperativos.

En 1845 se modificaron los estatutos por tres enmiendas funda-
mentalmente relativas a la limitación operativa de partícipes por esta-
blecimiento, al control democrático asambleario (un voto por socio «y 
no más») y al tipo de interés al capital, el 5%.

En 1854 hubo una nueva modificación estatuaria de notable im-
portancia para el desarrollo jurídico y económico cooperativista, pues 
se determinó en ella la política de excedentes, selevantó el mutualismo 
admitiendo las prestaciones a no socios, se estableció el fondo de obras 
sociales «para el perfeccionamiento intelectual» de los partícipes, y, por 
último, se estableció el carácter social de los posibles fondos remanen-
tes en caso de extinción societaria (a «fines caritativos o públicos»).

Estos estatutos rochdalianos modificados contienen ya los seis 
principios básicos de la cooperación, reglas operativas jurídicas de la 
empresa cooperativa moderna: voluntariedad, gestión democrática, 
interés limitado al capital, participación en excedentes, fomento educa-
tivo-asistencial y solidaridad intercooperativa y social.

Esta reglamentación del cooperativismo lo distinguió como forma 
jurídica societaria, «tercera vía» entre el capitalismo y el estatalismo co-
munista (como se esforzó en precisar Bernard Lavergne en su libro «La 
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Revolución Cooperativa o el Socialismo de Occidente», publicado en 
París en 1949).

La distinción entre ambas «socializaciones» se presentó con cru-
deza en la mitad del siglo XIX entre el libertario Proudhon (1809-1865) 
y el estatista Marx (1818-1883), apoyado en Engels y parcialmente en 
Lasalle.

Proudhon no fue originariamente cooperativista, aunque final-
mente quedó «convertido» al sistema, al observar sus realizaciones 
prácticas. Su obra, salvo la primera «Memoria sobre la Propiedad» 
(1840), se publicó después de 1844. El Prof. Tulio Rosembuj publicó un 
esclarecedor ensayo sobre el tema («Conocer a Proudhon») en el que 
analiza el ideario socializador de Proudhon, antiautoritario, democrá-
tico y humanista.

Marx, de mayor preparación cultural pero no por ello de superior 
ingenio, trató de ridiculizarle injustamente como defensor de «utopías» 
por basarse en los principios de la ayuda mutua popular (entre otros 
escritos en su «Miseria de la Filosofía», contestación a la proudhoniana 
«Filosofía de la Miseria»).

Después de haberlas combatido doctrinalmente, pero convencido 
por su eficacia y nobles principios, defendió Proudhon apasionada-
mente a las cooperativas de trabajo asociado como fórmula productiva 
social (cambiando con gran honestidad intelectual sus anteriores jui-
cios).

Además puede considerarse a Proudhon como uno de los «in-
ventores» del crédito mutuo, diferenciándose del alemán Shultze-
Delitzsch (el otro pionero del crédito mutual) en que no preveía un 
dividendo para los partícipes. Proudhon entendía que el interés al 
capital, más que una «legitimidad», tenía un carácter de necesidad 
práctica, pues era la única fórmula para que las asociaciones labora-
les obtuvieran patrimonio inicial con el que comenzar los objetivos 
productivos. Y sostenía que, en todo caso, debe imponerse el dere-
cho al posterior «rescate» capitalizando con beneficios y reservas so-
ciales.

Pero lo cierto es que a pesar de las lógicas discrepancias sobre el 
sistema cooperativo, la asunción de una reglamentación del sistema y 
su practicidad como fórmula empresarial, permitieron que a partir de 
la segunda mitad del siglo XIX comenzaran a promulgarse especiales le-
gislaciones cooperativistas, significadamente la ley inglesa de 1852, las 
leyes francesa y portuguesa de 1867, la alemana de 1868, la belga de 
1873 y la japonesa de 1900.

El reconocimiento del cooperativismo en el Derecho Societario su-
pone una acreditación de su «mayoría de edad», lo que permitirá su 
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autónomo desarrollo en los últimos años del siglo XIX y su expansión en 
el XX.

Complementariamente, en la segunda mitad del siglo XIX se denota 
en el cooperativismo el inicio de una practicismo economicista de las 
cooperativas como empresas. Se parte para ello de la autofinanciación, 
instrumentada tanto en el cooperativismo de crédito industrial (Schulze 
y Luzzatti) como en el de crédito agrícola (Raiffeisen y Wollemborg), 
abandonándose también la vieja idea de las colonias agrícolas integra-
les sustituidas por un moderno cooperativismo agrícola (Haas).

Hermann Schulze-Delitzsch (1808-1883), juez de Delitzsch, es uno 
de los pioneros del cooperativismo alemán. Su popularidad le llevó 
a conseguir un acta de diputado de la Asamblea Nacional prusiana 
(1848), para la que posteriormente preparó el borrador de base del Có-
digo Cooperativo de Prusia del 27 de marzo de 1867.

Publicó diversos artículos sobre asociacionismo cooperativo, fun-
dando al propio tiempo varias sociedades cooperativas (singularmente 
una Caja de Socorros Mutuos y una Sociedad de Crédito, con la idea 
de llegar al establecimiento de «Bancos Populares»).

Con pragmático espíritu comprendió que la empresa cooperativa 
debía ajustarse a cada momento histórico y a las circunstancias so-
ciopolíticas, manteniendo su norte ético (los principios del sistema). 
A largo plazo previó un agigantado cooperativismo de producción, 
fruto de consorcios entre cooperativas que llevarían a la formación 
de grandes empresas y grupos cooperativos, con cabida también para 
los pequeños empresarios y comerciantes, absorbidos o unificados 
económicamente por uniones productivas y de organización.

Luigi Luzzatti (1841-1927), descendiente de una rica familia judía 
veneciana, político y profesor universitario, fue un destacado seguidor 
de Schulze, cuyo sistema conoció en su época de estudiante en Berlín.

Su obra «La Difusión del Crédito y la Banca Popular», publicada en 
Padua en 1863, tuvo un gran eco social y sirvió de base a los defenso-
res del crédito cooperativo. Es famosa su máxima bancaria cooperativa: 
«Convertir en capital la honestidad». En 1907 participó en la apertura 
del Congreso Cooperativo de Cremona en el que abogó por el crédito 
cooperativo como fórmula financiera de una economía solidaria.

Participó en la creación de bancos cooperativos en Lodi y Milán, 
participando también en la propuesta de creación en Roma de un Ins-
tituto Central de Crédito entre las organizaciones cooperativas y la ad-
ministración pública.

F.W. Raiffeisen (1818-1888), alcalde de Weyerbuch y de Heddes-
ford, hijo de un pastor luterano, es considerado el «padre» de las cajas 
rurales (cooperativismo de crédito agrícola). Publicó en 1866 un ensayo 
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en torno al asociacionismo cooperativista agrícola que tuvo notable 
éxito, siendo reeditado por cinco veces hasta su fallecimiento. Fundó 
una «Sociedad de Socorros Mutuos» y la Cooperativa de Crédito de 
Heddesford.

Las bases de su sistema se pueden resumir en la limitación territo-
rial de cada cooperativa, en aras de la mayor operatividad; la exigen-
cia de cualidades morales en los partícipes y la gratuidad de los cargos 
ejecutivos; la exigencia de aportaciones patrimoniales y la negación del 
ánimo lucrativo (todos los excedentes deben tener como destino los 
fondos de reserva y los educativos y asistenciales).

Como continuador de la obra de Raiffeisen debe destacarse a 
Leone Wollemborg (1859-1932), nacido en Padua, propagandista de 
los beneficios para el campo del fomento de las cajas rurales. Su librito 
«Le Casse Cooperativi di Prestiti», publicado en Padua en 1884, tuvo 
gran repercusión entre las organizaciones campesinas.

Por su parte, Wilhelm Haas (1839-1931) fue el sistematizador del 
cooperativismo agrícola. Su ideario operativo está recogido en el lla-
mado «Programa de Darmastadt», que resume las conclusiones del 
Congreso Alemán de las Cooperativas Agrícolas que se celebró en di-
cha ciudad.

La base de la unión agrícola de Haas fue el principio económico 
del aprovechamiento común, abaratador y mejorador de las explota-
ciones, de donde se pasó a las centrales lecheras y a las cajas de cré-
dito rural.

En 1883 fue nombrado presidente de la Unión de Cooperativas 
Agrícolas de Alemania, puesto desde el que ejerció gran influencia en 
la organización del cooperativismo agrícola sobre bases pragmáticas.

Todas estas ideas y realizaciones de los teóricos y prácticos del 
nuevo cooperativismo de la segunda mitad del siglo XIX, llevaron a que 
en el siglo XX se acentuara la visión empresarial de las cooperativas, pa-
sando a segundo plano el elemento «redentorista» del movimiento 
cooperativo. Se abandonaron las prácticas de vida comunitaria (colo-
nias, falansterios, etc.), para centrarse en la cooperativa como forma 
societaria económica, al objeto de intervenir en la mercantilidad me-
diante una empresa participativa y democrática, esencia de la econo-
mía social.

IV. La empresa cooperativa

Las bases asentadas en la segunda mitad del siglo XIX del nuevo 
cooperativismo dieron lugar, por su continuación y perfeccionamiento 
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técnico en el XX, a la empresarialización de la sociedad cooperativa en 
el contexto mercantilista, como queda apuntado. La fórmula coopera-
tiva pasa de los utopismos al sistema de empresa, sobre la fundamental 
base de la democratización económica como medio superador del ca-
pitalismo y consecutor de la justicia social.

Aunque este movimiento es multipersonal y de base popular puede 
destacarse el influjo original de la llamada Escuela de Nimes y del eco-
nomista Charles Gide. Esta afamada escuela fue fundada por Boyve y 
Fabre, participando en ella autores de gran prestigito como Lavergne, 
Poisson, Lasserre y el citado Gide (desde 1885), entre otros.

Gide (1847-1932) pesó notablemente en la doctrina de la Escuela 
defendiendo los principios economicistas para el logro de un coope-
rativismo práctico. Su base científica, como catedrático de Economía 
en París, fue vital para el mantenimiento del rigor en la defensa de los 
postulados cooperativos frente a los de la empresa capitalista. Su obra 
principal, «Principios de Economía Política», fue el aval científico de los 
defensores de un nuevo orden económico superador de los inconve-
nientes sociales del capitalismo.

Pensó que un medio para la superación del capitalismo era la unión 
consumerista, defensora de los intereses de los consumidores por su 
asociacionismo y, empresarialmente, por su adscripción a las coopera-
tivas de consumo. Con ello siguió la vieja doctrina de Michel Derrión, 
auspiciando también un futuro «reinado del consumidor».

La táctica con la que proveyó a las cooperativas de consumo era de 
largo plazo y en tres fases: primera, la de paulatina conquista del co-
mercio bajo el principio del «justo precio», el no lucrativismo y la de-
fensa del consumidor; segunda, la de adquisición o consorcio con ex-
plotaciones agrícolas y cooperativas agrarias; y tercera, la adquisición 
de manufacturados procedentes de las cooperativas de trabajo aso-
ciado.

Los fines de este cooperativismo mercantilista eran claros:

1.º Evitar las luchas sociales, siempre llenas de dolorosas secuelas 
para los más humildes.

2.º Ir pacíficamente a la paulatina abolición del capitalismo, que 
dificulta la consecución de la justicia social.

3.º Llegar a una economía, y por consecuencia a una sociedad, de-
mocrática y solidaria.

La idea de la democracia empresarial fue también sostenida, en-
tre otros coetáneos de Gide, destacadamente por León Walras, econo-
mista defensor de un socialismo liberal, muy influyente entre los eco-
nomistas progresistas.
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Todas estas ideologías eran coincidentes con los postulados del 
pensamiento social y del solidarismo, sirviendo de aglutinantes en la 
formación de la Internacional Cooperativa (A.C.I., Londres-1985/París-
1896), propulsora del «nuevo orden cooperativo» en todo el orbe, bajo 
el escrupuloso respeto de los principios del sistema.

El cooperativismo va en su expansión siendo más y más pluralista, 
esenciándose el sistema en fin en la idea de democratización econó-
mica (como destacara el profesor de la Universidad de Lieja, Paul Lam-
bert). Por ello va confluyendo el cooperativismo con todas las doctrinas 
deseosas de conseguir la democracia en la empresa, de manera que 
muchos sindicatos, partidos políticos y programas gubernativos asu-
men el ideal cooperativo como consustancial a la Democracia.

No es por consiguiente casualidad, que en la primera mitad del si-
glo XX destacados autores hayan defendido el ideario cooperativo, 
como el primer director de la Organización Internacional del Trabajo 
(O.I.T), Albert Thomas (fallecido en 1932), o su ilustre dirigente George 
Fauquet (1953), o los insignes profesores universitarios G.D.H. Cole 
(Oxford), W. Sombart (Jena), G. Mladenatz (París) o F. Milhaud (Gine-
bra).

V. Tendencias cooperativas

No es fácil la clasificación del cooperativismo por bloques ideológi-
cos, pues al ser un movimiento populista y universal se han producido 
históricamente muchas y variadas tendencias en él, además de que por 
su carácter solidarista y humanista ha sido considerado instrumento de 
utilidad por numerosas creencias e ideologías.

Por todo ello han confluido en el apoyo doctrinario cooperativista 
pedagogos y políticos, religiosos y sindicalistas, libertarios y transfor-
mativos, humanistas y, en general, toda suerte de pensadores deseo-
sos de llegar a la felicidad social. Y esa universalidad es precisamente 
una gran riqueza del sistema cooperativo. En efecto, toda ideología 
sustentadora del noble deseo de la justicia social se acerca al coope-
rativismo. Los principios de democracia y libre adhesión del mismo lo 
hacen posible. A nadie se le condiciona por ninguna motivación per-
sonalista previa y por ello todos pueden ser amparados por la solidari-
dad cooperativa.

Su fuerza como medio de justicia y pacificación sociales es posible-
mente única para alcanzar el deseo de armonía universal, la gran uto-
pía de la humanidad. Haya justicia social y goce después cada cual de 
sus libertades con toda amplitud de conciencia.
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Pero a causa de la pluralidad del cooperativismo los intentos clasi-
ficatorios del mismo suelen ser muy variados, precisamente por tratar 
de recoger todos los matices históricos del pensamiento cooperativista, 
utilicen o no directamente tal denominación.

Pero en beneficio de la concisión y con criterio globalizador, pue-
den unificarse las tendencias doctrinales del sistema en cuatro grandes 
bloques, en los que se dan, a su vez, variedad de posturas ideológicas.

La clasificación podría comenzar por los meros «movimientos socia-
les y la pedagogía social», continuar con los «socialistas-asociacionis-
tas», seguir con los «cristianos sociales» y terminar por los movimien-
tos «solidaristas».

En origen, como se ha repetido en múltiples ocasiones, el cooperati-
vismo es un movimiento natural y popular de solidaridad y mutua ayuda. 
No es una creación de intelectuales sino del pueblo. Por ello sus pioneros 
se confunden con los precursores de la socialización. Como decía el pro-
fesor Sombart «el cooperativismo es un socialismo racionalista», puesto 
que la necesidad de la reforma social es una cuestión de la razón.

Estas inquietudes populares conectan con las teorías moralizadoras 
de los teóricos de la pedagogía social. Entre otros muchos, destacada-
mente, Pestalozzi (1746-1827) y Mazzini (1805-1872). El primero como 
defensor de la autoayuda social y de los humanos sentimientos solida-
rios, propugnaba un asociacionismo y un cooperativismo asistemáticos; 
Giuseppe Mazzini hacía referencia más directamente al cooperativismo 
como fórmula societaria de redención para los trabajadores. En su obra 
principal, «Los Derechos del Hombre», se refiere al trabajo asociado «li-
bre, voluntario, entre personas que se aman y respetan mutuamente». 
Se trata de conseguir una sociedad más justa por la natural atención a 
la ética social.

Una mayor concreción doctrinal se produce en los llamados «socialis-
tas asociacionistas», llamados así por Gide porque consideraban a las aso-
ciaciones laborales una fuerza suficiente para impulsar la resolución del 
«problema social», como primer estadio para llegar a la justicia social.

La práctica totalidad de los pioneros cooperativos (Owen, Fourier, 
Buchez…), pueden incluirse en esta tendencia, puesto que considera-
ban la cooperación como una fórmula económica contra los defectos 
del capitalismo.

Es por ello que los pioneros cooperativos recibieron el sobrenombre 
de utópicos, muy concretamente por los estatalistas santsimonianos y, 
más tarde, por el marxismo.

Conectando con los viejos estatalistas el llamado «socialismo real» 
(o no democrático), al considerar al Estado como único dirigente eco-
nómico (ya Ferdinand Lasalle decía del Estado que debía ser «la aso-
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ciación en grande de las clases obreras») y principalísimo titular de la 
producción y sus medios, o ha mostrado poca fe en las asociaciones 
cooperativas o las ha utilizado en la práctica con poco respeto a los 
principios del sistema, con lo que se ha perdido una oportunidad de 
oro para conseguir una socialización democrática.

Una ideología cooperativista de gran influencia la componen los lla-
mados «cristianos sociales», que no pueden ser unificados en una es-
cuela, sino que desde distintos planos ideológicos confluyen en el de-
seo último de la consecución de una solidaridad, basada en el amor 
cristiano al prójimo. Por ello cristianos de todas las épocas han recha-
zado el dogma económico del liberalismo individualista y han optado 
por la defensa del cooperativismo como medio práctico para alcanzar 
sus altos ideales.

Ya Buchez, en 1938, en su «Ensayo de un tratado completo de Fi-
losofía desde el punto de vista del Catolicismo y del Progreso», analizó 
con criterios técnicos la aplicabilidad del cristianismo a las asociaciones 
cooperativas (antes otros cooperativistas habían incidido en el deseo de 
conseguir la justicia social por la aplicación de los principios del cristia-
nismo, como Bellers y King, entre otros muchos).

François Huet, en 1853, se refirió también a ese socialismo cristiano 
en su obra «El Reino Social del Cristianismo», en el que sueña con una 
sociedad humanista por la aplicación del cristianismo a la producción y 
a las relaciones sociales en general.

El mismo Gide, en un artículo de divulgación económica titulado 
«Christianisme Social», estudió las ventajas del cooperativismo para los 
cristianos, como sistema económico que no lesiona la ética del amor al 
prójimo y permite llegar a una solidaridad práctica y realista (un caso 
notable de realismo cooperativista cristiano y humanista es el del sa-
cerdote Don José María Arizmendiarreta, pionero del llamado «Grupo 
Cooperativo de Mondragón», cuyo auténtico milagro fue iniciar el pen-
samiento por el que fue posible establecer un gran grupo cooperativo 
partiendo prácticamente de la nada).
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Resumen: La economía social, que tiene sus orígenes en el siglo XIX, re-
nació en el último cuarto del siglo XX de forma que su presencia ha ido exten-
diéndose y su importancia ha crecido hasta que nuestro país se ha dotado de 
una Ley de economía social. Junto al debate conceptual en la medida que la 
economía social agrupa una variedad de empresas de estatutos jurídicos di-
versos, se debe reconocer en ella junto a su aportación económica, en tanto 
que lleva a cabo una actividad económica respetuosa con el medio y sostenible 
acomodada a unos principios, su dimensión social y solidaria, su aportación al 
desarrollo local, y su aptitud para encarar los problemas actuales.

Palabras clave: Economía Social, Economía Social y Solidaria, Tercer Sec-
tor, Cooperativismo.

Abstract: Social economics, which dates back to the nineteenth century, 
underwent rebirth in the last quarter of the twentieth century. It has become 
widespread and so influential that our country has passed a law on social eco-
nomics. In addition to the conceptual debate on social economics including a 
variety of companies with different legal statutes, its contribution to local de-
velopment and capacity to focus on current problems must be acknowledged. 
Its economic contribution, as business which is respectful with the environ-
ment and sustainable while adhering to principles and its social and solidary 
dimension are key factors.

Keywords: Social economics, social and solidary economy, third sector, 
cooperativism.
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I. Introducción

A finales de los años ochenta del pasado siglo escribía yo la frase 
siguiente: «estamos presenciando el renacimiento de la economía so-
cial como respuesta a una serie de demandas de la sociedad civil ante 
la crisis económica, así como la tendencia hacia unos valores relativos 
a la forma de vida y al cambio ideológico de la sociedad»1.

En aquellos años ochenta se había puesto de actualidad de nuevo, 
por ello renacimiento, la economía social. Esto sucede en la práctica, 
toda vez que nacen y se transforman muchas empresas en el ámbito 
de la economía social, las cuales, además, son capaces de relacionarse 
entre sí y, en ocasiones, de asociarse. También renace la economía so-
cial en el espacio doctrinal, dado el interés en las Universidades y su 
presencia en publicaciones. Pero del mismo modo se hace presente en 
el terreno político, especialmente a través de la experiencia francesa. En 
este sentido está la Ley francesa «relativa al desarrollo de ciertas activi-
dades de economía social» de 20 de julio de 1983, las referencias a la 
economía social en el noveno Plan francés, la creación de la Delegación 
interministerial para la economía social, y la obra de Thierry Jeantet «La 
modernisation de la France par l’economie sociale» (Paris, 1986), bien 
expresiva en su título, y también en su contenido, del papel llamado a 
desempeñar por la economía social.

Desde entonces el interés por el tema no ha dejado de acrecen-
tarse, hasta llegar a la aprobación en nuestro país de la Ley 5/2011, 
de 29 de marzo, de economía social, que entró en vigor el pasado 30 de 
abril de 2011.

II. Orígenes de la economía social

La economía social hunde sus raíces en el siglo XIX en el contexto 
del proceso de industrialización. Las primeras entidades de la economía 
social nacen como reacción a las consecuencias de la denominada re-
volución industrial.

A juicio de Henri Desroche, el término economía social se remonta 
a la obra de Charles Dunoyer «Nouveau Traité d’Economíe Sociale», 
que fue publicado en 18302.

1 Alejandro Martínez Charterina, Análisis de la integración cooperativa (1990), 
p. 65. 

2 Henri Desroche, Pour un traité d’Economie Sociale (1983), p. 17.
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El término cobrará importancia y popularidad a finales del siglo XIX, 
y especialmente a partir del encargo que recibió Charles Gide para rea-
lizar un informe para la Exposición Universal de París de 1900 sobre «La 
Economía Social en la Exposición Universal»3.

Como consecuencia del éxito del término, como indica Desroche, 
muchas obras de principios del siglo XX se identificaron como economía 
social, con sentidos distintos4.

Sin embargo, por razones diversas, algún autor habla del abuso 
del término «social»5, otros, seguramente con mayor justificación, del 
triunfo del Estado en el debate entre el Estado y la Sociedad Civil6, se 
dejará de hablar de economía social, abriéndose un paréntesis de casi 
cincuenta años, desde el comienzo del segundo cuarto del siglo XX 
hasta la crisis de los años setenta.

Desde estos orígenes lejanos, y dejando aparte las distancias que 
median con la economía de interés general alemana7, los orígenes 
próximos de la economía social son franceses.

Existe un deseo de superación de los valores imperantes en las eco-
nomías desarrolladas en busca de la descentralización a través de las 
economías locales, la aplicación de tecnologías intermedias, de nuevas 
formas de trabajo, de la acomodación de la producción a las necesida-
des, en sintonía con la apreciación del valor de la persona y del medio 
ambiente en el que transcurre su vida, al mismo tiempo que se busca 
un modo de hacer que supere las carencias del capitalismo y de la ges-
tión pública, lo que vendrá a situar a la economía social entre la econo-
mía pública y la economía privada capitalista8.

Los promotores de la economía social, en el marco de la situación 
de recesión de los años setenta a partir de la crisis del petróleo, actua-
rán con decisión tratando de ocupar un puesto importante en la socie-
dad a través de la fórmula que resurge.

3 Puede verse en Thierry Jeantet y Roger Verdier, L’Economie Sociale (1982), p. 26.
4 Henry Desroche, o.c., p. 99 ss.
5 Jean-Michel Saillant hace esta referencia en el artículo «A la recherche de l’Eco no-

mie Sociale», en Revue des études coopératives (1983), p. 88. 
6 François Boursier, «Aux origines de l’Economie Sociale», en Après-Demain (1985), 

p. 6.
7 Gemeinwirtschaft, que agrupa al sector público y parapúblico, de forma que no es 

asimilable, por consiguiente, a la economía social; Walter Hesselbach, Las empresas de 
economía de interés general (1978), p. 160, considera en ella cuatro grupos: empresas 
públicas, empresas de construcción de viviendas de interés general, cooperativas, y em-
presas del sector libre de la economía de interés general.

8 Michel Maree y Marie-Anne Saive, Economie sociale et renouveau coopératif: def-
inition, financement, enjeux (1983), p.16.
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En la primera parte de la década de 1970 se produce un acerca-
miento entre los movimientos cooperativo y mutualista franceses, que 
vuelven a redescubrir elementos comunes entre ambos, y poco des-
pués se unirá a ellos el movimiento asociativo, de forma que en 1975 
se creará el Comité National de Liaison des Activités Mutualistes, Co-
opératives et Associatives (CNLAMCA), que impulsará la publicación en 
1980 de la Carta de la Economía Social.

Con los siete artículos de la Carta, que constituye una verdadera 
declaración de principios, «un gran número de personas en Francia 
aceptaban las condiciones de desarrollo integral del hombre, su volun-
tad de ser dueño de su destino, su aspiración a trabajar de otra forma 
(no convencional), en grupos pequeños, con solidaridad entre todos y 
responsabilidad de todos»9.

A partir de la publicación de la Carta llega el reconocimiento de los 
poderes públicos, con la creación en 1981 de la Delegación Interminis-
terial para la Economía Social (DIES), que pasará a depender de una Se-
cretaría de Estado para la Economía Social, se creará la Fundación de la 
Economía Social (FONDES), también en 1981, y un organismo de finan-
ciación, el Instituto para el Desarrollo de la Economía Social (IDES), en 
1983.

Desde Francia se extenderá la idea de la economía social hacia el 
norte, a Bélgica, a través de un centro de estudio e investigación vincu-
lado a la Universidad de Lieja, el CIRIEC, que promoverá un encuentro 
de las organizaciones de economía social en 1982 (se creará el Consejo 
Walón de Economía Social en 1989), y también hacia el sur, a España, 
a través de la creación de la sección española del CIRIEC, en 1986, y a 
otros varios países con secciones nacionales del CIRIEC.

III.  Enfoques conceptuales: economía social y sector no lucrativo 
(non profit organizations)

No resulta fácil definir la economía social acotando un sector plural 
en el que pueden tratar de instalarse muchas realidades que poseen es-
tatutos jurídicos muy distintos10.

9 Alejandro Martínez Charterina, o.c., p. 68.
10 Piénsese que entre la economía pública y la economía privada capitalista, que se 

considerará como una primera aproximación, se pueden encontrar múltiples figuras, 
como las siguientes: economía alternativa, economía de donaciones, economía auto-
gestionaria, economía de la solidaridad, economía popular, economía popular solidaria, 
economía del trabajo, economía de interés general (en Alemania), economía social, ter-
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En los primero momentos se consideraba esta dificultad en Francia, 
no sólo por la disparidad de empresas con estatutos jurídicos diversos, 
sino también por la expectativa de una economía social con carácter 
experimental, dado que el impulso social animaba a pensar que nuevas 
formas podían hacerse presentes en el futuro.

Por ello en primera instancia se pretenderá definir la economía so-
cial en negativo, señalando qué no es economía social. Así se consi-
dera la economía social aquella que está situada entre la economía 
pública y la privada capitalista, es decir, lo que no es, ni economía pú-
blica ni privada capitalista. De este modo se identifica economía social 
con tercer sector, y se vendrán a utilizar las dos expresiones como si-
nónimos.

Este primer enfoque del tercer sector, debe advertirse, no lleva apa-
rejada la renuncia al beneficio por parte de las entidades de economía 
social, ni tampoco que puedan ocupar espacios de frontera con el sec-
tor público11.

Respecto al primer punto se trata de considerar en su justo tér-
mino la oposición a la economía privada capitalista, y para ello puede 
resultar útil la distinción entre empresa de servicios y de resultados 
que Georges Fauquet aplicó a la cooperativa, la cual necesita capitali-
zarse y obtener beneficios para poder llevar a cabo su actividad y man-
tenerla en el tiempo, pero lo que se pretende es prestar un buen ser-
vicio, siendo el beneficio la consecuencia y no el objetivo, ello frente a 
la empresa de resultados que pretende el beneficio como objetivo de 
su actividad12.

Precisamente por eso, el reparto del beneficio no se llevará a cabo 
en función del capital aportado, que es lo que caracteriza a la empresa 
capitalista, ni las decisiones se tomarán tampoco en función del capital 
aportado.

Respecto al segundo punto se trata de salvar algunas posibles si-
tuaciones fronterizas en las que se hace presente algún tipo de parti-

cer sector, sector no lucrativo (non profit sector), economía solidaria, sector voluntario, 
sector asociativo, sector independiente, sector informal, sector caritativo, sociedad civil, 
sector de las organizaciones no gubernamentales, sector intermedio, sector de activi-
dades filantrópicas… Puede verse en este sentido José Luis Monzón et al. (dirs.), El ter-
cer sector no lucrativo en el Mediterráneo. La Economía Social de no mercado (2003), 
tomo I, p. 13, y la aproximación terminológica al concepto de economía solidaria que 
hacen Marta Enciso y José Luis Retolaza en la obra colectiva del Instituto de Derechos 
Humanos La economía solidaria y su inserción en la formación universitaria (2004), 
pp. 19 ss.

11 Alejandro Martínez Charterina, o.c., pp. 70-71.
12 Georges Fauquet, «Le secteur coopératif», en Oeuvres (1965), pp. 72, 74 y 80.
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cipación pública, como sucede en las «régies coopératives» (cooperati-
vas públicas belgas) o en las asociaciones gestoras de servicios públicos, 
cuando se trata de identificar economía social con tercer sector13.

Ese primer enfoque trata de ser superado con una definición en po-
sitivo, que diga qué es economía social, no sólo qué no es. Así, Claude 
Vienney selecciona elementos comunes compartidos entre los distin-
tos estatutos jurídicos de los considerados componentes de la econo-
mía social, como son el asociacionismo, la voluntariedad, y el compor-
tamiento distinto del capitalismo, cuando dice que la economía social 
reúne «…agrupaciones voluntarias de personas, que organizan y hacen 
funcionar como empresas actividades colectivas que les son necesarias 
o que juzgan útiles, sin que el poder que ellas ejercen allí ni el beneficio 
que obtienen estén unidos a las partes sociales que suscriben o al mon-
tante de las cotizaciones que entregan para tomar parte»14.

El Comité Nacional de Enlace de las Actividades Mutualistas, 
Cooperativas y Asociativas (CNLAMCA) define economía social como 
el conjunto de entidades no pertenecientes al sector público que, 
con funcionamiento y gestión democráticas e igualdad de derechos y 
deberes de los socios, practican un régimen especial de propiedad y 
distribución de las ganancias, empleando los excedentes de ejercicio 
para el crecimiento de la entidad y la mejora de los servicios a los so-
cios y a la sociedad15. Se aprecian notas de finalidad de servicio a los 
miembros y a la colectividad, autonomía de gestión, primacía de las 
personas y del trabajo sobre el capital, y procesos democráticos de 
gestión.

Para Thierry Jeantet16 seis principios y un cuasi-principio delimitan 
la economía social, a saber,

— libre asociación de individuos,
— gestión democrática,
— no acumulación individual de beneficios,
— solidaridad interna y externa,
— calidad de los servicios y productos,
— desarrollo del individuo por la formación y la cultura,
— y, como cuasi-principio, el federalismo.

13 Michel Maree y Marie-Anne Saive, o.c., pp. 22-23.
14 «Concepts et champs de l’Economie Social», en Revue des études coorératives, 

n.º 9 (1983), 50 ss.
15 José Luis Monzón Campos, «La economía social en España», en CIRIEC España, 

n.º 0 (1987), p. 22.
16 Thierry Jeantet, La modernisation de la France par l’économie sociale (1986), 

p. 19.
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Se puede destacar la proximidad de estos principios con los princi-
pios cooperativos, lo que pone de manifiesto que cuanto mayor sea la 
pretensión de delimitar el sector, mayor ha de ser el problema de en-
caje de la realidad dinámica que constituye la economía social17.

En términos más recientes, la Carta de la Economía Social de la So-
cial Economy Europe, anterior Conferencia Europea Permanente de 
Cooperativas, Mutualidades, Asociaciones y Fundaciones, estableció en 
2002, ante las diferentes formas jurídicas variables de un país a otro, 
unas características comunes de las organizaciones de economía social:

— primacía de la persona y del objeto social sobre el capital;
— adhesión voluntaria y abierta;
— control democrático por sus miembros;
— conjunción de los intereses de los miembros usuarios y del inte-

rés general;
— defensa y aplicación de los principio de solidaridad y de respon-

sabilidad;
— autonomía de gestión e independencia de los poderes públicos;
— destino de la parte principal de los excedentes a la consecución 

de objetivos de desarrollo sostenible, de interés de los servicios a 
los miembros y del interés general18.

Estos principios han sido acogidos por el Comité Económico y So-
cial Europeo, así como por el Parlamento Europeo19, y vienen recogidos 
de forma textual también en el Preámbulo de la Ley de la Economía So-
cial de 2011 y son aplicados en su artículo 4, relativo a los principios 
orientadores de las entidades de economía social.

Por su parte, el informe Chaves-Monzón del Comité Económico y So-
cial de 2008, La Economía Social en la Unión Europea, define ésta como

Conjunto de empresas privadas organizadas formalmente, con au-
tonomía de decisión y libertad de adhesión, creadas para satisfacer las 
necesidades de sus socios a través del mercado, produciendo bienes y 
servicios, asegurando o financiando y en las que la eventual distribu-
ción entre los socios de beneficios o excedentes así como la toma de 
decisiones, no están ligados directamente con el capital o cotizacio-
nes aportados por cada socio, correspondiendo un voto a cada uno de 
ellos. La Economía Social también agrupa a aquellas entidades priva-
das organizadas formalmente con autonomía de decisión y libertad de 

17 Alejandro Martínez Charterina, o.c., p. 73.
18 Social Economy Europe, Charte de l’économie sociale (2002).
19 José Luis Monzón (dir.), Las grandes cifras de la economía social en España 

(2010), p. 27.
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adhesión que producen servicios de no mercado a favor de las fami-
lias, cuyos excedentes, si los hubiera, no pueden ser apropiados por los 
agentes económicos que las crean, controlan o financian.20

Cabe hablar, pues, de dos partes en la economía social, la parte 
empresarial o de mercado y la parte de no mercado (asociaciones y 
fundaciones al servicio de los hogares).

Justamente esta distinción nos facilita el acercamiento al segundo 
enfoque que la teoría ha elaborado acerca del tercer sector, el sector 
no lucrativo (non profit organizations-NPO).

A diferencia de la economía social, este enfoque tiene su origen en 
los Estados Unidos, en investigaciones de los años setenta21, y su ex-
tensión se produce a través de los países anglosajones.

Según este enfoque22, señala Beatriz Calderón, el punto de partida 
es el altruismo (no lucrativo), justamente lo contrario de las exigencias 
del capital en una sociedad capitalista. Y junto a ello se asientan otros 
elementos como disponer de una estructura formal, ser una institución 
privada, tener capacidad de autogobierno y disponer de algún tipo de 
aportación voluntaria en dinero, en especie, en trabajo voluntario23.

Este enfoque al no aceptar las organizaciones que distribuyen bene-
ficios a sus socios deja fuera del tercer sector a algunas que son acogidas 
en la economía social, del mismo modo que ésta no considera organiza-
ciones de no beneficio que carecen de organización democrática.

20 José Luis Monzón (dir.), o.c. (2010), ps. 28-29. Esta definición proviene de otra 
anterior adoptada por la Comisión Científica del CIRIEC-España, que recogía lo si-
guiente: «se entiende por economía social al conjunto de empresas privadas creadas 
para satisfacer las necesidades de sus socios a través del mercado, produciendo bienes 
y servicios, asegurando o financiando y en las que la distribución del beneficio y la toma 
de decisiones no están ligadas directamente con el capital aportado por cada socio, co-
rrespondiendo un voto a cada uno de ellos. La economía social también incluye a las 
instituciones sin fines de lucro que son productores no de mercado privados (ISFLSH), 
no controlados por las administraciones públicas y que producen servicios no destinados 
a la venta para determinados grupos de hogares, procediendo sus recursos principales 
de contribuciones voluntarias efectuadas por los hogares en su calidad de consumido-
res, de pagos de las administraciones públicas y de rentas de la propiedad», en Rafael 
Chaves y José Luis Monzón, «Las cooperativas en las modernas economías de mercado: 
perspectiva española», en Economistas (2000), p. 115.

21 Como la de B.A. Weisbrod, «Toward a theory of the voluntary non-profit sector 
in a three sector economie» (1975).

22 Puede verse L. Salamon y H. Anheier, In search of the nonprofit sector: The cues-
tion of definitions.(1992), también J.I. Ruiz Olabuénaga, El sector no lucrativo en España 
(2000). 

23 Beatriz Calderón Milán, «Dimensión económica del sector no lucrativo en las re-
giones españolas», en CIRIEC España n.º 50 (2004), p. 236.
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IV. La economía solidaria, como tercer enfoque

Una tercera aproximación conceptual puede acercarnos a lo que 
se conoce en nuestro ámbito como economía solidaria, teniendo en 
cuenta que existe una terminología muy rica y variada, como hemos 
considerado anteriormente.

El origen se remonta a unas jornadas que realizó Traperos de 
Emaús en Pamplona en 1989, en las que se utiliza el término de Em-
presa Social Marginal (y el de minusvalía social)24.

En 1994 en Beire (Navarra) se organizaron unas Segundas Jorna-
das por Aurkilan y Gaztelan, en las que la denominada Empresa Social 
Marginal pasó a llamarse Empresa Social Solidaria (para dejar de auto-
marginarse).

Esta Empresa Social Solidaria se caracteriza por ser una empresa 
de inserción, no lucrativa (aunque rentable, de beneficios para el cre-
cimiento propio o de otros en solidaridad), participada (y para ello de 
formación), y ecológica (trabajo limpio, energía mínima, contaminación 
mínima, reciclaje, comercio equitativo, consumo consecuente).

En ese tiempo, 1992, se creó en Bélgica la Red Europea de Econo-
mía Alternativa y Solidaria, con cincuenta redes de todo el mundo, a 
partir de lo cual, en los Primeros Encuentros sobre Economía Solida-
ria, en Córdoba, en 1995, se constituyó la Red de Economía Alternativa 
Solidaria (REAS) en España.

Desde los encuentros sobre economía solidaria, cada dos años, y la 
Carta Emprender por un mundo solidario elaborada por ocho centros 
de Bélgica, Francia y España y aceptada por los agentes del ámbito de 
la empresa social solidaria, se irá pasando de ésta empresa social soli-
daria a la Economía Solidaria.

El Foro Social de Porto Alegre se encargará de extender el término 
por los países de idioma español.

Desde la Carta del Emprendedor por un Mundo Solidario se formu-
lan para la economía solidaria los siguientes principios:

— igualdad de los protagonistas;
— objetivo de crear empleo estable (y favorecer a los desfavoreci-

dos);
— no perjudicar el medio ambiente;
— cooperación frente a competencia;
— sin ánimo de lucro, promoción humana y social:

24 Seguimos en esta aproximación a la economía solidaria a Marta Enciso y José Luis 
Retolaza en Instituto de Derechos Humanos, o.c., pp. 31 ss.
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• compatible con beneficio (no pérdida)
• que no se reparte para beneficio particular;

— compromiso con el entorno, implicación en redes, y solidaridad 
hacia un modelo socioeconómico alternativo.

Junto a ellos se recogen criterios complementarios, que no se en-
cuentran presentes en todas las entidades, pero se consideran por mu-
chas criterios de buena práctica que concretan los generales, entre 
ellos:

— entidad integrada en su medio;
— autónoma respecto a poderes públicos, y a terceros;
— crítica con los excesos;
— mantiene relaciones comerciales justas;
— transparencia informativa;
— abanico salarial definido;
— compromiso con la calidad;
— reflexión sobre el voluntariado, caso de haberlo;
— apoyo a iniciativas solidarias.

La economía solidaria considera que asume los principios coopera-
tivos, pero se diferencia y aporta al resto de la economía social su ca-
rácter solidario particularizado en la no búsqueda del beneficio de los 
socios, sino de terceros, a los cuales se dirige precisamente la actuación 
de la entidad, mediante la prestación de servicios o mediante la inclu-
sión (es decir, frente a la solidaridad interna, la solidaridad externa). Se 
habla así de un ámbito específico dentro de la economía social deno-
minado economía solidaria.

Aunque tiene mucho en común con las NPO (non profit organiza-
tions) por la ausencia de ánimo de lucro, parte de las entidades no se 
podrían incluir entre ellas por su forma jurídica mercantil.

Con todo, sin embargo, se ha comenzado a hablar del término so-
cioeconomía solidaria como un intento de ampliar la estructuración de 
una alternativa utópica solidaria, de la mera economía a todos los ám-
bitos sociales. «La irrupción de entidades no vinculadas directamente 
con la actividad económica, grupos de voluntariado, partidos políticos, 
sindicatos, organizaciones públicas, asociaciones culturales, de ocio, lle-
varían a una ampliación de tal concepto, que indudablemente desbor-
daría el ámbito de la economía social».25

25 Instituto de Derechos Humanos, o.c., p. 41.
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En cierto modo estas ideas nos presentan a la economía social y so-
lidaria como complementaria a la intervención del sector público en la 
economía26, a través de:

— Producción de servicios de utilidad colectiva, con ventajas, como 
la proximidad al medio local y el conocimiento de las necesida-
des nuevas, la rapidez en la intervención, la mano de obra más 
barata (a través de la presencia de un voluntariado sin coste), 
mayor implicación de la personas, etc., que conviven con riesgos 
como la existencia de fondos propios pequeños, las dificultades 
de financiación y crédito, la posible falta de profesionalidad en el 
voluntarismo, etc.

— Redistribución (no sólo a través de asociacionismo humanitario 
o caritativo). Servicios a precio inferior o a distintos precios en 
el ejercicio de la solidaridad. El voluntariado representa también 
una forma de redistribución por su propia naturaleza, aunque no 
se aprecie corrientemente.

— Defensa del empleo a través de la solidaridad cooperativa, la 
reinserción de trabajadores con dificultad, la readaptación de 
trabajadores (a través de labores educativas), la ayuda para la 
creación de empresas y el emprendimiento en general (forma-
ción de emprendedores).

— Importancia de los comportamientos éticos por parte de sus 
componentes.

Esta última consideración ética, unida a la existencia de principios 
directores de las actividades de economía social, la consideración de 
una economía de valores, invita a pensar que la justicia social y el sen-
tido común pueden atemperar el egoísmo de las personas, lo que acre-
cienta el valor de esta economía solidaria.

V. Componentes de la economía social

Para Henri Desroche27 existen siete categorías de empresas compo-
nentes del sector de la economía social, de las que tres son componen-
tes principales y cuatro son fronterizas de la economía social con otros 
sectores.

26 Jacques Defourny, «Orígenes, contextos y funciones de un tercer gran sector», 
en Monzón y Defourny (dir.), Economía Social. Entre economía capitalista y economía 
pública (1992), ps. 98 ss.

27 Henri Desroche, o.c. (1983), pp. 204-206.
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Los tres componentes principales son la empresa cooperativa, la 
mutualista y la asociativa.

A partir de ello propone unas interfases de conexión con otros sec-
tores alrededor del núcleo central de los tres28.

Una primera interfase conecta la economía social con el sector pú-
blico: cooperativa, mutua o asociación concertada con servicios públi-
cos, si el concierto permite una autonomía de gestión. Así, por ejem-
plo, los conciertos del sector hospitalario con asociaciones privadas.

Una segunda entre la economía social y el sector municipal, si la 
gestión de ciertas actividades municipales se lleva a cabo con una aso-
ciación municipal o una comunidad de barrio.

La tercera interfase se produce entre la economía social y el sector 
privado tradicional; cuando la empresa privada concierta una participa-
ción de los trabajadores en la propiedad, en la gestión, en los resultados.

Una conexión, por fin, entre la economía social y el sector sindical, 
a través de empresas gestionadas por sindicatos, como sucede en Ale-
mania e Israel, y de otras actividades sindicales en materia de forma-
ción o de turismo social.

Esta representación plural y variable de la economía social permite 
adaptarse fácilmente a las diversas realidades de los distintos países y a 
sus evoluciones.

También sintoniza con la idea de algunos autores que destacan 
como una nota importante de la economía social su flexibilidad, capaci-
dad de adaptarse y transformarse según las circunstancias, de acuerdo 
con las consideraciones conceptuales anteriores.

VI.  La confederación empresarial española de economía social

En nuestro país se constituyó en 1992 la Confederación Empresa-
rial Española de Economía Social (CEPES) como plataforma represen-
tativa de los agentes de la economía social. Integra en la actualidad a 
29 organizaciones de cooperativas, sociedades laborales, mutualidades, 
asociaciones y fundaciones de carácter empresarial, cofradías de pesca-
dores, empresas de inserción y centros especiales de empleo.

Cabe señalar que para la Confederación Española de Economía So-
cial, desde su creación, es esencial el componente económico de las 
entidades de la economía social, pero el componente social es el que 
confiere a dichas entidades una dimensión específica y diferenciadora 
en su forma de hacer empresa.

28 Jacques Defourny, o.c., (1992), pp. 90 ss.
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La Confederación CEPES considera a la economía social como toda 
actuación económica que actúa en el mercado o en la sociedad, y que, 
independientemente de su forma jurídica, comparte unos principios de 
organización democrática, de consideración a la persona por delante 
del capital, de reparto horizontal de la propiedad, de reparto de bene-
ficios con criterio colectivo, y se muestra especialmente solidaria con el 
entorno, siendo provocadora de cohesión social.

La aprobación por unanimidad de todos los grupos parlamenta-
rios del Congreso de los Diputados de la Ley 5/2011, de 29 de marzo, 
de Economía Social, ha supuesto para la Confederación Española de 
Economía Social, que la venía pidiendo de forma reiterada, según pa-
labras de su Presidente, «un punto de inflexión normativo e institu-
cional para el movimiento de la Economía Social española, siendo un 
reflejo de la sensibilidad política y social hacia las demandas históricas 
del sector»29.

VII. La Ley de Economía Social: concepto de economía social

La Ley de Economía Social de 29 de marzo de 2011 se aprobó con 
la intención de dotar de un marco jurídico, que reconozca y confiera vi-
sibilidad a la economía social, así como una mayor seguridad jurídica, 
con respeto a las normas específicas aplicables a las entidades que la 
integran, y de facilitar la determinación de las medidas de fomento co-
rrespondientes a las mismas30.

El artículo segundo define la economía social como «el conjunto de 
actividades económicas y empresariales, que en el ámbito privado lle-
van a cabo aquellas entidades que, de conformidad con los principios 
recogidos en el artículo 4, persiguen bien el interés colectivo de sus in-
tegrantes, bien el interés general económico o social, o ambos».

Unas actividades económicas, en el ámbito privado, vinculadas a 
unos principios de comportamiento, y sujetas a un fin de bien colectivo 
y/o general, constituyen la esencia de esta economía social.

¿Cuáles son esos principios a los que las entidades de la econo-
mía social han de acomodar sus actividades? Los recoge el artículo 
cuarto:

29 Juan Antonio Pedreño, «Valoración de la Ley 5/2011 de Economía Social», en 
Cuadernos de Economía Social, n.º 1 (2011), p. 2.

30 Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social, en el Preámbulo, III, así como 
en el artículo primero.
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— En primer lugar la gestión autónoma y transparente, democrá-
tica y participativa de la entidad, y ello en base a que se desea 
anteponer la persona al capital y el fin social a los intereses indi-
viduales.

— A continuación, la aplicación de los resultados de la actividad a 
los miembros de la entidad en función de lo realizado, trabajo, 
actividad, servicio…, por ellos, así como al fin social que se con-
sidere; es decir, el reparto no capitalista.

— Un principio de solidaridad interna y externa (hacia dentro y ha-
cia fuera de la entidad) que facilite el desarrollo local, la igualdad 
de oportunidades entre hombres y mujeres, la cohesión social, la 
inserción de personas en riesgo de exclusión, el empleo estable y 
de calidad, la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, 
y la sostenibilidad.

— Finalmente, la independencia de los poderes públicos.

VIII.  Entidades que forman la economía social en España 
en la Ley de 2011

El artículo cinco de la Ley recoge las entidades de la economía so-
cial, a saber: cooperativas, mutualidades, fundaciones y asociaciones 
que realicen actividades económicas, sociedades laborales, empresas 
de inserción, centros especiales de empleo, cofradías de pescadores, 
sociedades agrarias de transformación, entidades singulares creadas ad 
hoc31, así como las incluidas en el Catálogo de entidades de economía 
social, que según el artículo sexto, elaborará y mantendrá actualizado 
el Ministerio de Trabajo e Inmigración.

Estas entidades, conforme al artículo séptimo, podrán asociarse, y 
las asociaciones podrán agruparse, para la representación y defensa de 
sus intereses.

Podemos detenernos en una referencia sintética de estas entidades 
de economía social.

— La cooperativa es una sociedad empresarial que lleva a cabo su 
actividad económica ajustándola al cumplimiento de siete prin-
cipios, la voluntariedad, la gestión democrática, la participación 
económica de los socios (que supone el interés limitado al capi-

31 Como es el caso de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE), que 
recoge como tal entidad singular de economía social la disposición adicional tercera de 
la Ley.
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tal y el reparto de excedentes en función de la actividad desarro-
llada, no del capital aportado), la autonomía e independencia, la 
educación, la cooperación entre cooperativas, y el interés por la 
comunidad, que le deben conducir a la consecución y al segui-
miento de unos valores de autoayuda, autorresponsabilidad, de-
mocracia, igualdad, equidad, solidaridad, honestidad, transpa-
rencia, responsabilidad y vocación sociales, que conjuntamente 
conforman su identidad32.

— La mutualidad es una sociedad de personas, sin ánimo de lucro, 
de estructura y gestión democrática, que ejerce una actividad 
que proporciona determinados servicios a los asociados o mu-
tualistas. Cabe destacar en ella el carácter voluntario, participa-
tivo, solidario y mutual. Los servicios plurales, seguros, previsión 
de enfermedad, invalidez, muerte, jubilación, accidentes…, que 
reciben los mutualistas se financian con sus propias aportaciones 
periódicas.

— Una fundación es una organización dispuesta por sus fundado-
res (uno o varios) que pretende alcanzar unos fines de interés 
general para un grupo de beneficiarios en ausencia de ánimo de 
lucro, mediante la gestión por un órgano colegiado (Patronato) 
de un patrimonio y sus rentas dotado en origen por los funda-
dores y acrecentado en el tiempo, cuyo destino necesario ha de 
ser el cumplimiento de los fines fundacionales.

— Una asociación es una agrupación de personas que comparten 
intereses comunes y se unen para realizar una actividad colec-
tiva de forma estable, independiente, democrática y sin ánimo 
de lucro. Tanto las asociaciones como las fundaciones persiguen 
fines de interés general y carecen de ánimo de lucro, si bien el 
elemento personal de la asociación predomina en cuanto los 
asociados beneficiarios manifiestan su voluntad y la gestionan, 
y, del mismo modo proveen a la financiación de sus actividades 
con sus cuotas (además de otros posibles ingresos), al margen 
de una voluntad y un patrimonio fundacionales, que limitan la 
autonomía de la gestión en las fundaciones.

— La sociedad laboral es una sociedad anónima o de responsabi-
lidad limitada en la que la mayor parte del capital es propiedad 
de los trabajadores, ningún socio puede tener más de un ter-
cio del mismo (salvo ausencia de ánimo de lucro que permite al 

32 Puede verse el resultado del Congreso centenario de la Alianza Cooperativa Inter-
nacional, celebrado en Manchester, en 1995, en Declaración de la Alianza Cooperativa 
Internacional sobre la identidad cooperativa (1996).
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socio llegar hasta el 50%). Deben tener un mínimo de capital 
de 60.102 €, si se trata de una sociedad anónima laboral, o de 
3.006 €, si se trata de una sociedad de las de responsabilidad li-
mitad laboral.

— Las empresas de inserción son organizaciones sin ánimo de lucro 
que producen bienes y servicios llevando a cabo actividades in-
tensivas en mano de obra con la finalidad de integrar en el mer-
cado ordinario de trabajo a personas en situación o riesgo de ex-
clusión social33. Con esa razón de ser constituyen estructuras de 
aprendizaje que puedan posibilitar el acceso al empleo de colec-
tivos desfavorecidos a través de un proceso de inserción, esta-
bleciéndose durante el mismo una relación laboral convencional 
con las personas beneficiarias del mismo.

— Los centros especiales de empleo son empresas formadas en al 
menos un 70% de la plantilla por personas con discapacidad su-
perior al 33%, que asumen un compromiso de formación para 
los trabajadores discapacitados, y que realizan una actividad eco-
nómica en el mercado, para promover al empleo a trabajadores 
discapacitados. Estos centros, además de financiarse con el re-
sultado de su actividad económica, reciben ayudas de las Admi-
nistraciones Públicas en razón a su aportación social.

— Las cofradías de pescadores son corporaciones de derecho pú-
blico que están formadas por los armadores de buques de 
pesca y los trabajadores del sector, tienen personalidad jurí-
dica y capacidad de obrar, y actúan como órganos de consulta 
y colaboración de las Administraciones Públicas en materia de 
pesca marítima y organización del sector de la pesca, prestan 
servicios a sus miembros, representan sus intereses, y adminis-
tran sus recursos patrimoniales formados por las cuotas de sus 
miembros, transferencias, donaciones y rentas de su patrimo-
nio34.

— Las sociedades agrarias de transformación  son sociedades civiles 
con personalidad jurídica y capacidad de obrar desde su inscrip-

33 Destacan en ellas características de organización no lucrativa, que asume el 
riesgo de empresa, que crea puestos de trabajo de forma transitoria, que mantiene un 
compromiso fuerte con la comunidad, y realiza una función educativa. En Carmen Mar-
cuello, y otros, Informe sobre las empresas e inserción en España (2008), pp. 11 a 13. 

34 Algunas características las hacen especialmente adecuadas para participar en la 
economía social toda vez que colaboran en el mejor nivel de vida de las comunidades 
de pescadores artesanales y su integración social. Puede verse en Ángel Cervera Paz, 
Análisis estratégico de las cofradías de pescadores en el marco de la economía social 
(2006), p. 18.
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ción en el correspondiente Registro para la producción, transfor-
mación y comercialización de productos agrícolas, ganaderos y 
forestales, así como la promoción y desarrollo agrario y la presta-
ción de servicios comunes35.

IX. Algunos datos actuales

Podemos considerar datos de la economía social española proce-
dentes de dos fuentes, la citada investigación Las grandes cifras de la 
Economía Social en España, y los Anuarios que con el título La Econo-
mía Social en España publica la Confederación Empresarial española de 
la Economía Social (CEPES).

De la primera de ellas obtenemos el siguiente resumen referido al 
año 2008:

Entidad N.º 
entidades

N.º 
socios1

Empleos 
directos

Ventas 
en euros

Cooperativas  24.738 6.774.7161 456.870 66.285.893.350
Sociedades Laborales  17.637 82.8941 133.756 12.095.806.704
Mutualidades     428 2.450.0002 8.700 6.141.836.456
Centros Especiales de Em-

pleo4   1.775 52.6311 52.631 1.067.303.310
Empresas de Inserción     183 3.1401 3.140 54.142.735
Cofradías de Pescadores      90 45.0001 442 320.706.792
Entidades Singulares5       3 924.2761 65.603 2.818.296.000
Asociaciones4 151.725 28.357.4031 470.348 22.642.225.200
Fundaciones privadas al 

servicio de los hogares6   4.279 — 52.106 4.878.036.000

Total 200.858 38.690.0603 1.243.596 116.304.246.547

Fuente: elaboración propia de un resumen del cuadro titulado «Magnitudes de la Economía 
Social en España», contenido en el informe Las grandes cifras de la Economía Social en España, 
p. 72).

1 Unas mismas personas pueden participar en diversas entidades por lo que el total de socios 
no lo es de diferentes personas.

2 Sin datos de las mutuas.
3 Corregido el total en 4.000 menos para cuadrar la suma.
4 No todos forman parte de la economía social.
5 Se trata de la ONCE, Cáritas Española, y Cruz Roja.
6 Sus cifras de ventas corresponden a gastos, al igual que las de Cáritas Española y Cruz Roja.

35 Estatuto de Sociedades de Transformación, Real Decreto 1776/1981.
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Cabe destacar de estas cifras, la contribución de la economía social 
al empleo, de más de un millón doscientos mil empleos directos, que 
sobrepasa los dos millones si se contempla además del empleo directo 
el inducido, lo que supone algo más del 10% del empleo total, la fac-
turación que alcanza el 10% del PIB, y el valor añadido bruto de esta 
economía social respecto al PIB del 2,47% en 200836.

De los últimos Anuarios del CEPES recojo los datos siguientes:

31.12.2008 31.12.2009 31.12.2010

Cooperativas 24.779 23.219 22.595
Mutualidades 403 403 402
Asociaciones 4.500 5.001 6.073
Fundaciones de E.S. 13 16 65
Sociedades laborales 17.650 15.679 14.574
Cofradías de pescadores — 90 91
Empresas de inserción 150 154 193
Centros especiales de empleo de la E.S. 413 440 492
Empresas E.S., otras fórmulas jurídicas 85 91 208
Entidades de economía social 47.993 45.093 44.693
Personas relacionadas económicamente 

con la E.S.1
2.354.296 2.379.994 2.377.912

Facturación (en millones de euros) 115.069 92.157 86.663
Asociacionismo2 10.746.962 12.150.549 12.218.185

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de los Anuarios de CEPES: La economía social 
en España 2008/2009, 2009/2010, y 2010/2011.

1 Socios, asalariados, autónomos.
2 Socios de ONCE, CERMI, ATLANTIS, Fundación Espriú, Socios no trabajadores en cooperativas 

y Mutualistas.

Si en 2008 la facturación representaba el 10% del PIB37, la evo-
lución de las cifras revela la situación de crisis profunda en la que 
está inmersa la economía española. Merece la pena destacar cómo 
si bien desciende el número de empresas y la facturación con la cri-
sis, lo que se refiere a las personas sigue otra evolución, que vendrá 
a caracterizar a la economía social, toda vez que sube un poco y se 
mantiene el número de las personas relacionadas económicamente 
con la economía social, y sube con más intensidad la cifra de asocia-
cionismo.

36 José Luis Monzón (dir.), o.c.(2010), p. 71.
37 La economía social en España 2008/2009 (2009), p. 18.

© Universidad de Deusto 



Economía social, entre la economía pública y la privada capitalista Alejandro Martínez Charterina

Deusto Estudios Cooperativos
ISSN: En tramitación, Núm. 1 (2012), Bilbao, pp. 55-77 73

X. Consideraciones finales

En este tiempo de final del siglo XX y comienzos del siglo XXI en el 
que se ha ido consolidando el término de economía social, o al me-
nos se ha avanzado considerablemente en el debate hasta el punto 
de la aprobación de la Ley de Economía Social en España, y también 
en Portugal, y, sobre todo, la presencia de sus agentes en la econo-
mía se ha incrementado y afianzado notablemente, seguramente re-
sulta menos justificado reivindicar la cooperativización de la econo-
mía social ante la disparidad de agentes componentes de la misma, 
como hacía Joaquín Mateo en los años ochenta del pasado siglo38, 
tratando de poner manifiesto el valor de la doctrina de las coopera-
tivas, frente a otros agentes de la economía social con un menor so-
porte doctrinal.

Abundando en esto mismo, parece que se van superando posi-
bles discrepancias de concepto a base de la aceptación y utilización de 
una terminología cada vez más amplia, y, en este sentido las referen-
cias a la economía social y solidaria son habituales39. En Francia, señala 
 Thierry Jeantet40, se avanza en la economía solidaria ante la falta de 
respuesta de la economía social para las personas con mayor dificultad. 
Otros consideran superada la preocupación por la conceptualización, 
quedando entonces como cuestión principal la relación con los poderes 
públicos41.

Tal vez como un reflejo de esa despreocupación por los conceptos 
se comience a usar el término emergente del «cuarto sector». Marta 
Enciso lo aborda de pasada y se refiere a «modelos de empresa que 
legalmente son de capital sin lugar a dudas, pero actúan en el mer-
cado de manera diferente, basada en valores y en muchos casos con 
procesos de participación de sus trabajadores en gestión, beneficios y 
capital»42. Julio Jiménez y Alfonso Carlos Morales se detienen en esa 
realidad para identificar «entidades que muestran una habilidad espe-
cial para ocupar el espacio social que cruza los mundos público, pri-

38 Joaquín Mateo Blanco, «Algunas reflexiones sobre economía social» (1986), 
pp. 6-7.

39 Christine Collette y Benoît Pigé titulan Économie sociale et solidaire su libro de 
2008; así también la OIT titula un documento de trabajo de 2011 Economía social y so-
lidaria: nuestro camino común hacia el trabajo decente.

40 Thierry Jeantet, L’économie sociale: une alternative au capitalisme (2008), p. 39.
41 Bénédicte Fonteneau et al., Economía social y solidaria: nuestro camino común 

hacia el trabajo decente (2011), p. 49.
42 Marta Enciso Santocildes, «La Economía Social en España. La Ley 5/2011, de 29 

de marzo» (2012), p. 116.
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vado capitalista y social (de la economía social)»43. Y estudian como 
protagonistas en este cuarto sector «… empresas sociales —un hí-
brido de negocio y organización no gubernamental—; fundaciones cí-
vicas (community foundations) —híbrido entre fundaciones y asociacio-
nes; y redes de solidaridad virtuales— una alternativa a organizaciones 
no gubernamentales tradicionales con formato de organización muy 
básico»44.

Esta evolución alrededor de los conceptos no significa en modo al-
guno la superación de la pluralidad de estatutos jurídicos de los diver-
sos componentes de la economía social, de modo que, efectivamente, 
junto a unos elementos característicos compartidos, existen también 
grandes elementos diferenciadores, y, en consecuencia, será habitual 
que los agentes de la economía social traten de profundizar en la de-
terminación de su propia identidad45.

Al mismo tiempo hay que reconocer la aportación de la economía 
social a la economía teniendo en cuenta, como observa Jeantet, que 
frente a un capitalismo concentrador y devastador la economía social 
está aliada con la Responsabilidad Social Empresarial, fortaleciendo los 
aspectos sociales y medioambientales de la economía, apostando por 
una economía sostenible46.

Además de su dimensión social debe valorarse la presencia de la 
solidaridad como característica de su funcionamiento, de forma que no 
sólo debe considerarse en sus empresas la eficacia económica sino una 
cualificación no económica de sus resultados47.

En un contexto de globalización la economía social ha centrado 
su atención en el desarrollo local y comunitario48, por lo que muchos 
países están considerando la economía social como motor para su de-
sarrollo económico49.

43 Julio Jiménez Escobar y Alfonso Carlos Morales Gutierrez, «Social economy and 
the fourth sector, base and protagonist of social innovation»(2011), p. 44.

44 Julio Jiménez Escobar y Alfonso Carlos Morales Gutierrez, o.c. (2011), p. 45.
45 No es otra cosa la que hace la Agrupación de Sociedades Laborales de Euskadi 

(ASLE) cuando en su reciente Tercer Congreso, conmemorativo de su trigésimo aniver-
sario, celebrado en Bilbao, el 15 de marzo de 2012, presenta un documento, titulado La 
sociedad laboral del siglo XXI, en el que propone que las sociedades laborales sean mo-
delo de empresa participada, entendiendo por tal aquella que promueve y facilita que 
todos los trabajadores sean socios, a través de una participación directa en la que los 
trabajadores participan en el capital, o indirecta, cuando lo hacen a través de una socie-
dad tenedora de acciones.

46 Thierry Jeantet, o.c. (2008), pp. 18 ss.
47 Thierry Jeantet, o.c. (2008), p. 45.
48 Bénédicte Fonteneau et al., o.c. (2011), p. 146.
49 Thierry Jeantet, o.c. (2008), p. 39.
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Esta economía social, que prioriza el mantenimiento del empleo, 
que mantiene una dimensión social y solidaria, además de la propia-
mente económica, que promueve el desarrollo local y comunitario, 
que es respetuosa con el medio ambiente y valora la sostenibilidad, 
que conforma su actuación a unos principios… resulta perfecta-
mente competente para afrontar los problemas económicos y socia-
les actuales.

Por ello, en este tiempo de crisis, como nos recuerda Joao Leite Sa-
lazar, la economía social es la parte menos afectada, por lo que si no es 
la solución, debe ser, por lo menos, una parte de ella50. Es la idea que 
recoge el Manifiesto de la Economía Social en Euskadi51, cuando señala 
que el compromiso para la creación y mantenimiento de los puestos de 
trabajo «… nos lleva a reivindicar, especialmente en la actual coyun-
tura, la apuesta por la Economía Social como una manera positiva de 
afrontar la crisis y de reconsiderar el papel que debe jugar la economía 
en nuestra sociedad».

Este Manifiesto, además de asumir unos compromisos y a partir de 
los mismos, plantea retos de futuro, entre los que encontramos:

— Profundizar en los valores y principios.
— Impulsar nuevos emprendimientos, para aumentar el empleo 

sostenible.
— Contribuir al desarrollo de la economía vasca con innovación y 

creatividad.
— Colaborar con otros para construir una economía y una sociedad 

con criterios de equidad, integración y solidaridad.
— Fomentar la intercooperación.
— Participar en redes internacionales de promoción del la econo-

mía social.

Todo ello marca las líneas por donde habrá de avanzar la economía 
social en el futuro.

50 Joao Leite Salazar, «Social Economy in Portugal» (paper, s.f.), p. 6
51 Manifiesto de las entidades de economía social agrupadas en KONFEKOOP-Con-

federación de Cooperativas de Euskadi, ASLE-Agrupación de Sociedades Laborales de 
Euskadi, EHLABE-Asociación de Entidades de Trabajo Protegido de Euskadi, GIZATEA-
Asociación de Empresas de Inserción del País Vasco, FUNKO-Confederación Vasca de 
Fundaciones, y Reas Euskadi-Red de Economía Alternativa y Solidaria, en Donostia-San 
Sebastián el 1 de febrero de 2012.
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I. Aplicación en el ámbito estatal

La entrada en vigor de la Ley 5/2011, de 29 de marzo de Econo-
mía Social (BOE de 30 de marzo de 2011) ha suscitado ya relevantes 
análisis desde el punto de vista dogmático, así como comentarios ma-
yoritariamente positivos provenientes de instituciones y agentes del 
sector1.

Pero la inicial satisfacción manifestada desde hace un año por parte 
de los implicados e interesados en su aplicación, puede empezar a 
mostrar signos de agotamiento si no se dan pasos adelante en su cum-
plimiento efectivo. Sobre cómo empezar a cumplirla ya se están dando 
algunas ideas2, pero no se advierten decisiones consolidadas.

La intención de estas reflexiones que ahora sometemos al debate, 
en esta oportunidad que nos brinda la Universidad de Deusto, tiene 
que ver precisamente con esta necesidad de ir moviendo ficha. Al 
tiempo, y refiriéndonos a la Comunidad Autónoma del País Vasco, pre-
tendemos destacar algunos datos sobre esta concreta cuestión.

En líneas generales las opiniones con respecto a esta Ley se con-
centran en la importancia de su promulgación. Es decir, el que se haya 
colmado una necesidad y una aspiración largamente constatada: in-
corporar la Economía Social de un modo directo y autónomo al uni-
verso legal formal. Se supera así una extravagancia, no infrecuente, 
que ha hecho que el término Economía Social y lo que significa, a pe-
sar de no estar definido legalmente, sin embargo, fuera objeto desde 
hace mucho tiempo de regulación legal explícita en leyes, decretos, ór-
denes ministeriales y de las Comunidades Autónomas (CCAA), estruc-
turas administrativas gubernamentales, designación de cargos públicos 
y asignaciones de partidas presupuestarias y subvenciones de diverso 
tipo.

Por ello, que exista una definición legal del término, guste ésta 
más o menos, es un avance, y haber quedado plasmado en una 
norma con rango de Ley qué es lo que específicamente forma parte 
de la Economía Social, es un hecho también importante. Un avance 
indiscutible en términos de seguridad jurídica y una oportunidad in-
dudable para proyectar su visibilidad y legitimación institucional. Pero 
las presentes líneas no se dirigen a analizar el texto ni sus consecuen-

1 Pérez de Uralde, José M.ª: «Algunas consideraciones sobre la repercusión de la 
Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social, en la Comunidad Autónoma de Eus-
kadi». En Revista Vasca de Economía Social, n.º 8, pp. 37 a 61. Edit. GEZKI-UPV/EHU y 
Gobierno Vasco. Bilbao, 2012.

2 Pérez de Uralde, José M.ª: opus cit.
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cias prácticas o formales, sino a constatar un muy negativo retraso en 
su aplicación real.

El texto legal tiene aspectos destacables por su oportunidad y ne-
cesidad, pero también adolece de una cierta falta de concreción en 
cuanto a las medidas de promoción y fomento que defiende. Los ex-
pertos señalan que técnicamente es mejorable y se constata que su 
estructura técnico-jurídica empeoró al modificarse el texto propuesto 
por la Comisión de Expertos liderada por el CIRIEC-España3. Pero con 
todo, resulta indiscutible que es una herramienta de primer orden 
que abre enormes expectativas para el desarrollo de las figuras que 
componen la Economía Social española y las entidades que las repre-
sentan.

Lo que pasa es que nos estamos encontrando, casi año y medio 
después de su entrada en vigor, con la evidencia algo preocupante 
ya anunciada antes: la Ley no se está aplicando y apenas se la tiene 
en cuenta en la labor legislativa a ella vinculada. Si esta norma nació 
con cierta algarabía y optimismo parece que a partir de los primeros 
momentos se ha visto afectada por un ataque de somnolencia que 
la mantiene en un sueño pacífico. Quizá se pretende no despertarla 
de golpe en estos momentos y se opta por no aplicarla, ni tan si-
quiera en los mandatos temporales que su texto incorpora, como 
veremos.

Esta situación letárgica puede deberse a varias causas (que no son 
objetivo inmediato de estas líneas), pero no puede mantenerse por más 
tiempo si se pretende impedir que propicie la indolencia y la margina-
lidad. Las dos principales funciones que por lo general se atribuyen a 
esta Ley tienen que ver con lo ya dicho de reconocimiento legal y, tam-
bién, con su carácter de instrumento para el fomento y promoción. Es-
tos aspectos declarativos pueden estar propiciando precisamente que 
se considere secundario cumplir alguno de los mandatos directos que 
incorpora. Al ser una Ley que no regula las entidades que la compo-
nen, pues cada una tiene su propia normativa de aplicación (artículo 1), 
no genera necesidades inmediatas para ellas, salvando la referencia a 
la reforma de la Ley de Sociedades Laborales incorporada en su Dispo-
sición adicional séptima, incumplida hasta la fecha. Pero la preponde-
rancia de este carácter entre constitutivo y declarativo que caracteriza 
a la Ley puede acabar mermando su credibilidad y hacer pensar que su 

3 Monzón Campos, José Luís (director): Informe para la elaboración de una Ley de 
Fomento de la Economía Social. Ministerio de Trabajo e Inmigración. Madrid 2010. Paz 
Canalejo, Narciso: Comentario sistemático a la Ley 5/2011, de Economía Social. Edit: Ti-
rant lo Blanch, Reformas. Valencia, 2012.
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creación ha sido un acto estricto de política de visibilización sin conte-
nido concreto. Falta de credibilidad deudora fundamentalmente de la 
propia inaplicación de las escasas medidas que incorpora con señala-
miento de plazo cierto y obligado.

Una razón que está en mente de todos y que explicaría lo que 
está sucediendo se sitúa en ese gran «tótem» que nos tiene obnubila-
dos llamado «crisis económica-financiera». Es verdad que la situación 
es gravísima y que lo está paralizando todo. También la aplicación de 
las normas legales, desde la Constitución (CE) hasta la más humilde 
de las Órdenes administrativas. Pero estamos en un Estado de Dere-
cho (Preámbulo y artículo 1 CE) y no nos consta que se hayan adop-
tado medidas de carácter extraordinario de supresión o suspensión de 
Derechos Fundamentales o relativos a la aplicación de las normas jurí-
dicas vigentes. Queremos decir que la aplicabilidad de la Ley no puede 
depender exclusivamente de coyunturas ajenas a su propia naturaleza 
o causa. La actual crisis está demostrando muchas cosas y una muy re-
levante es que las entidades y empresas de la Economía Social ofre-
cen un grado de resistencia superior al del resto de sectores, contri-
buyendo a paliar los efectos devastadores de la crisis y de las medidas 
adoptadas para combatirla. La coyuntura, ante estas evidencias, no 
puede servir de excusa o motivo para no cumplir con las previsiones de 
la Ley 5/2011. Primero, insistimos, porque la promoción y fomento de 
la Economía Social en estos tiempos puede ser de la máxima utilidad y, 
segundo, porque las disposiciones de la Ley son imperativas, especial-
mente las que incorporan plazos.

Además, hemos de resaltar que la mayoría de las determinaciones 
con plazo de la Ley no parecen estar afectadas por obstáculos impe-
dientes o cuya ejecución pueda redundar en menoscabo de la situa-
ción que afrontamos. Más bien al contrario. Pongamos algunos ejem-
plos.

El Consejo para el Fomento de la Economía Social

El artículo 9 prevé que este Consejo se regirá por lo «…dispuesto 
en esta Ley» atribuyéndole funciones de asesoramiento y consulta so-
bre cuestiones muy relevantes para la Economía Social como sector. 
Además, este artículo señala que «El funcionamiento y composición del 
Consejo será objeto de desarrollo reglamentario…». Tal desarrollo no 
se ha producido. Técnicamente la falta de elaboración del nuevo regla-
mento del Consejo para el Fomento de la Economía Social no impide 
adoptar las medidas que de él dependen pues la Disposición transitoria 
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primera establece que el Consejo, en tanto se desarrolla su nuevo re-
glamento, se regirá por el actual, derivado de la Disposición adicional 
segunda de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas. Es decir, 
por la normativa que rige su funcionamiento actualmente.

Sería bueno conocer cuál va a ser la política que se pretende se-
guir con respecto a este tema, si la de proceder a elaborar el nuevo 
reglamento como prioridad, o mantener su actual estructura de 
modo transitorio pero operativo o, por fin, no hacer nada. Para noso-
tros es urgente constituir un Consejo de Fomento de la Economía So-
cial sincrónico con la Ley, acorde a su mandato y a sus inmediatos co-
metidos.

El catálogo del artículo 6 de la Ley 5/2011

El artículo 6 de la Ley prevé la elaboración de un catálogo actuali-
zado de los diferentes tipos de entidades integrantes de la Economía 
Social, lo que habrá de hacerse de forma coordinada con los catálogos 
autonómicos. Dichos elencos deberán ser públicos, dice la norma. Pero 
pasado año y medio desde su entrada en vigor, nada se ha hecho con 
respecto a este tema. No hay catálogos oficiales, ni a nivel estatal y en 
el ámbito de las CCAA. Podría vincularse este incumplimiento, consoli-
dando así un auténtico circulo vicioso, con la falta descrita de reforma 
del Consejo de Fomento de la Economía Social, ya que según el citado 
artículo 6 el catálogo estatal deberá elaborarse previo informe del ci-
tado Consejo y, también, de las CCAA (las cuales, por cierto, deberán 
decidir qué mecanismos articulan a partir de ahora para cumplir con 
efectividad y consenso su participación en las decisiones que por la Ley 
les compete.) Pero sería una explicación poco seria.

Disposición adicional primera

Sobre información estadística relativa a las entidades de la Econo-
mía Social. A su vez, están pendientes de adoptar las medidas que en 
este capítulo establece la Ley, las cuales precisan también de pronun-
ciamiento previo del Consejo para el Fomento de la Economía Social4.

4 La Disposición adicional primera de la Ley 5/2011 dice textualmente: «Información 
estadística sobre las entidades de la economía social. El ministerio de Trabajo e Inmigra-
ción adoptará, en colaboración y coordinación con los departamentos ministeriales y las 
Administraciones que pudieran tener competencia en materia registral de las entidades 
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Disposición adicional séptima

Sobre aprobación de un programa de impulso de las entidades de 
Economía Social por parte del Gobierno, para el que se da un plazo es-
pecífico de 6 meses para su cumplimiento. Dicho programa incluye tres 
previsiones:

1.º Previa consulta a las entidades representativas de la economía 
social, del Consejo para el Fomento de la Economía Social y de las 
Comunidades Autónomas, revisará la normativa necesaria para elimi-
nar las limitaciones de las entidades de la economía social, de forma 
que estas puedan operar en cualquier actividad económica sin trabas 
injustificadas.

2.º Previa consulta a las entidades representativas de la economía 
social, del Consejo para el Fomento de la Economía Social y de las 
Comunidades Autónomas, remitirá a las Cortes un proyecto de ley 
que actualice y revise la Ley 4/1997, de 24 de marzo, de sociedades 
laborales.

3.º Previa consulta con las entidades que realizan acción social re-
visará la normativa de desarrollo de la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, General de Subvenciones, que le es de aplicación, con el objeto 
de simplificar los procedimientos regulados en la misma.

La finalidad de este breve trabajo se limita a constatar la congela-
ción de estas previsiones, las cuales son de carácter estrictamente legis-
lativo y de enorme trascendencia práctica para los sectores y entidades 
afectadas. Su aplicación inmediata es lo que da verdadero sentido prác-
tico a esta Ley y lo que ha justificado gran parte de su aceptación. Está 
claro que determinadas normas legales incorporan un componente 
declarativo de la mayor importancia y que no se inscribe en el ámbito 
de las aplicaciones automáticas de lo preceptuado. Pero los mandatos 
concretos y a plazo fijo si no se cumplen pueden generar descrédito y 
decepción. Las valoraciones sobre la importancia de la aprobación de 
la Ley no podrán mantenerse por mucho tiempo si perdura la falta de 
aplicación de su parte dispositiva. Por ello, se hace preciso abordar sin 
demasiada demora las determinaciones más visuales y operativas: re-
forma del reglamento para el Consejo para el Fomento de la Economía 
Social y su rápida constitución; elaboración del catálogo de entidades; 

de la economía social, y previo informe del Consejo para el Fomento de la Economía So-
cial, las medidas necesarias para garantizar una información estadística de dichas enti-
dades así como de sus organizaciones de representación, periódicamente actualizada y 
ajustada en su clasificación al catálogo previsto en el artículo 6 de esta Ley.»
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la asunción de las tareas legislativas previstas en la Disposición adicio-
nal séptima y las medidas de la Disposición adicional primera. Quizá 
por ese orden.

II. Aplicación en el ámbito autonómico. País Vasco

Ciertamente puede considerarse lógico que si en el ámbito estatal 
no se han dado pasos en la aplicación de la Ley 5/2011 (tras 17 meses 
de su entrada en vigor) en el autonómico los responsables permanez-
can ignaros a tal tarea. Ello está consolidando una especial y curiosa si-
tuación de «anomia» de facto pues se dictan leyes y otras normas y re-
soluciones sobre la materia como si la Ley previa no existiera.

Hemos tenido ocasión de señalar en otros foros5 que existen va-
rios campos de acción en el ámbito de las CCAA para la aplicación de 
la Ley. También que las entidades representativas de la Economía Social 
de las distintas autonomías pueden, y deben, promover la adopción de 
medidas en aplicación de esta norma, no siendo necesario esperar y ver 
lo que se hace desde la Administración central. El carácter de norma-
tiva básica establecido en la Disposición final primera de la Ley es sin 
duda un elemento que debe facilitar la implicación de las CCAA. No 
nos consta, sin embargo, que se hayan dado grandes pasos en ninguna 
Comunidad Autónoma en este sentido. En el caso vasco podemos de-
cir que ha habido cal y arena.

Por un lado, el Parlamento Vasco, fundamentalmente a través de 
su Comisión de Políticas Sociales, Trabajo e Igualdad, ha trabajado en 
estos meses de vigencia de la Ley 5/2011 de un modo intenso. En ese 
sentido, se han producido numerosas comparecencias de representan-
tes de las entidades de la Economía Social vasca y también de repre-
sentantes de las tres universidades vascas y otros estudiosos del tema. 
A partir de ahí se han producido diversas propuestas de resolución no 
de Ley que vienen siendo aprobadas6. Hay que alabar esta dedicación 
parlamentaria y sus determinaciones que se refieren expresa y mono-
gráficamente a los efectos de esta Ley de Economía Social cuyo carác-
ter de normativa básica sin duda influye, volvemos a insistir, destaca-
damente.

Pero junto a esto nos encontramos con demostraciones contunden-
tes de lo que venimos denunciando: un entercamiento fáctico inexpli-

5 Pérez de Uralde, José M.ª: opus cit.
6 Boletín del Parlamento Vasco, n.º 108, de 15 de abril de 2011.
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cable en ningunear la propia existencia de esta norma en el ejercicio de 
la actividad legislativa. Algunos ejemplos:

Ley 3/2001, de 13 de octubre, sobre Lanbide-Servicio Vasco de Empleo

Con respecto a esta norma, que fue aprobada 6 meses después 
de la entrada en vigor de la Ley de Economía Social, nos limitamos a 
constatar ahora que el término «Economía Social» aparece citado en 
el artículo 3 de la Ley en relación con las funciones que tiene atribuidas 
Lanbide-Servicio Vasco de Empleo. Concretamente, el párrafo c) esta-
blece como una de esas funciones «Establecer programas de economía 
social para la creación de empleo estable». Nada más. A la Ley 5/2011 
no se la menciona, si bien es verdad que sería excesivamente puntilloso 
reclamarlo ya que podemos entender que se incluye en el párrafo x) del 
citado artículo 3 que también considera como función de este orga-
nismo «Desarrollar cualesquiera otras funciones que en materia de po-
líticas de empleo e inserción le atribuyan las leyes, el Gobierno Vasco o 
que se deriven de las transferencias, delegaciones o encomiendas efec-
tuadas por el Gobierno del Estado».

El objeto de crítica por nuestra parte es lo que se refiere a la com-
posición del Consejo de Administración de Lanbide-Servicio Vasco de 
Empleo, regulado en el artículo 7 de su Ley. En este tema si somos be-
ligerantes y vindicativos. Este órgano colegiado de gobierno se com-
pone del Presidente/a, Vicepresidente/a, Director/a General, dos vocales 
nombrados directamente por el Gobierno Vasco, cinco vocales de las 
organizaciones sindicales y cinco de las organizaciones empresariales 
más representativas del País Vasco. La Economía Social no tiene sitio en 
el Consejo. Y debiera tenerlo.

La Ley 5/2011 señala, en su artículo 7.4, que «asimismo, las orga-
nizaciones, federaciones o confederaciones representativas de cada 
Comunidad Autónoma tendrán representación en los órganos de par-
ticipación institucional de las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas que se ocupen de las materias que afectan a sus intereses 
económicos y sociales, en la forma en que se prevea por las Comu-
nidades Autónomas». Por su parte, el artículo 8.2 de esta Ley señala 
que

Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, tendrán como objetivo de sus políticas de promoción de la eco-
nomía social, entre otras, las siguientes:

...
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d) Promocionar la formación y readaptación profesional en el 
ámbito de las entidades de la economía social…

...
g) Involucrar a las entidades de la economía social en las políticas 

activas de empleo, especialmente a favor de los sectores más 
afectados por el desempleo, mujeres, jóvenes y parados de 
larga duración…

Como ya hemos señalado, el Parlamento Vasco ha publicado en su 
Boletín Oficial, con fecha 15 de abril de 2011, una serie de resolucio-
nes aprobadas por la Comisión de Políticas Sociales, Trabajo e Igualdad 
de entre la que podemos destacar en este momento la n.º 8 que tex-
tualmente señala:

El Parlamento Vasco reconoce a las organizaciones representativas 
de las empresas de la economía social como interlocutores económi-
cos y sociales que deben tener presencia en los órganos de participa-
ción institucional de la Comunidad Autónoma vasca.

En ese sentido y en lo relativo a la representación de Lanbide, la 
actual proposición de ley en trámite en la Cámara vasca deberá fijar 
definitivamente la participación de las organizaciones representati-
vas de la economía social en el consejo de administración del Servicio 
Vasco de Empleo.

En línea con lo que venimos diciendo, tal propuesta del propio Par-
lamento ha sido desatendida por él mismo.

Resulta sintomático, para añadir algún dato más, que la reciente 
Resolución de 24 de julio de 2012, del Director General de Lanbide-
Servicio Vasco de Empleo, por la que se publica la convocatoria de las 
ayudas para la creación y el sostenimiento de las empresas de inserción 
correspondiente al año 2012, tampoco haga referencia alguna a la 
Economía Social ni a su Ley a pesar de que este tipo de empresas están 
incluidas nominalmente en su artículo 5.

Ley 5/2012, de 23 de febrero, de Entidades de Previsión Social 
Voluntaria (EPSV)

El Parlamento Vasco aprobó esta Ley (BOPV de 6/3/2012) casi un 
año después de la entrada en vigor de la Ley 5/2011 de Economía So-
cial. Y aunque de entrada, y como ejercicio de optimismo, pueda ad-
vertirse cierta coincidencia en los números que se asignan a ambas nor-
mas, no pasa de ahí la vinculación o coincidencia. Ello merece crítica.
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Esta Ley vasca de EPSV sustituye a la que fue aprobada en 1983 
(Ley 25/1983, de 27 de octubre). Ambas normas se sustentan en el tí-
tulo competencial determinado en el artículo 10.23 del Estatuto de 
Autonomía que se refiere a la competencia exclusiva en materia de 
cooperativas y mutualidades no integradas en la Seguridad Social. El 
antiguo texto vinculaba en su amplia Exposición de Motivos de 1983 
a estas entidades (consideradas textualmente como «mutualidades») 
«…con el estado social en el que ha de perdurar la justicia social como 
principio esencial en la búsqueda de la cohesión social» y que «Las en-
tidades de previsión social voluntaria nacieron para ejercer, sin ánimo 
de lucro y fuera del régimen público de seguridad social, la previsión 
social voluntaria encaminada a proteger a las personas afectadas con-
tra circunstancias o acontecimientos de carácter fortuito o previsible. 
Sus características más importantes se centraron en su objeto o fina-
lidad, la protección frente a contingencias personales como la jubila-
ción o la invalidez fundamentalmente, en la ausencia de ánimo de lu-
cro, en la naturaleza asociativa del vehículo gestor propiciador de la 
solidaridad, en la igualdad de derechos y obligaciones de los socios 
en relación con las aportaciones efectuadas, y en el sistema autoges-
tionario que comporta la composición democrática de sus órganos de 
gobierno».

En esa línea, el nuevo texto legal recientemente aprobado intro-
duce estos mismos principios informadores en su artículo 2. Por ello, 
no podemos dudar de dos cosas básicas, las EPSV que ahora se regulan 
son las mutualidades que también se regularon antes y que esos princi-
pios anunciados se están refiriendo sin duda alguna a la Economía So-
cial, coincidiendo en lo básico con lo que la Ley 5/2011 determina en 
su artículo 4. Entonces, ¿porqué no hay ni una sola mención al término 
jurídico «Economía Social» o a la Ley que lo regula? Con respecto a la 
primera Ley podemos razonablemente explicar que entonces (1983) 
ese término era poco o nada utilizado y escasamente definido en rea-
lidad. Pero en los actuales momentos en los que el término y su con-
cepto han sido estudiados y elaborados científicamente de un modo 
exhaustivo y hay una Ley que lo regula, la justificación simplemente es 
imposible. Algún planteamiento pudiera mantener que en realidad el 
legislador no ha querido regular una figura de la Economía Social, sus-
trayendo las EPSV de tal concepto y familia. Pero eso es inasumible, 
especialmente ahora. Por un lado, porque la propia Ley 5/2012 sobre 
EPSV denomina a estas, aunque solo un par de veces en la Exposición 
de Motivos, como «mutualidades» y, por otro, porque en el ámbito es-
tatal este figura de las Entidades de Previsión están reguladas con las 
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mismas características7. Por tanto, la utilización de uno u otro nomen 
iuris (principio de irrelevancia o de primacía de la realidad) no afecta 
en absoluto a su consideración conceptual de las EPSV en el seno de 
la Economía Social y en vinculación directa con la Ley 5/2011. El tér-
mino «Entidad de Previsión Social» tiene su origen en la España de los 
años 40, según ha estudiado intensamente el profesor Calvo Vergez8, 
sirviendo entonces para agrupar a todas las entidades mutualistas tanto 
de carácter social, como de seguro obligatorio o de subsidios también 
obligatorios, quedando agrupadas en la Confederación Nacional de 
Montepíos, Mutualidades y Entidades Gestoras y colaboradoras de Pre-
visión Social, adquiriendo en 1948 el nombre de «Confederación Na-
cional de Entidades de Previsión Social». Según Calvo Vergez: «Podría-
mos estimar por tanto que la expresión Entidades de Previsión Social 
constituye únicamente un término administrativo destinado a encua-
drar a todas aquellas entidades que desarrollan un tipo concreto de ac-
tividad aseguradora delimitada por la especial naturaleza de los riesgos 
susceptibles de quedar cubiertos, de carácter social, y por la caracterís-
tica concreta de carecer de ánimo de lucro. Todo ello con independen-
cia de que hubiera adoptado la denominación de montepío, mutuali-
dad, sociedad de socorros mutuos, etc…»9. En ese sentido, podemos 
resaltar que la Ley vasca de EPSV incluye dentro de su ámbito «…las 
sociedades civiles de ayuda mutua, cofradías, montepíos y hermanda-
des, que históricamente han existido en el ámbito agrario, pesquero y 
ganadero del País Vasco…»10

Es decir, estamos sin duda alguna ante las mutualidades de la Eco-
nomía Social y, aun ante otras figuras de las señaladas en el artículo 5 
de la Ley 5/2011 de Economía Social.

El hecho de que esta Ley de EPSV, como se ha dicho antes, fuese 
aprobada y promulgada casi un año después de la entrada en vigor de 
la de Economía Social, cuyo carácter de normativa básica le infunde 
especial relevancia11, hace muy poco comprensible y aceptable tan 
clamoroso olvido por parte del legislador vasco. No es nuestra inten-

7 RD Legislativo 6/2004, de 19 de octubre, de Texto Refundido de la Ley de Orde-
nación y Supervisión de los Seguros Privados (LOSSP). RD 2486/1988, de 20 de noviem-
bre, y RD 1430/2002, de 27 de diciembre (ambos reglamentos de aplicación a estas en-
tidades).

8 Calvo Vergez, Juan: Mutualidades de Previsión Social. Aspectos mercantiles y fis-
cales. Edit. Dykinson, 2009.

9 Calvo Vergez, Juan: opus cit.
10 Exposición de Motivos de la Ley 5/2012, de 23 de febrero, sobre Entidades de 

Previsión Social Voluntaria.
11 Lo volvemos a repetir a pesar de la cansina insistencia.
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ción asomarnos al análisis de las posibles causas de este error, pero a 
una conclusión si nos atrevemos a llegar: no se ha asumido, como de-
biera haberse hecho, el carácter integrador y básico de la Ley 5/2011, 
perjudicando con ello su valoración general, conocimiento y promo-
ción. Hubiese sido un gran paso adelante, una auténtica innovación, 
que esta Ley vasca de EPSV enmarcara a estas entidades en el ámbito 
de la Economía Social. Y hubiera sido un acierto hacer referencia a la 
Ley 5/2011, de Economía Social. Con ello se cumpliría mejor con uno 
de los propósitos de la propia Ley 5/2012 de EPSV cuando señala en 
su Exposición de Motivos que «Todo ello, unido a las demandas que 
impone la realidad social, es lo que aconseja, junto con la necesaria 
adecuación de los supuestos contemplados en la ley al correcto trata-
miento tributario y fiscal dentro del ámbito de las haciendas forales y 
en el seno del Concierto Económico, que se lleve a cabo una actuali-
zación de la normativa vigente, incorporando todas las novedades que 
en el campo del Derecho europeo y del Derecho interno estatal y auto-
nómico vienen exigidas por el buen hacer legislativo, en lo que repre-
senta el núcleo estructural y funcional de la materia regulada». A ese 
respecto, la Ley no cumple con tal propósito con respecto a la Econo-
mía Social.

Ley 8/2012, de 17 de mayo, del Consejo Económico y Social Vasco/
Euskadiko Ekonomia eta Gizarte Arazoetarako Batzordea (CES)

También más de un año después de haber entrado en vigor la mul-
ticitada Ley 5/2011 de Economía Social se aprobaba y publicaba esta 
Ley de reforma del CES vasco que en su Exposición de Motivos se justi-
fica «…mediante la introducción de determinadas modificaciones en la 
normativa que hasta el momento ha venido regulando sus funciones, 
composición y funcionamiento».

Como ha de imaginarse, pues de lo contrario no haríamos referen-
cia a esta norma, el término «Economía Social» o alguna referencia a 
su Ley vuelven a estar radicalmente ausentes del texto. Ausencia que 
tampoco tiene justificación alguna. En ese sentido, podemos enunciar, 
siquiera someramente, algunas razones para haber incluido estas refe-
rencias:

a) En la Exposición de Motivos de la norma se indica, refiriéndose a 
la composición del CES vasco, que «Respecto a su composición, se de-
limitan con mayor precisión las personas que integran el grupo tercero, 
introduciendo una representación del denominado tercer sector de ac-
ción social…». Por su parte, en el artículo 4.1 de esta Ley del CES se es-

© Universidad de Deusto 



Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social: 
¿su aplicación es cosa de todos? (pregunta retórica) José M.ª Pérez de Uralde

Deusto Estudios Cooperativos
ISSN: En tramitación, Núm. 1 (2012), Bilbao, pp. 79-92 91

tablece esta composición incluyendo en su párrafo c) lo que se ha dado 
en llamar «grupo tercero», o si se quiere «cajón de sastre» (en denomi-
nación libre). Tal grupo se compone de una persona representante res-
pectivamente de los

…sectores, instituciones, entidades o asociaciones de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco siguientes:

1. Cámaras de Comercio, industria y navegación.
2. Cajas de ahorro y entidades financieras.
3. Cooperativas.
4. Sociedades anónimas laborales.
5. Organizaciones pesqueras.
6. Organizaciones agrarias.
7. Organizaciones de Consumidores.
8. Organizaciones del tercer sector de acción social.

Desde hace ya tiempo el llamado «Tercer Sector de Acción So-
cial» está indiscutiblemente considerado por la doctrina científica como 
parte integrante de la Economía Social, refiriéndose a él como el «nú-
cleo duro y sustantivo» de los productores no de mercado de la Econo-
mía Social12. El CES vasco no puede ser tenido por ignorante de estos 
temas pues en su propia Memoria Anual (2011) en el apartado 5 de 
su Capítulo II analiza «Las cuentas de la economía social en la CAPV», 
haciendo expresa referencia a la distinción de las dos grandes partes 
que forman este sector: «a) la de mercado o empresarial y b) la de pro-
ductores no de mercado, también conocido como tercer sector». Por 
cierto, es precisamente en este apartado de la Memoria del CES vasco 
donde encontramos por primera vez una referencia expresa a «La re-
cién aprobada Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social». Refe-
rencia que descansa pacíficamente en nota a pie de página.

A veces pareciera que mencionar la Ley o a la Economía Social por 
su nombre generase cierto temor a sufrir algún tipo de urticaria o mal 
mayor. Sino no se entiende que las cooperativas, las sociedades labora-
les, las organizaciones del tercer sector de acción social y seguramente 
también algunas de las llamadas «organizaciones pesqueras» y de las 

12 Monzón Campos, José Luís (Director). «La Economía Social en España en el año 
2008. Ámbito, magnitudes, actividades y tendencias». Edit. CIRIEC-España, Ministe-
rio de Trabajo e Inmigración, Observatorio español de la Economía Social y Funda-
ción ONCE. Valencia, 2010. También: Etxazarreta Etxarri, Enekoitz y Morandeira Arca, 
Jon.«Consideraciones conceptuales sobre la Economía Social a la luz de la Ley 5/2011». 
Revista Vasca de Economía Social n.º 8, pp. 8 a 36. Edit. Instituto GEZKI de la UPV/EHU 
y Gobierno Vasco. Bilbao, 2012
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«organizaciones agrarias» que forman parte de la Economía Social, tal 
y como especifica el artículo 5 de su Ley, nunca se mencionen como 
parte de este sector. Lo más correcto hubiera sido situar directa y ex-
presamente a la Economía Social en el CES vasco a través, eso si, de 
los representantes de las organizaciones y entidades que la componen 
(mencionando después de manera específica a las cooperativas, socie-
dades laborales, etc…). No hacerlo desprecia las resoluciones del Par-
lamento Vasco y, sobre todo, lo prescrito en los mencionados artícu-
los 7.4 y 8 de la Ley de Economía Social.

No insistimos más (por ahora). Solo nos queda contestar a la pre-
gunta que preside estas reflexiones: la aplicación de la Ley 5/2011 de 
Economía Social es obligación de todos, pero indudablemente de unos 
más que de otros (sin retórica).
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IV. Régimen jurídico aplicable a la transformación de cooperativas. V. La 
transformación de cooperativas de crédito y el destino de sus reservas irre-
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Resumen: La Ley 3/2009 sobre modificaciones estructurales de las socie-
dades mercantiles ha modificado la ley de cooperativas de crédito con el fin de 
regular ciertos aspectos de la transformación de estas entidades, y en particu-
lar el destino que debe darse a su Fondo de reserva obligatorio en esos proce-
sos, que deberá integrarse en el capital social de la nueva entidad.

 El presente trabajo analiza la transformación como modificación estructu-
ral a disposición de las cooperativas y en particular de las cooperativas de cré-
dito; su reconocimiento en la ley y en la jurisprudencia española, a lo largo del 
tiempo; la problemática jurídica que plantea y en particular, el destino de su 
Fondo de reserva obligatorio; y concluye con una propuesta interpretativa del 
actual art. 10.2 de la Ley de cooperativas de crédito, que compatibiliza los in-
tereses subyacente en la reforma, con los valores y principios cooperativos.

Palabras clave: cooperativas de crédito, transformación, fondo de reserva 
obligatorio, capital social.

Abstract: Law 3/2009 on structural changes in corporations modified the 
law on cooperative credit unions in order to regulate certain aspects of con-

* Este trabajo forma parte del proyecto de investigación financiado por el Ministerio 
de Ciencia e Innovación que lleva por título La Economía Social en las políticas públicas. 
Perspectiva de política económica (DER2009-14462-C02-02) y tuvo como origen contri-
buir al Libro Homenaje al Profesor Vicente Cuñat Edo: Estudios de Derecho del Mercado 
Financiero, publicado por la Universidad de Valencia.
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verting these, with special focus on how mandatory reserve funds should be 
used in these processes and which must be included in the new entity’s share 
capital.

 This work analyses conversion as a structural modification available to co-
operatives, particularly credit cooperatives; their acknowledgment by law and 
in Spanish jurisprudence over time; the legal problems posed, and particularly 
the use of mandatory reserve funds. The study concludes with a proposal for 
interpretation of the current article 10.2 of the Law on credit cooperatives, 
which makes the underlying interests of the reform compatible with coopera-
tive values and principles.

Keywords: credit cooperatives, transformation, mandatory reserve funds, 
share capital.
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I. Introducción

La Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de 
las sociedades mercantiles (LME), ha introducido en su DF 4.º una mo-
dificación a la Ley de cooperativas de crédito 13/1989 (LCC), en parti-
cular a su art. 10.

Este artículo regulaba brevemente la fusión y escisión de coopera-
tivas de crédito. En concreto contenía dos normas. Según la primera, 
las fusiones, escisiones o absorciones que afecten a una cooperativa 
de crédito requerirán autorización administrativa previa; y según la se-
gunda, en el caso de que la entidad resultante de la fusión, escisión o 
absorción fuera una cooperativa de crédito, ésta deberá solicitar su ins-
cripción en el Registro correspondiente del Banco de España.

La LME ha introducido en dicho precepto diversas modificaciones: 
principalmente, por una parte, extiende a los supuestos de transforma-
ción la necesidad de autorización administrativa previa y el deber de so-
licitar la inscripción en el Registro del Banco de España; y por otra, es-
tablece una regulación específica para el caso de transformación, que 
es objeto de nuestra atención.

Según el nuevo art. 10.2, cuando una cooperativa de crédito se 
transforme en otra entidad de crédito, el Fondo de Reserva Obligato-
rio de aquella pasará a integrarse en el capital social de la entidad re-
sultante de la transformación1.2La medida es novedosa y de una im-
portancia vital para las cooperativas de crédito. Pero para poder valorar 
debidamente su alcance debemos referirnos previamente al sentido de 
esta modificación estructural y a su aplicación a las cooperativas.

II. La transformación. Reconocimiento y ámbito

La transformación es un tipo de modificación estructural por la que 
una entidad con personalidad jurídica, cambia su tipología y estatuto 
jurídico, conservando su personalidad y sin que se produzca sucesión 
en las relaciones jurídicas establecidas. La decisión de transformarse es 
adoptada por la persona jurídica conforme a un procedimiento previsto 
legalmente, que tiene como objetivo ofrecer seguridad jurídica a los su-
jetos que pueden verse afectados por dicho proceso: socios y acreedo-
res, principalmente. Las razones por las que una entidad decide trans-

1 La norma se complementa con una referencia a las consecuencias fiscales de di-
cha transformación. 
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formarse pueden ser diversas, desde la necesidad a la oportunidad2; en 
cualquier caso, el objetivo es adaptar la estructura jurídica para permitir 
dar continuidad a la empresa.

La transformación no estaba prevista inicialmente en nuestra le-
gislación entre las posibles modificaciones estructurales de las socie-
dades; la entidad que quisiera modificar su tipo debía proceder a su 
disolución y liquidación para posteriormente fundar el tipo social ele-
gido, lo que resultaba largo, costoso y perjudicial para el crédito de la 
empresa.

Es con la LSA 1951 cuando por vez primera se regula en nuestro 
ordenamiento la transformación de sociedades; en particular, la trans-
formación de sociedades anónimas en sociedades colectivas, comandi-
tarias o de responsabilidad limitada (art. 133), y viceversa (art. 140). Se 
trata de la transformación entre las distintas formas de sociedad mer-
cantil previstas en nuestro ordenamiento (arts. 122 C. de c. y leyes es-
peciales). Fuera de estos supuestos, no se ve posible llevar a cabo este 
tipo de modificaciones, y el art. 133 LSA declaraba nula cualquier trans-
formación en un tipo de sociedad distinto. Este régimen se mantiene 
en el TRLSA de 1989 (arts. 223 a 231), y se amplía subjetivamente con 
la Ley 12/1991 de Agrupaciones de interés económico (art. 19).

Como afirmaba Girón, con la transformación se conserva la indivi-
dualización e identificación subjetivas pero pueden modificarse muchos 
aspectos patrimoniales, por lo que la posibilidad de transformación es 
una cuestión esencialmente «jurídico-positiva, porque sin disposiciones 
que concretamente lo establezcan no puede imponerse a los acreedo-
res un cambio en el sujeto pasivo de las relaciones jurídicas», y pone 
como ejemplo las diferencias de régimen existentes entre una sociedad 
colectiva y una sociedad anónima. No obstante, como también reco-
noce este autor, la tendencia, sobre todo en derecho comparado, ha 
sido la de ir permitiendo la adaptabilidad de las estructuras empresa-
riales, haciéndola compatible con las garantías debidas a terceros y con 
el respeto de la relación de cada tipo con el sector económico-social al 
que corresponde3.

Siguiendo esta tendencia, la Ley 2/1995 de Sociedades de Res-
ponsabilidad Limitada (LSRL) amplió notablemente el perímetro sub-

2 Las razones que pueden llevar a una entidad a decidir su transformación pueden 
ser innumerables, desde facilitar la obtención de capital, reducir costes, mejorar el con-
trol de la sociedad, obtener ventajas fiscales, articular procesos de reestructuración em-
presarial como la constitución de grupos, etc., o simplemente se busca una forma jurí-
dica que se adapte mejor a los fines perseguidos por los socios.

3 Giron Tena, J.: Derecho de sociedades, tomo I, Madrid, 1976, pp. 354 y 357.

© Universidad de Deusto 



Aspectos de la transformación de las cooperativas de crédito 
tras la Ley de Modificaciones Estructurales de 2009 Isabel-Gemma Fajardo García

Deusto Estudios Cooperativos
ISSN: En tramitación, Núm. 1 (2012), Bilbao, pp. 93-124 97

jetivo de esta modificación estructural, reconociendo la posibilidad 
de transformación de la SRL en sociedad colectiva, comanditaria, 
anónima y en agrupación de interés económico; así como en socie-
dad civil si su objeto social no es mercantil, y en sociedad coopera-
tiva, de conformidad con lo previsto en la legislación reguladora de 
ésta (art. 87). También se contemplaba expresamente la posibilidad 
de transformación de la SRL en todos los tipos anteriormente citados 
(arts. 92 y 93), y se establecían ciertas garantías que debían respe-
tarse en ese proceso.

Por último, la LME aprobada el 3 de abril de 2009 se presenta 
como una concreción más del proceso de perfeccionamiento del de-
recho de sociedades mercantiles, tendente a la consecución de di-
versas finalidades; entre ellas, unificar y ampliar el régimen jurídico 
de las denominadas «modificaciones estructurales». Así, con la uni-
ficación se pretende crear un único régimen aplicable, derogando 
los anteriormente previstos en la LSRL y LSA; mientras que la am-
pliación supone incorporar al elenco clásico de modificaciones es-
tructurales (transformación, fusión y escisión) la cesión de activos y 
pasivos; aunque también podría considerarse un supuesto de am-
pliación, la extensión del perímetro subjetivo de las transformacio-
nes posibles.

La LME comienza declarando que su objeto es regular las mo-
dificaciones estructurales de las sociedades mercantiles (art. 1)4, 
aclarando a continuación que por tanto es aplicable a todas las so-
ciedades que tengan la consideración de mercantiles, bien por la na-
turaleza de su objeto (sociedades colectivas y comanditarias), bien por 
la forma de su constitución (anónimas, limitadas, agrupaciones de in-
terés económico y sociedades de garantía recíproca). Sin embargo, 
como adelanta su exposición de motivos, en materia de transforma-

4 El legislador español ha optado por tratar conjuntamente las modificaciones es-
tructurales de las sociedades mercantiles y no ampliar su tratamiento a las personas ju-
rídicas de derecho privado como se ha hecho en Alemania. En Italia, el Código civil, tras 
la reforma operada por el D. Legs 17 enero 2003 núm 6, también ha ampliado su ám-
bito más allá de las sociedades y regula, la transformación de sociedades de personas 
en sociedades de capital y viceversa (art. 2500-ter y 2500-sexies), y transformaciones 
heterogéneas de sociedades de capital (por acciones, comanditarias por acciones y res-
ponsabilidad limitada) en consorcios, sociedades consorciales, cooperativas, comunida-
des de empresas, asociaciones no reconocidas (sin personalidad jurídica) y fundaciones 
(art. 2500-septies); y las transformaciones recíprocas de consorcios, sociedades consor-
ciales, comunidades de empresas, asociaciones reconocidas y fundaciones, en socieda-
des de capital (art. 2500-octies).
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ción la ley amplía su perímetro de aplicación a las sociedades civiles y 
cooperativas (art. 4).

III.  La transformación de cooperativas. Regulación 
y problemática jurídica

Como hemos visto, la transformación es un mecanismo jurídico que 
permite modificar el tipo societario manteniendo la titularidad subjetiva 
de las relaciones jurídicas establecidas hasta el momento por la entidad 
transformada. El mantenimiento de la personalidad jurídica de la enti-
dad transformada no impide que ésta sufra importantes modificaciones 
como consecuencia de dicho proceso.

Estas alteraciones pueden afectar a su patrimonio, a su responsabi-
lidad, o a su objeto social; por ello, tanto la doctrina como la jurispru-
dencia, han venido defendiendo en garantía de los terceros, la imposi-
bilidad de proceder a la transformación de una entidad si una ley no lo 
prevé y adopta las garantías oportunas. A ello se debe que la implica-
ción de la cooperativa en un proceso de transformación no ha sido po-
sible hasta que el legislador lo ha regulado.

a) La regulación de la transformación de cooperativas. Evolución

La regulación de la transformación de la cooperativa llega en los 
años 90. Con anterioridad encontramos algunos supuestos concre-
tos de transformación en la Ley 33/1984 de ordenación del seguro pri-
vado, en la legislación cooperativa autonómica y en la Ley general de 
cooperativas de 1987.

La Ley 33/1984 tenía entre sus objetivos —según su exposición 
de motivos— fomentar la concentración de empresas y consiguiente-
mente la reestructuración del sector de los seguros en el sentido de 
dar paso a grupos y empresas más competitivas nacional e internacio-
nalmente y con menores costes de gestión. Por ello reconocía amplia-
mente los procesos de fusión, transformación, escisión y agrupación de 
las empresas aseguradoras.

En particular según su art. 28.3, las entidades de seguros podrían 
transformarse en sociedades de otra naturaleza jurídica o clase, autori-
zadas por la ley. Las formas jurídicas autorizadas eran, la sociedad anó-
nima, sociedad mutua a prima fija, sociedad mutua a prima variable, 
montepío o mutualidad de previsión social y la sociedad cooperativa 
(art. 7). El problema que plantea esta norma es que permite la trans-
formación pero no regula su procedimiento ni las garantías oportunas, 
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ni tampoco lo hace la legislación cooperativa aplicable supletoriamente 
(Ley Cooperativas 52/1974)5.

Poco después, la ley valenciana de cooperativas 11/1985 reconocía 
y regulaba la transformación de mutuas de seguros y mutualidades de 
previsión social en cooperativas de seguros; y de economatos de em-
presas en cooperativas de consumidores y usuarios (DF 4.ª); y la ley an-
daluza de cooperativas 2/1985, la transformación en cooperativas de 
las sociedades agrarias de transformación (DT 3.º3).

La LGC 3/1987 reconoció y reguló en su DA 3.ª la transformación 
de sociedades agrarias de transformación en sociedades cooperativas 
agrarias, cooperativas de explotación comunitaria de la tierra o de tra-
bajo asociado; y la transformación en este último tipo de cooperativa 
de las sociedades anónimas laborales, y demás sociedades anónimas 
y limitadas, en las que los trabajadores de las mismas sean titulares, al 
menos, del 50% del capital social, y ningún socio ostente más del 25 
por 100 del referido capital6.

Pero como decimos, la posibilidad de transformación de las coope-
rativas en otras formas sociales y viceversa, de una forma general, tiene 
lugar a lo largo de los años 907.

5 La Ley 33/1984 se limita a establecer al respecto, el derecho de los asegurados a 
resolver, por esta causa, los contratos de seguro (art. 7 y art. 84.7 Reglamento 1985). 
Por otra parte, su Reglamento, aprobado por RD 1348/1985 exigía para la transforma-
ción, la autorización del Ministerio de Economía y Hacienda, para lo que deberían apor-
tar la documentación y cumplir los requisitos que éste estableciera; y la difusión del pro-
yecto mediante información pública en la que los asegurados pudieran expresar, en su 
caso, las razones de su disconformidad. Por último, se establece la formalización de la 
transformación en escritura pública y su inscripción en los registros correspondientes; 
y la autorización para que la entidad resultante de la transformación, pueda superar el 
margen de solvencia establecido en el Reglamento (art. 84.6).

6 La citada disposición recoge una amplia regulación del procedimiento de trans-
formación y de sus consecuencias. Esta norma contempla exclusivamente la cooperativa 
como resultado de la transformación, pero en cambio regula el procedimiento a seguir 
por la sociedad a transformar, que como hemos visto podría ser una sociedad civil, mer-
cantil, laboral o una sociedad agraria de transformación. Especial interés tiene la men-
ción a la posibilidad de transformación de sociedades civiles o mercantiles en cooperati-
vas de trabajo asociado, si sus trabajadores son titulares de al menos el 50% del capital 
social, y ningún socio ostenta más del 25% del referido capital. Norma que nos re-
cuerda la recién aprobada ley de sociedades anónimas laborales de 25 de abril de 1986, 
en un contexto de crisis del sector industrial, que llevó a la reconversión de muchas em-
presas y al cambio de su forma jurídica para poder ser continuadas y saneadas por sus 
trabajadores asumiendo la condición de socios.

7 Durante estos años, tiene lugar en nuestro ordenamiento el reconocimiento gene-
ralizado de las transformaciones heterogéneas; consecuencia en parte de las recomen-
daciones procedentes de la Unión Europea. En este sentido, Vicent Chulia, F.: «Reforma 
del régimen de la fusión y otras modificaciones estructurales (Ante la Directiva 2005/56/
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La primera norma destacable fue la Ley 4/1993, de Cooperativas 
del País Vasco, que regula en sus arts. 85 y 86 la transformación de 
cooperativas en sociedades civiles o mercantiles de cualquier clase; y 
la transformación de sociedades y agrupaciones en cooperativas, siem-
pre que no exista un precepto legal que lo prohíba expresamente. Se-
gún su exposición de motivos, con estas normas se pretende cubrir las 
numerosas lagunas que tiene la regulación de esta materia en el orde-
namiento vigente; y para ello, se han tenido en cuenta dos principios: 
evitar que la transformación de cooperativas llegue a diluir o incluso 
desnaturalizar la esencia cooperativa8, y aprovechar las técnicas norma-
tivas del moderno derecho de sociedades. En términos muy similares se 
pronunció poco después la Ley valenciana 3/1995, de 2 de marzo, de 
modificación de la ley de cooperativas 11/1985, en sus arts. 68 y 699.

En el mismo año, la LSRL 2/1995 a la que hicimos anteriormente 
referencia, reconoce expresamente la transformación de la sociedad de 
responsabilidad limitada en sociedad cooperativa, de conformidad con 
lo previsto en la legislación reguladora de esta última10; y la transfor-

CE sobre fusión transfronteriza y el 14 de junio de 2007)» RDP núm 20, pp. 25-76, hace 
referencia a diversas normas de la Comisión Europea que aconsejan a los Estados miem-
bros facilitar la transformación heterogénea hacia formas societarias más idóneas para 
la sucesión (Comunicación de 29 de junio de 1994 sobre «La transmisión de empresas: 
acciones a favor de las pequeñas y medianas empresas» y Recomendación 94/1069/CE 
de 7 de diciembre de 1994, DOCE L 385/14, de 31 de diciembre). 

8 Por ello posiblemente, se condiciona la transformación a la existencia de necesi-
dades empresariales que exijan soluciones inviables en el sistema jurídico cooperativo, 
a juicio de los administradores y, en su caso, de la comisión de vigilancia de la coopera-
tiva, homologado por el Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi; y se asegura el 
destino de las dotaciones del Fondo de Reserva Obligatorio y de las reservas voluntarias 
irrepartibles, que se acreditarán al Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi (CSCE), 
como título de cuentas en participación en la sociedad resultante del proceso transfor-
mador; y el destino del Fondo de Educación y Promoción Cooperativa, que se aplicará 
conforme prevean los estatutos y en su defecto, es pondrá a disposición del CSCE.

9 Esta ley también recoge la exigencia de justificar que la transformación se hace 
por necesidades empresariales que no pueden atenderse razonablemente en régimen 
cooperativo, y asegura el destino de los fondos irrepartibles de la cooperativa. El fondo 
de reserva obligatorio podrá acreditarse a favor de los destinatarios estatutarios o lega-
les de estos fondos, como cuentas en participación de la sociedad resultante de la trans-
formación, o como créditos retribuidos a un interés de tres puntos sobre el legal del di-
nero, que se reembolsarán en el plazo máximo de cinco años.

10 También debe tenerse en cuenta el desarrollo de esta norma por el art. 222 RRM, 
del que destacamos que, para poder transformar una sociedad limitada en cooperativa, 
debe indicarse la legislación cooperativa que admita o permita la transformación y habrá 
que incorporar al procedimiento certificación del RM en el que consten las declaración 
de inexistencia de obstáculos para la inscripción de la transformación. Sobre cuál podría 
ser el contenido de esta declaración: Paz Canalejo, N.: La Sociedad Cooperativa ante el 
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mación de sociedades cooperativas en sociedades de responsabilidad li-
mitada conforme al procedimiento establecido en el art. 93 (precepto 
desarrollado por el art. 218 RRM). Entre otras medidas, este artículo 
exige para la inscripción de la transformación en el RM, la presenta-
ción de la certificación del Registro de cooperativas correspondiente, 
en la que consten entre otras menciones, la declaración de inexistencia 
de obstáculos para la inscripción de la transformación. El precepto es-
tablece también un régimen aplicable a la transformación de coopera-
tivas en sociedades de responsabilidad limitada para el caso de que no 
existan normas específicamente aplicables11. Entre estas normas pode-
mos destacar la que determina que el Fondo de Reserva Obligatorio, el 
Fondo de Educación y Promoción y cualesquiera otros Fondos o Reser-
vas que no sean repartibles entre los socios, recibirán el destino esta-
blecido para el caso de disolución de las sociedades cooperativas.

También en 1995 merece destacarse dos normas que afectarán a la 
posibilidad de transformación de dos tipos específicos de cooperativas, 
la Ley 30/1995, de ordenación y supervisión de los seguros privados, y 
el Real Decreto 1245/1995, sobre creación de bancos, actividad trans-
fronteriza y otras cuestiones relativas al régimen jurídico de las entida-
des de crédito.

La Ley 30/1995 admitía la transformación de cooperativa de se-
guros a prima variable, en mutua y cooperativa a prima fija o en so-
ciedad anónima, y de cooperativa de seguros a prima fija en sociedad 
anónima. También cabía la posibilidad de que una mutua de seguros a 
prima variable se transforme en cooperativa a prima fija; cualquier otro 
supuesto de transformación será nulo, salvo que excepcionalmente lo 
autorice el Ministro de Economía y Hacienda (art. 23). Según este pre-
cepto, el régimen aplicable a la transformación de entidades asegura-
doras es común y se regirá por lo previsto en esta Ley12 y en la Ley de 

reto de los mercados actuales. Un análisis no sólo jurídico, Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales, Informes y Estudios, 2002, pp. 206-207.

11 La norma podría interpretarse en un doble sentido: se establece un régimen para 
la transformación, en el caso de que la legislación cooperativa aplicable admita la trans-
formación pero no la regule; o bien, ese régimen será aplicable también en el caso de 
que la legislación cooperativa no prevea la transformación de cooperativa en sociedad 
de responsabilidad limitada. Pensamos que sólo es admisible la primera interpretación, 
en la medida en que la competencia para regular la cooperativa corresponde a las Co-
munidades Autónomas, que deben ser soberanas para admitir o no estas modificacio-
nes estructurales. 

12 La LOSSP se desarrolló por el Reglamento aprobado por RD 2486/1998 cuyo 
art. 71 regula ampliamente la transformación de entidades aseguradoras, exigiendo 
entre otros requisitos, que el proyecto de transformación especifique las causas de la 
misma.
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sociedades anónimas. Con la aprobación del texto refundido de la ley 
por RD. Leg 6/2004, el contenido de esta norma se encuentra recogido 
en el art. 24.

Por otra parte, el RD 1245/1995, en su DA 4.ª bajo el título de Au-
torización para la transformación en bancos de sociedades ya consti-
tuidas, reconoce la posibilidad de transformar cooperativas de crédito 
en bancos siempre que reúnan los requisitos exigidos para la creación 
de éstos en el Titulo I de dicho Real Decreto13. La norma es criticable, 
por su carácter reglamentario14, por la ausencia de una norma legal 
que permitiese la transformación de cooperativa de crédito en sociedad 
anónima15, y por no articular medidas que garantice los intereses de 
socios y terceros en ese proceso de transformación.

Por último hay que hacer referencia a la vigente Ley estatal de 
cooperativas 27/1999, que a diferencia de su predecesora, recoge de 
forma general y amplia la transformación de cooperativas en su art. 69. 
Según este precepto, cualquier asociación o sociedad que no tenga ca-
rácter cooperativo y las agrupaciones de interés económico, podrán 
transformarse en una sociedad cooperativa siempre que, en su caso, 
se cumplan los requisitos de la legislación sectorial y que los respecti-
vos miembros de aquellas puedan asumir la posición de cooperadores 
en relación con el objeto social previsto para la entidad resultante de la 
transformación. Asimismo, las sociedades cooperativas podrán trans-
formarse en sociedades civiles o mercantiles de cualquier clase.

b) Problemática jurídica que plantea la transformación de cooperativas

La normativa analizada pone de relieve cómo partiendo de la impo-
sibilidad de participación de la cooperativa en procesos de transforma-
ción, el legislador ha ido reconociendo cada vez más y de forma más 
amplia, esa posibilidad.

13 Entre dichos requisitos, el art. 2.1 b) exige para realizar la actividad bancaria te-
ner un capital social inicial no inferior a 18.030.363 euros, desembolsado íntegramente 
en efectivo y representado por acciones nominativas. En caso de transformación, este 
requisito se entenderá cumplido siempre que la suma del patrimonio neto resultante de 
su balance reciente auditado y de las aportaciones en efectivo alcancen dicho importe.

14 En este sentido, la norma fue criticada por Vicent Chulia, F.: «Las modificaciones 
estructurales de sociedades tras la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada y el 
Reglamento del Registro Mercantil», RJC núm 3, 1997, p. 62. 

15 La legislación sobre sociedades anónimas (RD Leg. 1564/1989) no contemplaba 
este supuesto en su art. 231, ni tampoco la legislación cooperativa vigente en el mo-
mento (LGC 1987 y Ley 13/1989 de Cooperativas de Crédito).
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Las razones que dificultaban ese reconocimiento son fácilmente en-
tendibles, y todavía son tenidas en cuenta en otros países donde sigue 
sin ser posible la transformación entre entidades de naturaleza jurídica 
diferente, como la cooperativa y las sociedades mercantiles16.

Las sociedades mercantiles comparten la misma naturaleza lucra-
tiva, sin embargo, hasta 1951 no se reconoció la posibilidad de trans-
formarse entre sí, y ello fue posible porque el legislador estableció ga-
rantías para asegurar los intereses de socios y terceros17, siendo el 
principal escollo la diversa responsabilidad de los socios, y consecuen-
tes garantías de los acreedores, en las sociedades personalistas y capi-
talistas.

Si analizamos las diferencias existentes entre entidades de distinta 
naturaleza se comprende que las garantías establecidas para la trans-
formación de las sociedades mercantiles no sean suficientes. Así po-
dríamos plantearnos si es posible y bajo qué condiciones, la transfor-
mación de una sociedad anónima en cooperativa, en asociación, en 
fundación; o la transformación de una fundación, asociación o coope-
rativa en una sociedad mercantil. Limitando nuestro análisis a la coope-
rativa y a las sociedades mercantiles, podríamos distinguir las siguientes 
peculiaridades que deben tenerse en cuenta ante un proceso de trans-
formación:

a) Para que pueda transformarse una sociedad mercantil en una 
cooperativa, es necesario que los socios además de aportar ca-
pital social pasen a ser socios cooperadores, esto es, partícipes 
en la actividad de la cooperativa, bien como proveedores, usua-
rios o consumidores, o bien como trabajadores. No se trata de 
asumir prestaciones accesorias. Esta relación económica que va 

16 En Portugal, el art. 80 del Código Cooperativo aprobado por Ley núm. 51/1996 
declara la nulidad de la transformación de la cooperativa en cualquier tipo de sociedad 
comercial, y en Italia, el Código civil, tras la reforma operada por el D. Leg. 17 enero 
2003 núm. 6, admite la transformación heterogénea de sociedades de capital en socie-
dades cooperativas (art. 2500-septies), pero no la transformación de cooperativas preva-
lentemente mutualistas en sociedades (art. 2545-decies). 

17 Entre esas garantías puede citarse, que la decisión de transformación sea acor-
dada en junta general por los socios, con los requisitos y formalidades exigidos para 
los acuerdos de especial relevancia; que se publicite debidamente el acuerdo; que se 
reconozca a los socios disidentes el derecho de separación; que se reconozca a los so-
cios que continúan en la sociedad transformada una participación en el capital social 
proporcional a la que tenían anteriormente; que los socios que tenían responsabili-
dad ilimitada sigan respondiendo solidaria y personalmente con todos sus bienes de 
las deudas contraídas con anterioridad, salvo expreso consentimiento de los acreedo-
res, etc.

© Universidad de Deusto 



Aspectos de la transformación de las cooperativas de crédito 
tras la Ley de Modificaciones Estructurales de 2009 Isabel-Gemma Fajardo García

Deusto Estudios Cooperativos
104 ISSN: En tramitación, Núm. 1 (2012), Bilbao, pp. 93-124

a vincular al socio con la cooperativa es esencial y prevalente. 
Los derechos del socio vendrán determinados principalmente 
por el desarrollo de esa participación económica y no por su 
aportación a capital. Por ello, el art. 69.1 Ley 27/1999 esta-
blece como requisito para transformarse en cooperativa que 
los miembros de las entidades a transformar «puedan asumir la 
posición de cooperadores en relación con el objeto social pre-
visto para la entidad resultante de la transformación». Aquellos 
miembros que no puedan asumir dicha posición podrán conti-
nuar en la cooperativa en condición de socio colaborador o aso-
ciado18, como en su día reconoció la LGC 3/1987 (DA 4.ª), pero 
debe tenerse en cuenta que tanto su número como su partici-
pación en la cooperativa debe ser minoritaria.

 Contrariamente, si la cooperativa se transforma en sociedad 
mercantil, los socios dejan de tener derecho a participar en la 
actividad económica de la sociedad, su relación se transforma 
en la de un mero trabajador, cliente o proveedor de la socie-
dad, sin ningún tipo de ventaja o garantía de que la sociedad 
atienda sus necesidades o aspiraciones económicas.

 La actividad que la cooperativa realiza con el socio sin ánimo de 
lucro (con derecho al retorno en caso de generar beneficios), se 
transforma en lucrativa cuando se realiza por la sociedad mer-
cantil (el socio no tiene derecho a retornos, en cambio, tendrá 
derecho al reparto de beneficios vía dividendos o en todo caso, 
a la revalorización de su aportación a capital).

 En definitiva, en la sociedad mercantil lo relevante es la apor-
tación a capital del socio, mientras que en la cooperativa es su 
condición de trabajador, consumidor o proveedor. La sociedad 
mercantil trabaja para mejorar la inversión del capital, mientras 
que la cooperativa trabaja para mejorar la calidad y el precio de 
la prestación al socio.

b) La aportación a capital que en la sociedad mercantil suele ser la 
medida de los derechos políticos y económicos del socio, pierde 
relevancia en la cooperativa, donde ni siquiera existe el derecho 
legal a la retribución por el capital aportado, y cuando se reco-
noce, su retribución no puede superar ciertos límites legales.

18 La Ley 27/1999 describe al socio colaborador como aquella persona física o ju-
rídica, que, sin poder desarrollar o participar en la actividad cooperativizada propia del 
objeto social de la cooperativa, puede contribuir a su consecución (art. 14). Figuras simi-
lares al socio colaborador puede encontrarse en la legislación cooperativa con otras de-
nominaciones, como la de asociado (art. 28 LCCV 8/2003)
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c) En la cooperativa rige el principio democrático, lo que significa 
que cada socio tiene derecho a un voto, mientras que en las so-
ciedades mercantiles el voto suele ser plutocrático, o en todo 
caso, no rige el voto democrático.

d) En la cooperativa, cuando el socio quiere separarse no está so-
metido a más condicionantes que el preaviso, y tiene derecho 
a recuperar la aportación a capital realizada, dada la natura-
leza variable de su capital; mientras que en las sociedades mer-
cantiles, el socio sólo puede separarse si concurre alguna de 
las causas legal o estatutariamente establecidas o si consigue 
transmitir sus acciones o participaciones. En cambio, en caso de 
separación, tiene derecho a recuperar el valor real y no sólo no-
minal de su aportación a capital.

e) Por otra parte, como consecuencia de la naturaleza no lucra-
tiva de la cooperativa, los beneficios obtenidos, o se retornan 
al socio que los ha generado o se aplican a fondos irrepartibles 
(Fondo de Reserva Obligatorio y Fondo de Educación y Promo-
ción) como es característico de las sociedades de base mutua-
lista. Estos fondos, que contribuyen al fortalecimiento empre-
sarial de la cooperativa, y hacen posible el principio de puertas 
abiertas y de formación, información y promoción cooperativa, 
han sido generados gracias al esfuerzo colectivo de todos los 
socios que han pasado por la cooperativa, y que al separarse 
han dejado parte de los beneficios que han generado. La trans-
formación de la cooperativa plantea el problema de determinar 
qué destino debe darse a estos fondos.

f) Además, y como consecuencia de las anteriores características de 
la cooperativa, esta empresa suele ser objeto de un tratamiento 
fiscal específico. Ese tratamiento viene condicionado entre otros 
factores, por la existencia de dotaciones a dichos fondos irrepar-
tibles, por la imposibilidad de su reparto o por la correcta aplica-
ción de los mismos a los fines legalmente establecidos (art. 13 
Ley 20/1990, de Régimen Fiscal de las Cooperativas). En sede de 
transformación, es discutible que una entidad que ha recibido 
ayudas o contribuciones públicas pueda posteriormente transfor-
marse en una sociedad lucrativa o al menos, poder aprovecharse 
sus socios individualmente de esas ventajas19.

19 El Código civil italiano, no admite la transformación de asociaciones que hayan 
recibido ayudas públicas o contribuciones de tal carácter; y tampoco permite la transfor-
mación de fundaciones, salvo por decisión de la autoridad gubernativa a propuesta del 
órgano competente (art. 2500-octies).
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Las modificaciones que se operan con ocasión de la transforma-
ción heterogénea son tan importantes que no puede calificarse ésta 
como un mero cambio de vestidura jurídica20, pues afecta a la causa 
misma del contrato societario. Sobre este tema Alberto Díaz analiza 
los distintos supuestos de transformación contemplados en la LSRL, y 
llega a la conclusión de que la transformación entre sociedades civiles 
y mercantiles debe ser perfectamente admisible puesto que compar-
ten el ánimo de lucro como elemento causal identificador, y por tanto 
la intención de los socios, su propósito último cuando entraron en la 
sociedad, permanece idéntico, lo que cambia es el instrumento orga-
nizativo que va a utilizarse para conseguirlo. Más discutible es en cam-
bio, en su opinión, la transformación de y en cooperativas o mutuas, 
porque son entidades con causas distintas: fin lucrativo versus fin mu-
tualista21. Precisamente esta diferenciación en los fines es la razón que 
justifica la prohibición en la legislación portuguesa, de la transforma-
ción de la cooperativa en sociedad comercial y viceversa22.

Por ello, en estos casos, se dice que la transformación no puede ser 
vista como la posibilidad de buscar el mismo propósito o fin con tipos 
distintos, sino como la posibilidad de alterar el fin y, correlativamente el 
tipo, sin someterse a la regla de la unanimidad o sin disolución y poste-
rior constitución de ente distinto.

El reconocimiento de la posibilidad de transformación entre entida-
des diferentes no sólo por la forma sino también por sus fines, lleva a 
reconsiderar la idoneidad del término «transformación», para definir es-
tos procesos; que obedecerían más bien a una «transubstanciación»23.

Sin embargo, debe tenerse en cuenta también que cuando se plan-
tea una transformación heterogénea, muy probablemente, los socios 
de la entidad a transformar lo que persiguen es adoptar un tipo socie-
tario más adecuado a sus fines. No es extraño pensar en una coope-
rativa inicialmente mutualista que con el tiempo ha ido perdiendo ese 
carácter y ha ido adquiriendo fines lucrativos, y que lleva a cabo o está 

20 Alfonso Sánchez, R.: La transformación de la sociedad cooperativa, Editoriales de 
Derecho Reunidas, SA, 2002, p. 28. 

21 Díaz Moreno, A.: «La disciplina de la transformación en el Proyecto de Ley de So-
ciedades de Responsabilidad Limitada», Estudios en Homenaje al profesor Broseta, t. 1, 
Valencia, 1995, pp., 830-833.

22 Rodrigues, J.A.: Código Cooperativo. Anotado he comentado, e Legislaçao Coo-
perativa, Quid Iuris, Lisboa, 2001, pp. 174-175.

23 Término empleado por Olivencia en relación con la transformación de asocia-
ción en sociedad (prólogo al libro de Selva Sánchez: Sociedades anónimas deportivas, 
Madrid, 1992, p. 16), y por Díaz Moreno, A., en relación con la transformación de y en 
cooperativa («La disciplina …», op. cit., p. 832).
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interesada en llevar a cabo comportamientos sancionados por la legis-
lación cooperativa con la pérdida de la condición de cooperativa fiscal-
mente protegida (art. 13 LRF 20/1990), o con la descalificación como 
cooperativa (art. 116 LC 27/1999)24. Este es el supuesto previsto en la 
legislación cooperativa italiana, al permitir la transformación en socie-
dad, solamente a las cooperativas que no tienen naturaleza prevalente-
mente mutualista25.

El legislador español, a pesar de la problemática que entraña la 
transformación heterogénea, ha optado por reconocer la transforma-
ción de sociedades en cooperativas y viceversa, pero ha sometido la 
misma a ciertas garantías en interés de los socios y terceros, como ve-
remos a continuación.

IV.  Régimen jurídico aplicable a la transformación 
de cooperativas

Para dar respuesta a este tema, debemos plantearnos en primer lu-
gar, cual es el marco normativo aplicable al supuesto de transforma-
ción de cooperativas.

Hasta el momento, la legislación cooperativa, estatal y autonómica, 
ha venido regulando la transformación de las cooperativas. Tras la 
aprobación de la LME cabe plantearse si aquél régimen ha sido modifi-
cado por la nueva ley.

En principio, su disposición derogatoria afecta al Texto Refundido 
de la Ley de sociedades anónimas, a la Ley de sociedades de respon-
sabilidad limitada y a la Ley de agrupaciones de interés económico, 
y sus disposiciones finales introducen modificaciones además, en la 
Ley 31/2006 sobre implicación de los trabajadores en la SAE y SCE, y 
en la Ley de cooperativas de crédito 13/1989. La LME no viene a dero-
gar ni a modificar, al menos expresamente la legislación cooperativa, a 
excepción de la norma de la LCC objeto de nuestro estudio.

24 De hecho, en ocasiones, la legislación cooperativa ha contemplado la transforma-
ción de la cooperativa como solución cuando su funcionamiento no se ha adaptado a 
los fines cooperativos. Véase en este sentido la Ley de Cooperación de 1942 (DT 6.ª) o 
la Ley de Cooperativas de la Comunidad Valenciana 8/2003 (art. 121.2).

25 Las cooperativas de mutualidad prevalente son aquellas que desarrollan su acti-
vidad económica principalmente con sus socios y prevén en sus estatutos las siguientes 
normas: la prohibición de distribuir los dividendos o remunerar los instrumentos finan-
cieros, por importe superior al legamente previsto; la prohibición de distribuir las reser-
vas entre los socios cooperadores; o la obligación de destinar los fondos mutuales a la 
promoción y desarrollo de la cooperación (arts. 2513 y 1514 Codice civile). 
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La Ley 3/2009 tiene por objeto, como su título indica, las modifi-
caciones estructurales de las sociedades mercantiles, no afectando por 
tanto a las cooperativas26. Sin embargo, en materia de transformación, 
además de unificar la normativa sobre transformación de sociedades 
mercantiles, cuyo régimen —según dice la exposición de motivos— se 
encuentra dividido actualmente entre la LSA y la LSRL, «dilata el perí-
metro de las transformaciones posibles» afectando también a las coo-
perativas.

Así, el art. 7 de la LME establece, bajo el título de «Transforma-
ción de sociedades cooperativas» que la transformación de una socie-
dad cooperativa en otro tipo social o de éste en aquélla, se regirá en lo 
referente a los requisitos y efectos de la transformación de la sociedad 
cooperativa por la legislación que le sea aplicable27.

26 A pesar de esta evidencia, no podemos pasar por alto, el art. 2 de la LME que si-
tuado entre las disposiciones generales y bajo el título de ámbito subjetivo de aplica-
ción de la ley señala, en primer lugar, que la presente ley es aplicable a todas las socie-
dades que tengan la consideración de mercantiles, bien por la naturaleza de su objeto, 
bien por la forma de su constitución; y en segundo lugar, que las modificaciones estruc-
turales de las sociedades cooperativas, así como el traslado internacional de su domici-
lio social, se regirán por su específico régimen legal. Este precepto puede calificarse de 
innecesario —como hizo la Comisión General de Codificación—: es «innecesario decir 
dónde y cómo se regulan las cooperativas». Este párrafo 2.º del art. 2 tiene su origen 
en la enmienda núm. 3 del GP Vasco del Congreso de los Diputados, enmienda que no 
fue aceptada en los términos planteados, pero con la que se pretendía dejar clara la ex-
clusión de las cooperativas, en respuesta al comentario hecho por el Consejo de Estado. 
Este órgano, en su Dictamen de 19 de diciembre de 2007 al Anteproyecto de LME de 
las sociedades mercantiles, concretamente en su Consideración núm. 8 criticaba que se 
remitiese en materia de transformación de sociedades cooperativas a su legislación apli-
cable, porque entendía que nada añadía, y sugería que la proyectada nueva ley podría 
incluir las previsiones de índole general aplicables a las transformaciones societarias que 
afecten a las sociedades cooperativas. En respuesta a esta posible afectación de la LME 
al régimen aplicable a la transformación de las cooperativas, actualmente contenido en 
la legislación cooperativa, responde la enmienda planteada y el texto que finalmente 
quedó reflejado en el art. 2.2 de la LME. La razón de su existencia no es causa que jus-
tifique la misma, y como era de esperar, introduce más confusión que aclaración. Algún 
autor incluso, llega a ver en esta norma la voluntad del legislador de considerar la coo-
perativa como una sociedad mercantil aunque dotada de un régimen específico de mo-
dificaciones estructurales (Sánchez Álvarez: «La ley de modificaciones estructurales y el 
concepto de modificación estructural», Modificaciones estructurales de las sociedades 
mercantiles; Fernando Rodríguez Artigas (dir.), Alberto Alonso Ureba (dir.), Luis Fernán-
dez de la Gándara (dir.), Luis Antonio Velasco San Pedro (dir.), Jesús Quijano González 
(dir.), Gaudencio Esteban Velasco (dir.), vol. 1, 2009, p. 61).

27 El segundo párrafo, que no es objeto de nuestra atención en esta sede, se refiere 
a la transformación de sociedades cooperativas en sociedades cooperativas europeas y 
viceversa, y dice que esta modificación se regirá por lo dispuesto en el Reglamento (CE) 
número 1435/2003 y por las normas que lo desarrollan.
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La norma plantea la duda de si la transformación en la que parti-
cipe una cooperativa debe regirse por su normativa específica o si la 
referencia a los requisitos y efectos significa que, salvo en estas mate-
rias, regirá la LME. La doctrina se ha pronunciado en sentidos diversos. 
Para Sánchez Álvarez28 la transformación de la sociedad cooperativa se 
regirá en cuanto a los requisitos y efectos por la legislación que le sea 
aplicable, y cita el art. 68 LC 27/99; pero en el procedimiento «parece 
que debiera aplicarse el Título I LME». Sacristán Represa también se 
plantea la duda pero se inclina finalmente por interpretar que el art. 7 
excluye el alcance de la LME y además lo justifica29. Por último, pode-
mos citar la opinión de León Sanz30, quien interpreta que la regulación 
del procedimiento se descompone entre lo dispuesto en la LME en los 
aspectos relativos a las sociedades mercantiles y lo dispuesto en la le-
gislación cooperativa, en lo referente a las cooperativas. Aquellos au-
tores que se han ocupado de estudiar cual sería el régimen aplicable a 
la transformación con participación de cooperativas, tras la LME, hacen 
un análisis integrador de las normas cooperativas y de la LME31.

Una simple lectura de los preceptos contenidos en la LME relati-
vos a la transformación (arts. 3 a 21) pone de manifiesto claramente 

28 Sánchez Álvarez: «La ley de modificaciones…», op. cit., p. 62. 
29 Sacristán Represa: «Transformación de sociedad anónima en otros tipos socia-

les», Modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles; Fernando Rodríguez 
Artigas (dir.), Alberto Alonso Ureba (dir.), Luis Fernández de la Gándara (dir.), Luis Anto-
nio Velasco San Pedro (dir.), Jesús Quijano Gonzáles (dir.), Gaudencio Esteban Velasco 
(dir.), vol. 1, pp. 135-248, 2009, p. 181. Para este autor, parece razonable que se ex-
cluya la aplicación de la LME en la transformación que implica a la cooperativa teniendo 
en cuenta que dadas «las particularidades de ambas figuras societarias, por distintas ra-
zones, nos llevan a la necesidad de exigir que cuando otra se transforma en alguna de 
ellas adopte previamente o en el curso de la transformación condiciones exigidas por 
esa peculiaridad, que no tienen correspondencia en la que se producen entre tipos mer-
cantiles de sociedad de cuño nacional. A esos requisitos no hace referencia la LME, sino 
que… con mayor o menor claridad vienen establecidas en esa legislación peculiar a la 
que con distinta amplitud en ambos preceptos se hace referencia».

30 León Sanz: «Los antecedentes y los aspectos generales de la transformación», 
Modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles; Fernando Rodríguez Artigas 
(dir.), Alberto Alonso Ureba (dir.), Luis Fernández de la Gándara (dir.), Luis Antonio Ve-
lasco San Pedro (dir.), Jesús Quijano Gonzáles (dir.), Gaudencio Esteban Velasco (dir.), 
vol 1, 2009, p. 118.

31 Peñas Moyano: «Transformación de sociedades cooperativas (cooperativa nacio-
nal y cooperativa europea)», Modificaciones estructurales de las sociedades mercanti-
les; Fernando Rodríguez Artigas (dir.), Alberto Alonso Ureba (dir.), Luis Fernández de la 
Gándara (dir.), Luis Antonio Velasco San Pedro (dir.), Jesús Quijano González (dir.), Gau-
dencio Esteban Velasco (dir.), vol. 1, 2009, pp. 261 y ss., y Ávila Navarro, P.: Modifica-
ciones estructurales de las sociedades mercantiles. Ley 3/2009, t. I, Bosch, Barcelona, 
2009, pp. 243 y ss.
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que el legislador no tiene en mente la participación de una cooperativa 
en el proceso de transformación, porque no recoge peculiaridades que 
le son propias (v.gr. cumplimiento de requisitos para ser cooperado-
res, destino de reservas irrepartibles, etc.), ni tampoco el régimen pre-
visto en la LME es compatible con el que exigiría la transformación de/
en cooperativas (v. gr. ejercicio derecho de separación, publicación del 
acuerdo en BOE, situación del socio industrial que desarrollaría su tra-
bajo en la cooperativa como prestación accesoria, en lugar de cómo 
socio de trabajo, que es lo propio, etc.); y que sí contempla la legisla-
ción cooperativa.

Entendemos que la LME ha incidido en el régimen aplicable a la 
transformación de/en cooperativas muy tangencialmente, a excepción 
del caso de las cooperativas de crédito que veremos a continuación:

a) La ampliación del perímetro subjetivo que anuncia la exposi-
ción de motivos, más allá de la regulación de las modificacio-
nes estructurales de las sociedades mercantiles en materia de 
transformación, debe limitarse —por lo que a las cooperativas 
se refiere— al reconocimiento de la transformación de éstas en 
sociedades mercantiles y viceversa; es decir, a los supuestos po-
sibles previstos en el art. 4. Que indudablemente, no constituye 
una novedad porque ya la legislación cooperativa contemplaba 
esos supuestos y más, en el art. 69.1 LC 27/99, pero sí consti-
tuye una novedad desde el punto de vista de la regulación de la 
sociedad anónima32.

b) La remisión que el art. 7 hace a la regulación de los requisitos y 
efectos de la transformación conforme a la legislación aplicable 
a las cooperativas, no puede interpretarse como que el proce-
dimiento aplicable será el previsto en la LME, porque la regula-
ción de éste no se ha hecho pensando en las cooperativas y no 
es un régimen adecuado para el caso.

c) Entendemos por tanto, que la normativa aplicable a la transfor-
mación de/en cooperativas es la contenida en la legislación coo-
perativa, sin perjuicio de la aplicación analógica que pudiera ha-
cerse de algunas normas de la LME33.

32 Porque recordamos que la LSRL sí contemplaba la transformación de/en coopera-
tiva, pero no el Texto refundido de la ley de sociedades anónimas.

33 La aplicación analógica de las normas de la LME a supuestos de transforma-
ción de/en cooperativas no debe plantear problemas si se hace conforme prevé el 
art. 4.1.C.c. Es un tema recurrente en materia de transformación plantear la proceden-
cia o no de la aplicación analógica de las normas. Entendemos que la transformación, 
como mecanismo que permite un cambio sustancial en la estructura y regulación de una 
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d) La anterior conclusión no excluye una valoración crítica de sus 
consecuencias, en el sentido de que hubiera sido deseable que 
se hubiera regulado un régimen común aplicable a todo su-
puesto de transformación, o al menos, que hubiera incluido a 
las cooperativas, y haber previsto o haber remitido a otros tex-
tos, los aspectos específicos que según el tipo social partícipe 
fueran necesarios, como se hizo en la UmwG alemana de 1994, 
y que algunos autores reclamaban34. En cualquier caso, es pre-
visible, que en futuras reformas de la legislación cooperativa, se 
opte, como se ha hecho en tantas ocasiones, por hacer una re-
misión a la aplicación del régimen previsto en esta ley, salvo en 
aquellos aspectos que regule específicamente la legislación coo-
perativa.

Como consecuencia, cabe decir que el marco normativo aplicable 
a la transformación de la cooperativa será el previsto en la legislación 
cooperativa, y por tanto, la primera tarea será determinar qué ley de 
cooperativas es la aplicable. A tales efectos habrá que tener en cuenta 
que el ámbito de aplicación de las diversas leyes de cooperativas viene 
determinado por el ámbito de actuación de la cooperativa con sus pro-
pios socios, lo que se conoce cómo ámbito de su actividad cooperativi-
zada.

Así, la LC 27/1999 se aplica a las cooperativas que desarrollen 
su actividad cooperativizada en el territorio de varias CCAA, excepto 
cuando en una de ellas se desarrolle con carácter principal; y también 
se aplica a las cooperativas que realicen principalmente su actividad 
cooperativizada en las ciudades de Ceuta y Melilla (art. 2).

Además, y como excepción a la anterior norma, debe tenerse en 
cuenta que el criterio para determinar la competencia en materia de 
cooperativas cambia en el caso de las cooperativas de crédito. Tras la 
aprobación de la LC 27/99, se publicó la Ley 55/1999, de 29 de diciem-
bre, de Medidas Administrativas, Fiscales y de Orden Social (art. 54), 
que vino a dar una nueva redacción al recién aprobado art. 104 LC, en 
el siguiente sentido: «Las cooperativas de crédito se regirán por su ley 
específica y por sus normas de desarrollo. Asimismo, les serán de apli-

sociedad, que trae importantes consecuencias para socios y terceros, no debe ser posi-
ble por la mera voluntad de los socios, sino que requiere estar prevista en la ley su admi-
sión y las garantías que lo hagan posible sin defraudar los derechos de los sujetos impli-
cados. Y en este caso, la transformación de/en cooperativa está admitida y regulada en 
la ley, la aplicación analógica de la LME que defendemos, sólo tendría por objetivo com-
pletar las lagunas que el régimen previsto en la legislación cooperativa pudiera plantear.

34 Vicent Chuliá, F.: «Reforma del régimen…», op. cit., pp. 66 y ss.
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cación las normas que, con carácter general, regulan la actividad de las 
entidades de crédito, y con carácter supletorio la presente Ley de Coo-
perativas cuando su ámbito de actuación estatutariamente reconocido, 
conforme a su ley específica, sea supraautonómico o estatal, siempre 
que realicen en el citado ámbito actividad cooperativizada de manera 
efectiva». Como puede verse, en el caso de las cooperativas de crédito, 
se aplicará en primer lugar su legislación específica (Ley 13/1989 de 
Cooperativas de crédito y su Reglamento, aprobado por RD 84/1993) y 
supletoriamente la LC 27/99 siempre que su actividad cooperativizada 
exceda de una Comunidad Autónoma35.

Todas las leyes de cooperativas, tanto la estatal como las autonó-
micas han regulado la transformación con participación de las coope-
rativas36. En nuestro análisis vamos a limitarnos a la regulación con-
templada en la ley 27/1999, concretamente en su art. 69 que lleva por 
título: «Transformación».

Según este precepto, cualquier asociación o sociedad que no tenga 
carácter cooperativo y las agrupaciones de interés económico, podrán 
transformarse en cooperativa, y éstas podrán transformarse en socieda-
des civiles o mercantiles de cualquier clase, sin que se vea afectada la 
personalidad jurídica de la entidad transformada.

La norma regula a continuación el procedimiento que debe se-
guirse para la transformación de la cooperativa, y algunos requisitos 
que deberán cumplirse para la transformación en cooperativa.

Entre estos últimos, la Ley exige que la entidad que se transforma 
cumpla la legislación sectorial que sea aplicable al tipo de coopera-
tiva en que va a transformarse (cooperativa de crédito, de seguros, de 
transporte, de enseñanza, etc.); que sus miembros puedan asumir la 
posición de cooperadores en relación con el objeto social previsto; que 
la transformación se formalice en escritura pública, y que contenga las 
menciones exigidas en la legislación aplicable a la entidad que se trans-
forma (art. 18.2 LME y art. 222 RRM); que si estuviera inscrita en el 
RM, el Registrador haga constar la inexistencia de obstáculos para la 

35 Esta norma que reduce las competencias de las CCAA en la regulación de las 
cooperativas de crédito, fue recurrida en su momento y declarada constitucional por el 
TC (Sala Pleno) en sentencia núm. 291/2005, de 10 de noviembre.

36 Esta regulación está prevista en: ley andaluza 2/99 (arts. 108-109); ley catalana 
18/02 (art. 84-85); ley vasca 4/93 (arts. 85-86); ley valenciana 8/03 (arts. 79-80); ley na-
varra 14/06 (art. 59); ley aragonesa 9/98 (art. 66); ley castellano leonesa 4/02 (arts. 86 y 
89); ley castellano-la mancha 20/02 (arts. 79-80); ley extremeña 2/98 (arts. 74 a 81); ley 
gallega 5/98 (arts. 84-85); ley riojana 4/01 (arts. 91-92); ley madrileña 4/99 (arts. 83 a 
92) y ley murciana (8/06 (arts. 94-95). Como excepción, la transformación no está regu-
lada en la Ley de Cooperativas de las Islas Baleares 1/2003.
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transformación, y finalmente, que si la entidad a transformar tuviera 
socios que respondieran personalmente de las deudas contraídas por la 
entidad, la transformación no liberará a estos socios de su responsabi-
lidad por las deudas contraídas por ésta con anterioridad a la transfor-
mación, salvo consentimiento expreso a la transformación de los acree-
dores.

La regulación del procedimiento de transformación de la coopera-
tiva comienza con los requisitos que debe cumplir el acuerdo de trans-
formación (adopción por asamblea general con las formalidades legales 
previstas para la convocatoria y constitución de la misma. La remisión 
que hace el art. 69 LC a los requisitos exigidos para la adopción del 
acuerdo de fusión, obliga a interpretar los arts. 63.7 y 64, con el fin de 
adaptarlos al supuesto de transformación, y el resultado no es muy sa-
tisfactorio, sobre todo en cuanto a la información económica que debe 
procurarse al socio, por lo que sería conveniente integrar la interpreta-
ción de esta norma con lo preceptuado en el art. 9 de la LME.

A continuación, el art. 69 LC hace referencia al derecho de separa-
ción del socio disconforme, a la participación de los socios en la socie-
dad transformada, a su responsabilidad y al destino de los fondos irre-
partibles.

En relación con el derecho de separación de los socios37, se reco-
noce «en los términos previstos para el caso de fusión», por lo que es 
un derecho reconocido a los socios que no votaron a favor del acuerdo 
de transformación, y que se ejercita comunicando la baja por escrito al 
Presidente del Consejo rector, en el plazo de 40 días desde la publica-
ción del anuncio del acuerdo de transformación (art. 65). El socio que 
causa baja de la cooperativa tiene derecho al reembolso de sus apor-
taciones al capital social, liquidadas conforme establece el art. 51 para 
el caso de baja justificada, que deberá hacerse efectivo en el plazo 

37 La regulación del derecho de separación en la legislación cooperativa ha sufrido 
una evolución, consecuencia del mimetismo seguido por el legislador al regular esta ma-
teria. Así, es propio de la cooperativa que el socio pueda causar baja en cualquier mo-
mento, sin necesidad de manifestar causa para ello; este derecho es consecuencia del 
principio de adhesión voluntaria y abierta que caracteriza a estas entidades. Hasta la 
LGC 1987, la legislación cooperativa, hacía referencia a la baja del socio con ocasión de 
la fusión, con el fin de calificar la misma como justificada a los efectos de su liquidación, 
impidiendo que se la aplicaran deducciones o aplazamientos a su reembolso. Sin em-
bargo, a partir de la citada ley, y seguramente, por influencia de la entonces proyectada 
reforma de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada por Ley 19/1989, se incor-
pora una expresa referencia al derecho de separación del socio como si fuese un dere-
cho generado a raíz de su disconformidad con el acuerdo adoptado, como ocurre en la 
SRL, cuando en la cooperativa sigue siendo un derecho que tiene el socio en cualquier 
momento. 
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máximo de cinco años. Esta cantidad no podrá actualizarse pero dará 
derecho al cobro del interés legal del dinero, que deberá abonarse 
anualmente junto con, al menos, una quinta parte de la cantidad a re-
embolsar.

Otro requisito que deberá cumplirse en el proceso de transforma-
ción es que la participación de los socios de la cooperativa en el capi-
tal social de la nueva entidad sea proporcional al que tenían en aquella. 
La norma, inspirada en la LSA (art. 229) parece responder al principio 
de continuidad en la participación, tan propio de las sociedades capita-
listas pero que causa extrañeza en un régimen cooperativo. Así la doc-
trina ha criticado que sea la propia ley cooperativa la que utilice un cri-
terio capitalista para indicar la participación de los socios en el capital 
social de la sociedad transformada, en lugar de utilizar otros criterios 
más cooperativos como la igualdad o la medida en que los socios vie-
nen participando en la actividad cooperativizada. En este sentido, Na-
gore se muestra más partidario del uso de un criterio mixto que tomase 
en consideración tanto el derecho de voto (democrático) como el dere-
cho a participar en los resultados económicos (en proporción a la parti-
cipación en la actividad económica). En todo caso, recomienda que con 
carácter previo a la transformación, se reorganicen las aportaciones de 
los socios en aras a mantener dicha proporcionalidad usando la norma-
tiva cooperativa38.

También se preocupa la ley de cooperativas de establecer que 
aquellos socios que como consecuencia de la transformación pasen 
a responder personalmente de las deudas sociales, responderán de 
igual forma de las deudas anteriores de la sociedad cooperativa. La 
norma, presente también en la regulación de las sociedades mercanti-
les (art. 21 LME), tienen como objetivo proteger a los anteriores acree-
dores y evitar la diferenciación entre acreedores anteriores al proceso y 
acreedores posteriores.

Por último, señala el art. 69. 9 LC que en el supuesto de transfor-
mación de una sociedad cooperativa en otro tipo de entidad, los saldos 
de los fondos de reserva obligatorio, el fondo de educación y cuales-
quiera otro fondo o reservas que estatutariamente no sean repartibles 
entre los socios, recibirán el destino previsto en el art. 75 de esta Ley 
para el caso de liquidación de la cooperativa. Según este precepto, el 

38 Nagore, I.: «Tratamiento del capital social en la transformación de las coopera-
tivas», Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, Universidad de 
Deusto, Bilbao, 2001, pp. 47-50, y en el mismo sentido, Paniagua Zurera, M.: La socie-
dad cooperativa. Las sociedades mutuas de seguros y las mutualidades de previsión so-
cial, Tratado de Derecho Mercantil, t. 12, vol. 1, Marcial Pons, Madrid, 2005, p. 318.
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fondo de educación y promoción, que tiene como objetivo la forma-
ción y educación de los socios y trabajadores; la difusión del cooperati-
vismo y la promoción cultural, profesional y asistencial del entorno o de 
la comunidad en general, se pondrá a disposición de la entidad federa-
tiva a la que esté asociada la cooperativa o a la que designe la Asam-
blea General, y en su defecto, su importe se ingresará en la Confedera-
ción estatal de cooperativas de la clase correspondiente o en el Tesoro 
Público. Los demás fondos, una vez liquidados conforme establece el 
art. 75 se destinarán a la cooperativa o sociedad federativa que figure 
expresamente en los Estatutos o se designe por la Asamblea, y en su 
defecto se ingresara el importe como en el caso anterior, en la Confe-
deración estatal de cooperativas de la clase correspondiente o en el Te-
soro Público.

La irrepartibilidad de estos fondos —como ya vimos— es una ca-
racterística de las cooperativas y en general de todas las entidades no 
lucrativas y de base mutualista. Representan el patrimonio colectivo ge-
nerado por todos los socios y puesto a disposición del desarrollo de la 
cooperativa más allá de su permanencia en la misma. En el caso de las 
asociaciones, la legislación no permite la distribución de su patrimonio 
entre los asociados en caso de disolución de la asociación39. En el caso 
de las entidades de base mutualista, el patrimonio es irrepartible en 
caso de baja del socio, pero sí puede distribuirse en caso de disolución 
de la entidad40. En la legislación cooperativa el patrimonio irrepartible 
lo es tanto en el momento del reembolso al socio que causa baja como 
en caso de disolución y liquidación de la cooperativa. Como dice la De-
claración de la Alianza Cooperativa Internacional en su Declaración de 
Manchester de 1995 en relación con el Tercer Principio Cooperativo: 
Participación Económica de los socios, «cuando prosperan las coopera-
tivas podrán crear reservas, derivadas de las ganancias retenidas de las 

39 El art. 17.2 LO del Derecho de Asociación 1/2002 prevé que en caso de disolu-
ción se dará al patrimonio de la asociación el destino previsto en los estatutos sociales; 
y el art. 7 al enunciar el contenido de éstos señala que deberán indicar su destino en di-
cho caso «que no podrá desvirtuar el carácter no lucrativo de la entidad».

40 Así por ejemplo, la Ley de SGR 1/94 al regular el derecho al reembolso de las par-
ticipaciones, establece que el importe der reembolso no podrá exceder del valor real de 
las participaciones aportadas ni de su valor nominal, la eventual plusvalía pertenecerá 
a las reservas de la sociedad, sobre las cuales no tiene derecho alguno el socio que ob-
tiene el reembolso (art. 29.3); mientras que en caso de disolución de la sociedad y re-
parto del activo resultante de la liquidación, establece que éste se distribuirá entre los 
socios en proporción al número de participaciones de las que sean titulares, pudiendo 
excluir los estatutos la participación en este reparto de los socios que lo hayan sido por 
un plazo inferior a cinco años (art. 62).
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actividades de la organización. Normalmente, todas o una proporción 
bastante grande de estas ganancias son de propiedad colectiva, repre-
sentando los logros colectivos de los socios en apoyo de su coopera-
tiva. En muchas jurisdicciones este capital «colectivo» no se distribuye 
entre los socios si la cooperativa deja de existir, en su lugar, se distri-
buye entre empresas comunitarias u otras cooperativas asociadas»41.

La irrepartibilidad de estas reservas, siempre ha estado prevista en 
la legislación cooperativa en caso de transformación, aunque se le ha-
yan podido dar distintos destinos. Y esa característica también fue te-
nida en cuenta por la LSRL y el RRM al regular la transformación de 
cooperativas42.

Por último y para completar el régimen jurídico aplicable a la trans-
formación de la cooperativa habrá que tener en cuenta la aplicación 
de otras disposiciones que regulen la transformación desde el punto 

41 En Alemania, como dice el § 92 de la Ley de Cooperativas de 1889, «Activo neto 
irrepartible», el activo neto irrepartible que existiera en el momento de la disolución de 
la cooperativa revertirá al municipio en cuyo término tuviera aquella su sede a menos 
que los Estatutos lo atribuyeran a favor de otra persona física o jurídica en razón de una 
finalidad determinada. Los intereses de estos fondos habrán de destinarse a fines de uti-
lidad pública. En Francia, la Ley 47/1775, de 10 de septiembre que aprueba el Estatuto 
General de la Cooperación, en su art. 19 establece que en caso de disolución y sin per-
juicio de lo dispuesto en leyes especiales, el activo neto que restara tras enjugar el pa-
sivo y el reintegro del capital efectivamente aportado, se destinará, mediando acuerdo 
de la asamblea general, bien a otras cooperativas o uniones de cooperativas, bien a fi-
nes de interés general o profesional. En Portugal, el Código Cooperativo aprobado por 
Ley 51/1996 establece en su art. 79 «Destino del patrimonio en liquidación» que el 
montante de la reserva legal que no se haya destinado a cubrir pérdidas y no sea sus-
ceptible de otra aplicación, podrá ser transferido con idéntica finalidad a la nueva enti-
dad cooperativa que se forme como consecuencia de la fusión o escisión de la coopera-
tiva en liquidación. Cuando a la cooperativa en liquidación no suceda ninguna entidad 
cooperativa nueva, la aplicación del saldo de reservas obligatorias revertirá a otra coo-
perativa, preferentemente del mismo municipio, a determinar por la federación o confe-
deración representativa de la actividad principal de la cooperativa. La legislación coope-
rativa italiana (arts. 2511 y ss. Codice civile) también contempla la existencia de reservas 
indivisibles, que no pueden ser repartidas entre los socios, ni siquiera encaso de diso-
lución de la sociedad (art. 2545-ter), y contempla expresamente esta indivisibilidad en 
el caso de transformación de cooperativa (art. 2545-undecies), aunque sólo permite la 
transformación a las cooperativas de mutualidad no prevalente.

42 Según el art. 93.3.b LSRL, en defecto de norma específicamente aplicable, el 
Fondo de Reserva Obligatorio, el Fondo de Educación y Promoción y cualesquiera otros 
Fondos o Reservas que no sean repartibles entre los socios, recibirán el destino estable-
cido para el caso de disolución de las sociedades cooperativas. El art. 218.2 del RRM por 
su parte establece que, en caso de transformación de cooperativa, en la escritura se ex-
presarán también las normas que han sido aplicadas para la adopción del acuerdo de 
transformación, así como el destino que se haya dado a los fondos o reservas que tu-
viere la entidad.
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de vista de la sociedad transformada, como el art. 93 LSRL y el art. 218 
RRM que, para el caso de transformación en SRL exige que en la escri-
tura se incluya la manifestación de los otorgantes, bajo su responsabi-
lidad, de que el patrimonio cubre el capital social quedando éste total-
mente desembolsado, y que junto a la escritura de transformación se 
presente para su depósito en el RM un balance general de la coope-
rativa cerrado el día anterior al del acuerdo de transformación; la cer-
tificación del Registro de cooperativas en la que conste la declaración 
de inexistencia de obstáculos para la inscripción de la transformación; 
y copia del BOE y del diario de gran circulación en la provincia del do-
micilio social donde se haya publicado, conforme establece el art. 64.2 
LC, el acuerdo de transformación.

Por último, y aplicando las normas que regulan la constitución de 
la nueva sociedad transformada, habrá que proceder —en su caso— a 
su inscripción en el Registro correspondiente (RM). Tras esta inscripción 
que deberá ser notificada al Registro de Cooperativas, éste procederá a 
la inmediata cancelación de los asientos relativos a la cooperativa.

V.  La transformación de la cooperativa de crédito y el destino 
de sus reservas irrepartibles

Como vimos en el apartado anterior, la cooperativa de crédito se 
rige por su legislación específica (LCC 13/1998 y RD 84/93) y supleto-
riamente, por la LC 27/1999, si su actividad cooperativizada excede de 
una Comunidad Autónoma.

También vimos al inicio de este trabajo que antes de la LME, ni la 
LCC ni su reglamento preveían la transformación de cooperativas de 
crédito, pero el supuesto sí estaba contemplado tanto en la DA 4.ª del 
RD 1245/95 que regulaba la autorización para transformar una entidad 
de crédito ya constituida, como podría ser una cooperativa de crédito, 
en un banco; como en la legislación cooperativa, de aplicación supleto-
ria (v. gr. LC 27/1999).

La LME, como también adelantamos, en su DF 4.ª ha modificado 
la Ley 13/1989, de Cooperativas de crédito, para dar una nueva redac-
ción a su art. 10, e incorporar la transformación como modificación 
que puede afectar a una cooperativa de crédito.

Según el nuevo art. 10 la transformación que afecte a una coope-
rativa de crédito requerirá autorización administrativa previa, con in-
forme del Banco de España.

Si la cooperativa de crédito es resultado de la transformación, de-
berá solicitar su inscripción en el Registro correspondiente del Banco 
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de España, sin perjuicio de la inscripción que proceda en el Registro de 
Cooperativas que le corresponda.

Si por el contrario es la cooperativa de crédito la que se transforma 
en otra entidad de crédito, «el Fondo de Reserva Obligatorio de aque-
lla pasará a integrarse en el capital social de la entidad resultante de la 
transformación».

Este precepto es resultado de la enmienda (núm. 84) presentada 
en su día por el GP Catalán (CiU) en la que solicitaba que los saldos del 
fondo de reserva obligatorio continuaran formando parte integrante 
del patrimonio de la entidad de crédito resultante de la transformación, 
sin recibir el destino previsto en el art. 75, por remisión del art. 69.9 
LC, esto es, sin recibir el destino previsto para caso de disolución. El 
texto propuesto concluía extendiendo la aplicación de esta norma a 
todo supuesto de transformación, cualquiera que fuera el momento en 
que se hubiera realizado, siempre que la sociedad transformada fuese 
una entidad de crédito; es decir, retrotraía los efectos de la norma a su-
puestos de transformación ya ejecutada.

La propuesta se justificaba en aras de defender la máxima solven-
cia de la entidad resultante de la transformación con el objeto de evi-
tar que una parte significativa de su patrimonio pase a formar parte de 
otra cooperativa, en lugar de integrarse en la nueva entidad bancaria. 
Asimismo, pretende «superar la actual discriminación que perjudica a 
las cooperativas de crédito que se transforman respecto de las socieda-
des de capital que abordan este mismo proceso»43.

En la misma sesión en que se defendía la enmienda núm. 84, el re-
presentante del GP Vasco, Sr. Olabarría, destacaba el olvido de no ha-
ber contemplado también el destino del «fondo de asistencia social», 
en referencia al Fondo de Formación y Promoción Cooperativa44.

La citada enmienda 84 fue objeto de transacción y en el texto fi-
nal aprobado en la Comisión de Justicia del Congreso con competen-
cia legislativa plena se decía que cuando una cooperativa de crédito se 
transforme en otra entidad de crédito: «el Fondo de Reserva Obligato-

43 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados núm. 163, de 2 diciembre de 
2008. Comisión de Justicia.

44 El Sr. Olabarría reivindicaba, en aras de la seguridad jurídica, la corrección de la 
norma propuesta para incorporar la referencia al destino de estos fondos sociales. El 
diputado centra su discurso en la existencia de este fondo, ante aquellos que alegan 
que las cooperativas de crédito no están obligadas a su constitución, por razón de su 
objeto social o por su condición de cooperativas de segundo grado, apreciaciones am-
bas erróneas, que el diputado trata de combatir, para así, reclamar la previsión de su 
destino en la norma (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados de 2 diciembre 
de 2008, p. 3).
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rio de aquella pasará a integrarse, con carácter indisponible, en la re-
serva legal de la entidad resultante de la transformación»45.

El nuevo texto concreta el destino del FRO de la cooperativa, que se 
integrará en la reserva legal de la entidad resultante de la transforma-
ción, pero «con carácter indisponible».

Durante la tramitación de la LME en el Senado, el texto remitido 
por el Congreso de los Diputados fue objeto de una enmienda del GP 
Popular (núm. 12) y de una enmienda transaccional basada en la ante-
rior y presentada por los Grupos Parlamentarios Popular, Socialista, Ca-
talán, Vasco, Mixto y la Entesa Catalana de Progrés. El texto propuesto 
es el que finalmente fue aprobado y que citamos al iniciar este trabajo.

Su principal novedad reside en que el FRO no pasará a integrarse 
con carácter indisponible en la reserva legal, sino que «pasará a inte-
grarse en el capital social de la entidad resultante de la transforma-
ción».

La justificación de este nuevo texto la daba el senador Conde Ba-
jén, defendiendo la enmienda núm. 12 en representación del GP Po-
pular, en la sesión celebrada el 9 de marzo de 2009 en la Comisión de 
Justicia del Senado. En primer lugar hacía referencia a que si la coope-
rativa de crédito destina el FRO conforme prevé la legislación coopera-
tiva para caso de transformación, se descapitaliza como entidad finan-
ciera y no podrá llegar a ser banco porque no va a poder cumplir los 
coeficientes de caja que exige el Banco de España, por lo que hay que 
buscar una solución. Pero el texto aprobado en el Congreso no le re-
sulta muy convincente, principalmente porque favorece operaciones 
especulativas, como consecuencia de que el valor del capital es en las 
cooperativas de crédito inferior al 10% de su patrimonio, por lo que 
tras la transformación, es muy probable que se dieran opas.

Por ello, su grupo propone que el FRO no quede como un fondo 
indisponible sino formando parte de modo necesario del capital social, 
de manera que, en el canje, si un título participativo en la cooperativa 
tiene un valor de 60,40 euros, pasaría a ser una acción cuyo valor in-
corporaría además la parte proporcional del FRO. De esta forma, en su 
opinión, ya no cabría una opa por una cantidad teóricamente muy su-
perior al valor nominal del título, sino que tendría que ser por el valor 
real patrimonial, lo que evitaría opas y otras operaciones especulativas.

Durante la tramitación parlamentaria de esta norma también hubie-
ron manifestaciones en contra que finalmente no tuvieron eco, como 
la propuesta hecha por la Unión Nacional de Cooperativas de Crédito 

45 BOCG Senado de 29 de diciembre de 2008.
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(UNACC), o la enmienda núm 9 presentada por el senador Sr. Tuñón 
San Martín del GP Mixto.

La UNACC46 elaboró un informe con ocasión de la tramitación de 
la reforma legislativa que comentamos, en el que recordaba que el FRO 
es el resultado del ahorro colectivo de los cooperativistas de crédito, 
que dedican todo el beneficio a constituir reservas, no distribuyendo 
retornos ni incrementando el valor de las participaciones de los socios; 
y por ello la ley le ha conferido siempre carácter indisponible aun en 
caso de disolución. El citado informe fue presentado tras la propuesta 
aprobada en el Congreso, según la cual el FRO se integraría, con carác-
ter indisponible, en la reserva legal de la entidad resultante de la trans-
formación; y proponía que se especificase el alcance de tal indisponibi-
lidad del fondo de conformidad con los principios cooperativos47.

Por otra parte, en el trámite ante la Comisión de Justicia del Se-
nado, el Sr. Tuñón, del GP Mixto formuló una enmienda (núm. 9) al 
texto aprobado en el Congreso, por la que solicitaba la eliminación del 
párrafo 2.º de la norma propuesta.

Esta enmienda se justifica en que las cooperativas de crédito ade-
más de entidades de crédito son cooperativas, y considera que la 
norma propuesta no lo tiene en cuenta. Y subraya que el destino y fi-
nalidad del FRO es un pilar básico del cooperativismo, porque tiene por 
objeto proteger la existencia de la cooperativa, lo que hace también 
que la conformación de estos fondos sea clave en el fomento de las 
cooperativas. Por ello afirma que la norma propuesta atenta contra los 
principios cooperativos y contra las normas nacionales e internacionales 
que regulan las cooperativas.

Desde luego, la norma que contiene el art. 10.2 LCC plantea gra-
ves problemas, no sólo porque permite atribuir un patrimonio común, 
conformado por muchos cooperativistas a lo largo de décadas, a unos 
cuantos, lo cual contradice principios básicos de nuestro ordenamiento 
como la justicia o la equidad; sino que supone un aliciente para que es-
tos potenciales beneficiarios de la norma promuevan la transformación 
de la cooperativa de crédito, con el fin exclusivo de obtener la plusva-

46 La UNACC o Unión Nacional de Cooperativas de Crédito, es la organización re-
presentativa de este sector de las cooperativas de crédito ante las Instituciones, y agrupa 
a todas las cooperativas de crédito constituidas: 84 cajas rurales y 8 cooperativas popu-
lares y profesionales (http://www.unacc.com).

47 En particular la propuesta de la UNACC consistía en que el FRO «en su totalidad» 
se integrase con carácter indisponible, en la reserva legal de la entidad resultante de la 
transformación, «no pudiendo ser utilizado para ampliaciones de capital con cargo a re-
servas ni ser objeto de distribución o reparto entre los socios actuales o futuros de la 
nueva entidad o sucesoras en caso de liquidación».
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lía que les generará la transformación de su participación (valorada en 
60,40 euros) en acciones, apropiándose así del patrimonio común ge-
nerado por los anteriores cooperativas y por las contribuciones públicas 
(ayudas fiscales y de otro tipo).

Las consecuencias negativas que se derivan de esta reforma legisla-
tiva trascienden incluso del caso particular de transformación de una u 
otra cooperativa de crédito, y amenazan a todo el sistema del crédito 
cooperativo, porque combaten uno de sus puntos fuertes: su patrimo-
nio común, el que hace posible que los cooperativistas obtengan un 
servicio en mejores condiciones de calidad y precio (principio de par-
ticipación económica); al alcance de todos los ciudadanos (principio 
de puerta abierta); atendiendo sus necesidades económicas y sociales 
(principio de formación e información), y haciendo partícipes de sus re-
sultados a la comunidad en la que se asientan (principio de interés por 
la comunidad).

A pesar de los reiterados pronunciamientos de las autoridades in-
ternacionales48 y de la UE49 en defensa de las cooperativas como ele-
mento esencial en una economía sostenible, y en particular, de la im-
portancia de mantener sus reservas irrepartibles con ocasión de su 
disolución o transformación50, lo cierto es que nuestros parlamentarios 

48 Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 88.ª sesión ple-
naria, de 19.12.2001 y Recomendación de la OIT núm. 127 de 20.06.2002, sobre la 
Promoción de las Cooperativas; e Informe del Secretario General de Naciones Unidas de 
13.07.2009 sobre Las cooperativas en el desarrollo social.

49 Comunicación de la Comisión de 23 de febrero de 2004 sobre el fomento de 
las cooperativas en Europa; Resoluciones del Parlamento Europeo de 11 de febrero de 
1994 sobre la contribución de las cooperativas al desarrollo regional; de 18 de septiem-
bre de 1998, sobre el papel de las cooperativas en el crecimiento del empleo de las mu-
jeres, y de 26 de enero de 2009 sobre economía social; o Dictamen del CESE sobre Dis-
tintos tipos de empresas, de 1 de octubre de 2009. La Resolución del PE de 2009 en su 
consideración núm. 28 pide a la Comisión que no obstaculice las normativas nacionales 
en materia social y fiscal, como las destinadas a las cooperativas del sector bancario, que 
operan sobre la base de los principios de la mutualidad, de la democracia societaria, de 
la transmisión del patrimonio entre generaciones, «de la indivisibilidad de las reservas», 
de la solidaridad, de la ética del trabajo y de la empresa.

50 La Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones sobre Fomento de las Coope-
rativas en Europa de 2004, señala entre sus objetivos: Evitar la disolución «prematura» 
de las cooperativas con éxito y el pillaje de activos o las «desmutualizaciones», e invita a 
los Estados miembros a garantizar que, a la hora de liquidar o transformar una coopera-
tiva, sus activos se distribuyan según el principio cooperativo de «distribución desintere-
sada», es decir, entre otras cooperativas en que los socios puedan participar o entre or-
ganizaciones de cooperativas con objetivos similares o de interés general. E invita a los 
Estados miembros a proteger los activos de las cooperativas para que, en caso de adqui-
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no han sido sensibles a los intereses del cooperativismo ni de los coo-
perativistas, y eso que recae sobre ellos, como poder público, el man-
dato constitucional de fomentar «mediante una legislación adecuada, 
las sociedades cooperativas» (art. 129.2 CE); y se han preocupado ex-
clusivamente de garantizar la solvencia de las entidades de crédito, sin 
esforzarse por conjugar este legítimo interés con el interés de todos 
aquellos que a lo largo de generaciones han conformado ese patrimo-
nio que ahora permiten repartir entre los nuevos accionistas.

Un mayor esfuerzo por encontrar una solución más integradora 
han venido realizando algunas Comunidades Autónomas al regular el 
destino de las reservas irrepartibles con ocasión de la transformación 
de la cooperativa. Mientras todas las leyes coinciden en que el Fondo 
de educación y promoción se destinará como en caso de disolución y 
liquidación; el destino del FRO y de cualquier otro fondo irrepartible 
ofrece más alternativas.

Así, la Ley vasca de cooperativas 4/1993, en su art. 85.4 establece 
que el valor nominal de las dotaciones a dichos fondos «se acreditará 
al Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi como títulos de cuen-
tas en participación referidos a la sociedad resultante del proceso trans-
formador», debiendo adoptar la oportuna decisión la misma Asamblea 
que acuerde la transformación. Este sistema permite que dichos fon-
dos se integren en el patrimonio de la nueva entidad, mientras que los 
beneficios que genere puedan seguir destinándose a la promoción del 
cooperativismo51.

La ley catalana de cooperativas 18/2002 en su art. 84 exige que 
una vez los socios hayan ejercido su derecho de separación, el patri-
monio de la cooperativa que se transforma se traspase en bloque a la 
nueva sociedad que haya surgido, pero los estatutos o la asamblea ge-

sición y transformación de una cooperativa en sociedad anónima, se respeten estricta-
mente la voluntad de los socios y los objetivos de la cooperativa.

Por su parte, el Reglamento (CE) núm. 1435/2003 del Consejo, de 22 de julio de 
2003, relativo al Estatuto de la SCE, al regular la adjudicación del activo como conse-
cuencia de la disolución de la cooperativa europea, se remite al «principio de adjudica-
ción desinteresada» (art. 75). 

51 El Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi es el máximo órgano de promo-
ción y difusión del cooperativismo, se configura como una entidad pública de carác-
ter consultivo y asesor de las administraciones vascas para todos los temas que afecten 
al cooperativismo, y entre sus funciones están: difundir los principios del movimiento 
cooperativo, facilitar y colaborar en la investigación, planificación y ejecución de los 
programas de desarrollo y fomento del cooperativismo, y promover la educación y for-
mación cooperativa; informar los proyectos legales, colaborar con la Administración en 
la difusión de la ley; organizar servicios de interés común para las federaciones de coo-
perativas; o resolver conflictos internos por vía de arbitraje (art. 145 Ley 4/1993).
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neral al aprobar la transformación, deberán establecer «cómo se garan-
tiza el derecho a percibir los fondos no repartibles a las entidades que 
tendrían que ser destinatarias de los importes», conforme a las normas 
sobre liquidación. En este caso, las partes tienen más libertad para de-
cidir cómo va a reconocerse el derecho sobre dichos fondos, que se in-
tegrarán en el patrimonio de la entidad transformada.

Por último, la Ley valenciana de cooperativas 8/2003, en su 
art. 79.5 prevé que los estatutos o en su defecto, las partes interesa-
das determinarán la forma en que se acreditará a quienes sean los des-
tinatarios del haber líquido social en caso de liquidación, el valor no-
minal de las dotaciones a la reserva obligatoria. La entidad resultante 
de la transformación y los destinatarios del haber liquido social podrán 
establecer de mutuo acuerdo, las condiciones en que se hará efectivo 
el crédito de estos últimos; en otro caso, el valor nominal de las dota-
ciones de la reserva obligatoria se acreditará como crédito retribuido, a 
un interés de tres puntos porcentual superior al interés legal del dinero, 
que se reembolsará en el plazo máximo de cinco años. En este caso, 
las partes son libres para pactar la forma de reconocer la titularidad de 
esos fondos que se integrarán en la sociedad resultante de la transfor-
mación, y para el caso de falta de acuerdo se propone como solución 
su acreditación como un crédito retribuido y reembolsable en un plazo 
máximo de cinco años.

En el caso de transformación de cooperativa de crédito, si su FRO 
va a integrarse en el capital social de la entidad resultante de la trans-
formación, las acciones correspondientes deberían acreditarse a quien 
conforme a la legislación cooperativa sería el destinatario de esos fon-
dos. Ante el silencio de la Ley de Cooperativas de Crédito52 procedería 
aplicar el art. 75 de la LC 27/99 según el cual, debería acreditarse a la 
sociedad cooperativa o entidad federativa53 que figura expresamente 
recogida en los Estatutos o que se designe por acuerdo de la Asam-

52 La LCC guarda silencio pero su Reglamento, aprobado por RD 84/93 en su 
art. 34.2 señala que en los supuestos de liquidación de una cooperativa de crédito, el 
activo sobrante y el remanente del fondo a que se refiere el artículo anterior, se podrán 
a disposición del Instituto Nacional de Fomento de la Economía Social (INFES), que de-
berá destinarlo, de modo exclusivo, a la promoción del cooperativismo. Esta institución 
desapareció y sus funciones fueron asumidas por la actual Dirección General de la Eco-
nomía Social, del Trabajo Autónomo y de la Responsabilidad Social de las Empresas. No 
obstante, entendemos que esta norma no es aplicable por contradecir otra de rango su-
perior como es la LC 27/1999.

53 Son entidades federativas potencialmente destinatarias de estos fondos, la Fede-
ración de Cajas Rurales de la Comunidad Valenciana, la Asociación Nacional de Cajas 
Rurales, la Confederación de Cooperativas Vascas, etc.
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blea general; y de no producirse designación correspondería a la Unión 
Nacional de Cooperativas de Crédito (UNACC), entidad que agrupa a 
todas las cooperativas de crédito y que entre sus objetivos tiene, con-
forme a sus estatutos, fomentar la promoción del cooperativismo de 
crédito (art. 3).

Esta solución permite compaginar los intereses de solvencia de la 
nueva entidad y la garantía del destino de los fondos irrepartibles a la 
promoción del cooperativismo. La entidad destinataria de dichas accio-
nes representativas del FRO podrá destinar los beneficios que estas ge-
neren a la promoción del cooperativismo, así como, en su caso, el im-
porte obtenido por la enajenación de aquellas.
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Resumen: En este artículo se trata de clasificar los distintos tipos de coo-
perativas en aras a la correcta sistematización del fenómeno cooperativo y a 
facilitar así su estudio y la adecuada recepción en las leyes de cooperativas.

Palabras clave: Clasificación de cooperativas

Abstract: This article focuses on classifying the different types of coopera-
tives with a view to correctly collating them, making them easier to study and 
offering a clear idea of which cooperative laws are applicable.

Keywords: Classification of cooperatives
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I.  Las distintas clasificaciones de cooperativas y su recepción 
legal en el ordenamiento cooperativo español

Los esfuerzos para clasificar y sistematizar los distintos tipos de coo-
perativas han sido una constante histórica desde este tipo de entidades 
apareció en el tráfico, primero desde un punto de vista doctrinal en 
aras a la correcta sistematización del fenómeno cooperativo y facilitar 
así su estudio y después, desde un punto de vista legislativo, al recep-
cionar las leyes cooperativas alguna o algunas de estas clasificaciones.

Los criterios de clasificación de los tipos de cooperativas son muy 
variados (por la actividad u objeto societario-empresarial que realizan 
—de enseñanza, de viviendas, agrarias, etc.—; por la naturaleza de 
su actividad —de producción y de servicios—; por el sector en que ac-
túan —del campo, del comercio, etc.—; por la naturaleza de los suje-
tos —consumidores, profesionales y productores—; por la fidelidad a 
los principios cooperativos —puras e impuras—; por el régimen fiscal 
—privilegiadas y especialmente privilegiadas—; por tener o no ánimo 
de lucro —lucrativas y no lucrativas—; por el grado de integración 
empresarial —de primer grado y de segundo o ulterior grado—; etc.) 
(Sanz Jarque, 1994, 174-187; Vicent Chuliá/Paz Canalejo, 1994, 559-
562; y Trujillo Díez, 2000, 35-32). En este trabajo tan sólo haremos re-
ferencia a algunas de estas clasificaciones doctrinales en cuanto que fa-
cilita la agrupación de distintas clases de cooperativas con conexiones y 
relaciones entre sí, lo que ha permitido o permite un cierto tratamiento 
jurídico homogéneo por parte del legislador.

Una de las clasificaciones más clásicas, ligada al proceso de génesis 
del movimiento cooperativo, es la que se basa en la causa, necesidad 
o interés que las hace nacer y las divide en cooperativas de consumo 
(cuyo objeto es proveer a los socios de bienes de consumo domestico 
para el sostenimiento propio y familiar) y las de producción (que aso-
cian trabajadores para el desarrollo de una actividad industrial) y de 
crédito (proveen de créditos a sus socios en mejores condiciones que 
las del mercado). Esta sistematización, que tuvo acogida legal en nues-
tro ordenamiento (art. 124 CCOM Y art. 2.º Ley de Asociaciones de 
1887) fue abandonada con el paulatino aumento de las modalidades 
específicas de cooperativas.

Posteriormente se acudió a un criterio subjetivo como forma alter-
nativa de sistematización de estas entidades, esto es, referido a la con-
dición o naturaleza de los sujetos que las pueden constituir y hacer 
funcionar, lo que permite agruparlas en cooperativas de consumidores 
(viviendas, compras para el consumo, crédito, etc.) y cooperativas de 
productores conformadas por productores, profesionales o trabajado-
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res y cuya finalidad es facilitar el ejercicio profesional o empresarial de 
los socios (cooperativas de trabajadores, profesionales, agrarias, artesa-
nos, etc.). Este criterio fue el utilizado en la primera de nuestras leyes 
cooperativas, la Ley de 1931 que regulaba los siguientes tipos básicos: 
cooperativas de consumidores, cooperativas de trabajadores y coopera-
tivas de profesionales [éstas dos últimas agrupadas por el Reglamento 
de desarrollo de dicha ley en cooperativas de productores (art.20)], 
aparte de las de crédito y seguros.

Pero sin duda la clasificación más difundida es la que utiliza como 
criterio la finalidad u objeto social de la cooperativa, lo que facilita so-
bremanera, aunque en nuestra opinión en exceso, la creación de nu-
merosos tipos o clases de cooperativas (cooperativas de trabajo aso-
ciado, cooperativas agrarias, cooperativas de explotación comunitaria 
de la tierra, cooperativas de enseñanza y un largo etcétera). Este crite-
rio es el fundamentalmente seguido en la Ley de Cooperativas 27/1999 
(se cita LCoop) en su artículo 6.º al enunciar de una manera pedagó-
gica las clases de cooperativas que se pueden constituir y, después, de-
dicarles doce secciones del Capítulo X para dar un concepto de cada 
una de ellas y, en determinados casos, especificar algunos aspectos de 
su régimen. El que una cooperativa sea de una u otra clase también 
tiene efectos a la hora de concretar el Registro en el que se han de ins-
cribir su constitución y el resto de circunstancias inscribibles. En particu-
lar para algunas clases de cooperativas, como son las de seguros o de 
crédito, se impone su inscripción en el Registro Mercantil [art. 81.1, le-
tra d) RRM], independientemente de que se tengan que inscribir ade-
más en el Registro cooperativo, estatal o autonómico correspondiente 
(art. 5.2 LCC y art. 7 RRCC) (Vargas Vasserot, 2010).

— Las cooperativas de trabajo asociado (reguladas en los arts. 80-
87) tienen por objeto proporcionar a sus socios puestos de tra-
bajo a través de la organización en común de la producción de 
bienes o servicios para terceros.

— Las de consumidores y usuarios (art. 88) tienen por objeto el su-
ministro de bienes y servicios para uso o consumo de los socios y 
de quienes con ellos conviven, así como la educación, formación 
y defensa de los derechos de sus socios y de los consumidores y 
usuarios.

— Las cooperativas de viviendas (arts. 89-92) asocian a personas fí-
sicas que precisen alojamiento y/o locales para sí y las personas 
que con ellas convivan.

— Las cooperativas agrarias (art. 93) asocian a titulares de explota-
ciones agrícolas, ganaderas o forestales, que tienen como objeto 
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la realización de todo tipo de actividades y operaciones encami-
nadas al mejor aprovechamiento de las explotaciones de sus so-
cios, de sus elementos o componentes, de la cooperativa y a la 
mejora de la población agraria y del desarrollo del mundo rural.

— Las de explotación comunitaria de la tierra (arts. 94-97) asocian 
a titulares de derechos de uso y aprovechamiento de tierras u 
otros bienes inmuebles, susceptibles de explotación agraria, que 
ceden dichos derechos a la cooperativa y que prestan o no su 
trabajo en la misma.

— Las cooperativas de servicios (art. 98) asocian a personas físicas o 
jurídicas titulares de explotaciones industriales o de servicios y a 
profesionales o artistas que ejerzan su actividad por cuenta pro-
pia, y tienen por objeto la prestación de suministros y servicios, 
o la producción de bienes y la realización de operaciones enca-
minadas al mejoramiento económico y técnico de las actividades 
profesionales o de las explotaciones de sus socios.

— Las cooperativas del mar (art. 99) asocian a pescadores y otras 
personas y organizaciones relacionadas con las actividades pes-
queras o de industrias marítimo-pesqueras y tienen por objeto la 
prestación de suministros y servicios y la realización de operacio-
nes, encaminadas al mejoramiento económico y técnico de las 
actividades profesionales o de las explotaciones de sus socios.

— Las de transportistas (art. 100) asocian a personas físicas o jurí-
dicas, titulares de empresas del transporte o profesionales que 
puedan ejercer en cualquier ámbito, incluso el local, la actividad 
de transportistas, de personas o cosas o mixto, y tienen por ob-
jeto la prestación de servicios y suministros y la realización de 
operaciones, encaminadas al mejoramiento económico y técnico 
de las explotaciones de sus socios.

— Las cooperativas de seguros (art. 101) ejercen la actividad asegu-
radora.

— Las sanitarias (art. 102) desarrollan su actividad en el área de la 
salud, pudiendo estar constituidas por los prestadores de la asis-
tencia sanitaria, por los destinatarios de la misma o por unos y 
otros:

— Las de enseñanzas desarrollan actividades docentes, en sus dis-
tintos niveles y modalidades (art. 103).

— Las de crédito (art. 104), que se remite a su regulación especial.

Como establece el artículo 10.1, letra c) LCoop, en la escritura de 
constitución de la cooperativas los socios fundadores, además de ma-
nifestar la voluntad de constituir una cooperativa, deben especificar 
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el tipo específico o clase de cooperativa que quieren constituir (Var-
gas Vasserot, 2011). Aparte la LCOOP, como las leyes autonómicas, re-
gula otras modalidades de cooperativas pero que no son clases pro-
piamente dichas sino cooperativas, del tipo que sean, que tienen una 
serie de rasgos específicos por lo que se le aplican un régimen especial: 
cooperativas integrales —art. 105—, cooperativas de iniciativa social 
—art. 106—, cooperativas mixtas —art. 107—, cooperativas sin ánimo 
de lucro —disp. adic. 1.ª—, cooperativas integrales —disp. adic. 8.ª— 
o cooperativas de segundo grado (art. 77).

Pero como se puede observar del catálogo de clases de cooperati-
vas contenido en la LCoop se desprende que el legislador no utiliza un 
criterio clasificador unívoco sino un criterio, llamémosle mixto, al mez-
clar criterios funcionales (de trabajo asociado), con el objeto o la acti-
vidad cooperativizada que desarrolla la cooperativa (agrarias, servicios, 
etc.) que es el que predomina, junto a la habitual referencia a los suje-
tos que se pueden asociar (consumidores, transportistas, profesionales, 
etc.) y, en algunos casos se fija en los sectores en los que la cooperativa 
actúa (cooperativas sanitarias, de enseñanza, etc.)1. Con diferencias de 
matiz, este criterio mixto es también el seguido por la mayor parte de 
las leyes autonómicas de cooperativas, aunque no suele haber plena 
coincidencia en dichas clasificaciones ya que todos los legisladores pa-
recen querer atribuirse el dudoso mérito de la originalidad a costa de 
una correcta técnica legislativa.

La Ley 87/2002 de Cooperativas de Cataluña (se cita LCCAT) de 
manera similar a la LCOOP contiene un precepto que enuncia las cla-
ses de cooperativas (art. 92.1) que después desarrolla en una se-
rie de secciones: agrarias (arts. 93-95); marítimas, fluviales y lacustres 
(art. 96), que constituye un novedad respecto a la ley precedente; de 
seguros (art. 97); de consumidores y usuarios (arts. 98-99); de crédito 
(arts. 102-104); de enseñanza (105); de viviendas (arts. 106-111); sani-
tarias (art. 112); de servicios (art. 113); de trabajo asociado (arts. 114-
118); y mixtas (arts. 119-120) que es como denomina a aquellas 
cooperativas que cumplen finalidades propias de varias clases de coo-
perativas y unifican las distintas actividades en una sola cooperativa 
de primer grado. Con bastante similitud, la Ley 4/1993 del País Vasco 
(LCPV) clasifica a las cooperativas en las siguientes categorías: de tra-
bajo asociado (arts. 99-104); de consumo (art. 105); de enseñanzas 
(arts. 106-108); agrarias (arts. 109-110); de explotación comunitaria 

1 
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(arts. 111-113); de viviendas (arts. 114-118); financieras [«de crédito» 
(art. 119) y «de seguros» (art. 120)]; sanitarias [«de asistencia sanita-
ria» (art. 121) y «de instalaciones sanitarias» (art. 122)]; y de servicios 
[«de servicios profesionales» (art. 123), «de servicios empresariales» 
(art. 124) y «de servicios institucionales» (art. 125)].

La Ley 8/2003 de Cooperativas de la Comunidad Valenciana CCV 
distingue a las cooperativa «por la clase de actividad que constituye 
su objeto social» (art. 86) pero como ocurre en la LCoop mezcla re-
ferencias subjetivas, con funcionales y sectoriales: agrarias (art. 87), 
de explotación comunitaria de la tierra (art. 88), de trabajo asociado 
(arts. 89-90), de consumidores y usuarios (art. 90), de viviendas y de 
despachos y locales (art. 91), de crédito (art. 92), de seguros (art. 93), 
sanitarias (art. 94), de servicios empresariales y profesionales (art. 95), 
de enseñanza (art. 96) y de trasporte (art. 97)..

Para evitar este grado de disgregación parte de la doctrina agrupa 
las distintas clases de cooperativas según la actividad cooperativizada 
que realizan en cooperativas de producción o trabajo asociado (pro-
porcionan trabajo a sus socios trabajadores a través de la organización 
en común de la producción de bienes o servicios), cooperativas de con-
sumo (ofrecen a los socios bienes y servicios producidos o adquiridos 
por la cooperativa para su consumo) y cooperativas de servicios (me-
joran las actividades empresariales, profesionales o artísticas de sus 
socios a través de la prestación de determinados servicios) (Paniagua, 
2005, 150 y s.).

Este criterio es el utilizado por la Ley 14/2011 de Sociedades Coo-
perativas Andaluzas (LCAnd), que clasifica a las cooperativas de pri-
mer grado en tres grandes bloques (art. 83): cooperativas de trabajo 
(arts. 84-95), cooperativas de consumo (arts. 96-100) y cooperativas de 
servicios (arts. 101-105). Las cooperativas de trabajo, que ya no de tra-
bajo asociado como las denominaba la Ley 2/1999, se definen como 
«aquellas que agrupan con la cualidad de socios y socias a personas fí-
sicas que, mediante su trabajo en común, realizan cualquier actividad 
económica de producción de bienes o servicios para terceros», y en-
globa en esta categoría a las «de impulso empresarial» (art. 93), «de 
interés social» (art. 94) y «de transporte» (art. 95). De estas tres sub-
categorías la más original, aunque sin mucha utilidad práctica, es la 
de impulso empresarial, que son las cooperativas de trabajo que tie-
nen como objeto social prioritario canalizar, en el ámbito de su orga-
nización, la iniciativa emprendedora de sus socios y socias, mediante la 
orientación profesional, la provisión de habilidades empresariales preci-
sas para el desarrollo de cada una de sus actividades, la tutorización de 
dichas actividades en los primeros años de su ejercicio o la prestación 
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de determinados servicios comunes a las personas socias que les pro-
porcione un ámbito donde desempeñar regularmente su actividad pro-
fesional».

Las cooperativas de consumo (en la anterior Ley denominadas de 
Consumidores y Usuarios) se definen como aquellas que tienen por ob-
jeto procurar, en las mejores condiciones de calidad, información y pre-
cio, bienes y servicios para el consumo, uso o disfrute de sus socios y 
socias y de quienes con ellos convivan habitualmente (art. 96.1), para 
después regular algunos subtipos: de viviendas» (arts. 97 y 98), «de 
crédito» (art. 99), y «de seguros» (art. 100). Dentro de la categoría de 
cooperativa de servicios de la ley andaluza, que las define como las que 
integran a titulares de derechos que lleven aparejado el uso o disfrute 
de explotaciones industriales, de servicios, y a profesionales que ejer-
zan su actividad por cuenta propia y tengan por objeto la prestación de 
servicios y la realización de operaciones encaminadas al mejoramiento 
económico y técnico de las actividades profesionales o de las explota-
ciones de sus socios y socias (art. 101), sólo desarrolla normativamente 
a las cooperativas «agrarias» (arts. 103 y 104) y las «marítimas, fluvia-
les o lacustres » (art. 105).

Una clasificación más perfeccionada, al permitir una mejor agru-
pación de las cooperativas por sus similitudes estructurales, es la que 
se fija en un criterio funcional para su sistematización y distingue dos 
grandes grupos de cooperativas según cómo se desarrolla la actividad 
cooperativizada que le es propia: cooperativas de producción (o de tra-
bajo asociado), en la que los socios aportan bienes o servicios a la coo-
perativa cubriéndose las necesidades de oferta de los socios; y coope-
rativas de consumo (o no de producción), que son las que atienden a 
necesidades de demanda de los socios de los bienes o servicios que 
adquieren de la cooperativas con lo que los socios se constituyen en 
cierto modo en clientes de la cooperativa (cooperativas de consumido-
res y usuarios, las de viviendas, las de créditos, las de seguros, las de 
servicios, etc.) (Trujillo Díez, 2000; Martínez Segovia, 2001).

Siguiendo esta distinción bimembre, la forma o modo en qué se 
desarrolla la actividad cooperativizada de cada una de estas coopera-
tivas es bien diferente. En principio, en las cooperativas de consumo 
esa actividad será de oferta de la sociedad a los socios de los productos 
que éstos demandan; mientras que en las cooperativas de producción 
en las que los socios aportan trabajo o los productos o bienes deriva-
dos de aquel, éstos son ofrecidos por la sociedad al mercado y muchas 
veces demandados de manera previa por la sociedad a los socios. En 
las primeras, el objeto social se desarrolla con los propios socios coope-
rativos, de los que se dicen que son los principales clientes de la coope-
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rativa; mientras que en las de producción, el objeto social consiste en 
una actividad empresarial que se desarrollan en el mercado exterior, en 
el que los clientes son los terceros no socios.

El mayor problemática que plantea esta clasificación surge al inten-
tar calificar algunas cooperativas de servicios como son las cooperati-
vas de comercialización de productos aportados por los socios, que por 
una parte prestan servicios de distribución e incluso a veces facilitan a 
los socios productos relacionados con dichos servicios —encajable pues 
en la función que desarrollan las cooperativas de consumo—; pero que 
por otra, realizan una actividad de oferta al mercado e incluso de trans-
formación de lo aportado por los socios —con lo que se puede encua-
drar entre las cooperativas de producción—. Así, si se pone el punto 
en la prestación a los socios de un servicio de distribución parecen más 
cooperativas de consumo, pero si en lo que nos fijamos es en la co-
mercialización de los productos de los socios por la cooperativa, ésta 
se acerca mucho a las cooperativas de producción. Para algunos, el 
exigir en las cooperativas de producción una absorción total de la ac-
tividad profesional de los socios por la cooperativa, cosa que no ocu-
rre ni en las de consumo propiamente dichas ni en las de comerciali-
zación, en las que los socios conservan, de haberla, la titularidad de su 
empresa, permite integrar a estas últimas en el mismo grupo (Fauquet, 
1948). Resultado al que también se llega con un concepto de coopera-
tiva de producción ligado únicamente a la aportación del factor trabajo 
y a la participación directa en la producción de bienes y prestación de 
servicio (Valdés Dal-Ré, 1975, 112 y ss.). Pero teniendo en cuenta que 
la finalidad de las cooperativas de consumo es satisfacer una necesidad 
de consumo y en las de producción y de comercialización es facilitar la 
mayor renta a sus socios, éstas dos últimas podrían también agruparse 
(Lavergne, 1962). A pesar de las dudas consideramos más adecuado la 
inclusión de las cooperativas de servicios y de comercialización en la ca-
tegoría de las de consumo a pesar de su singularidad por los parecidos 
axiológicos y funcionales que tienen con dichas cooperativas.

II.  Crítica a la clasificación legal y propuestas de lege ferenda 
para su simplificación

Son varias las críticas que se pueden hacer al sistema de clases de 
cooperativas contenido en la LCOOP. En primer lugar, como ocurría en 
la LGC precedente y como ocurre en las leyes cooperativas autonómi-
cas, al regular cada clase específica de cooperativa se limita en la mayo-
ría de las ocasiones a dar una mera noción de ellas y sólo contiene re-
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glas específicas más extensas para las cooperativas de trabajo asociado 
(ocho artículos), las de viviendas (tres artículos) y las de explotación co-
munitaria de la tierra (cuatro artículos) y las cooperativas agrarias (un 
largo artículo), lo que significa que la pertenencia a una clase deter-
minadas de cooperativa no siempre va ligada a un régimen específico. 
Pero es que después, si se analiza todo el contenido de la ley, se detec-
tan que son muy escasas las consecuencias legales de pertenecer a una 
u otra clase (operaciones con terceros, existencia de secciones, posibili-
dad de voto ponderado, obligación de auditoria, admisión de socios de 
trabajo, plazo de preaviso de baja, etc.) por lo que deja de tener mu-
cho sentido práctico la típica declaración de que las cooperativas se re-
girán, en primer lugar, por las disposiciones especiales y específicas que 
les sean aplicables (art. 98.3 LCPV, art. 83.3 LCAnd, art. 104.3 LCCM, 
etc.).

Si el criterio de clases se ha establecido sin hacerlo corresponder 
con unos determinados efectos jurídicos carece de sentido imponer un 
número cerrado de clases como hace la LCoop (y alguna ley autonó-
mica como la andaluza). A pesar de declarar que cualquier actividad 
económica puede ser organizada y desarrollada mediante una socie-
dad constituida al amparo de la ley (art. 1.2), esa libertad queda coar-
tada al existir en la ley un numerus clausus de clases de cooperativas 
(art. 6) (Portellano Díez, 2002). Sistema que se confirma en la disposi-
ción final segunda de la ley al permitir que el Gobierno cree nuevas cla-
ses de cooperativas cuando se considere preciso para el desarrollo de 
cualquier sector del cooperativismo, que es lo mismo que exigir una in-
tervención gubernamental para autoriza a nivel estatal la creación de 
un nuevo tipo de de cooperativa. Esto significa que podremos abordar 
cualquier actividad económica mediante una cooperativa mientras su 
objeto social y actividad cooperativizada permita su adscripción en al-
guna de las clases previstas por la ley. No tiene sentido. Una cosa es 
que el legislador en un esfuerzo pedagógico enumere de manera ejem-
plificativa cuáles son los tipos los modelos más habituales de cooperati-
vas y facilitar así el trabajo de las asesorías jurídicas y la elección de los 
sujetos interesados en constituir una cooperativa, pero otra es no per-
mitir que en un ejercicio de ingeniería societaria —que no siempre ha 
de tomarse en el sentido negativo— y con el debido respeto de la le-
gislación cooperativa se pueda desarrollar mediante este tipo social una 
actividad económica lícita.

Por poner un ejemplo, ahora que tras la promulgación de la Ley 
2/2007 de Sociedades Profesionales (LSP) tienen la obligación de cons-
tituirse como tales las sociedades que tengan por objeto social «el ejer-
cicio en común de una actividad profesional» (art. 1.1), entendiendo 
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como tal la que para su desempeño requiere una titulación universitaria 
oficial o profesional e inscripción en el correspondiente Colegio Profe-
sional (abogados, ingenieros, graduados sociales, economistas, farma-
céuticos, médicos, etc.). Se puede plantar dudas de si este objeto social 
encaja en alguna clase legal de cooperativas. La LSP entiende que hay 
«ejercicio común» de una actividad profesional cuando los actos pro-
pios de la misma sean ejecutados directamente bajo la razón o deno-
minación social y le sean atribuidos a la sociedad los derechos y obliga-
ciones inherentes al ejercicio de la actividad profesional como titular de 
la relación jurídica establecida con el cliente (art. 1.1 in fine) y permite 
la constitución de la sociedad con arreglo a cualquiera de las formas 
previstas en las leyes (art. 1.2). Esto significa que los profesionales inte-
resados pueden acudir, en principio, al tipo cooperativo para constituir 
una sociedad profesional (aunque la ley no haga referencia expresa a 
dicha posibilidad). Es más, nos puede interesar este tipo frente a otros 
porque puede ser una manera de ejercer la profesión en común sin te-
ner que cumplir las previsiones de la ley relacionadas con el Registro 
Mercantil (art. 8, disp. transitoria primera, etc.), medidas que, en prin-
cipio, no afectan a las sociedades, como las cooperativas, que no tie-
nen obligación de inscribirse en dicho Registro. Pues bien, ¿ese objeto 
social profesional encaja en alguna de las clases de cooperativas pre-
vistas en la LCOOP? A primera vista parece que encaja bien en el objeto 
social de las llamadas cooperativas de servicios. Lo que ocurre es se-
gún la norma que definen este tipo de cooperativas (art. 98 LCOOP) és-
tas asocian a profesionales que ejerzan su actividad por cuenta propia 
(y no hay un verdadero ejercicio común como exige la LSP) y tiene por 
objeto, «la prestación de suministros y servicios o producción de bienes 
y realización de operaciones encaminadas al mejoramiento económico 
y técnico de la actividades profesionales de los socios», con lo que se 
asemejan más a lo que la LSP llama sociedades de medios o de inter-
mediación que quedan al margen de su ámbito de regulación. De ser 
así, ¿significa que no se puede constituir una sociedad cooperativa pro-
fesional? No parece lógico.

De esto se han dado cuenta la mayor parte de legisladores autonó-
micos que salvo alguna excepciones (cfr. arts 83 LCAnd), han estable-
cido un sistema abierto de clases, que, por otra parte es el que rige en 
la mayoría de ordenamientos de nuestro entorno (a excepción del por-
tugués con la lista cerrada contenida en el art. 4 de su Codigo Coope-
rativo).

En España, el artículo 98 LCPV, al que sigue de cerca el 104.2 
LCCM, declara que la clasificación legal no obsta a la libre configura-
ción estatutaria de otras cooperativas, con tal de que quede claramente 
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determinadas la correspondiente actividad cooperativa y la posición ju-
rídica de los socios que deben participar en ella. La propia Exposición 
de Motivos de la LCCM declaraba que con la nueva regulación «se re-
fuerza el carácter abierto de la tipología cooperativa, pero no sólo por 
la vía, eventual y siempre existente, de posibles reformas normativas 
futuras, sino sobre todo al quedar expedito, desde ahora mismo, el ca-
mino para proyectos innovadores y progresistas de cooperación abor-
dados por los agentes sociales». También reconoce un sistema abierto 
el art. 85 LCCV cuando declara que si una cooperativa no se ajusta di-
rectamente a ninguna de las clases específicamente reguladas, se re-
girá, en lo que resulte necesario, por las reglas de la clase que guarde 
mayor analogía. Por su parte, el artículo 92.2 LCCat señala que las «las 
cooperativas pueden constituirse con objetivos sociales diferentes que 
los mencionados» en el apartado precedente.

Partiendo de las escasas especialidades legales que tiene cada con-
creta categoría de cooperativa nos debemos plantear la conveniencia 
o no de mantener en nuestras leyes cooperativas una parte especial 
para regularlas (arts. 80-105 LCoop). El legislador debería acometer 
una regulación más sistemática de las modalidades de cooperativas y 
reducir al máximo la excesiva casuística y las reglamentaciones diferen-
ciadas de cada una de ellas (Celaya/Arregi, 2005, 100-103) que han 
dado como resultado una leyes complejas y alejadas de los intereses 
de los destinatarios de la ley (Paz-Ares, 1997). Para ello se tendría que 
abordar la homogeneización y simplificación de ese régimen especial 
junto a la apertura de los márgenes hasta ahora estrechos de la feno-
menología cooperativa. Esto se puede conseguir con una reducción ti-
pológica de las cooperativas en su grado máximo en sólo dos grandes 
grupos: cooperativas de producción (o trabajo asociado y asimiladas) y 
cooperativas de consumo (en sentido amplio, incluyendo a las de ser-
vicios y agrarias), y dentro de cada grupo hacer una lista meramente 
ejemplificadora de los subtipos de cooperativas para facilitar la com-
prensión del complejo fenómeno cooperativo, aun conscientes de que 
ésta no es la función del legislador. En tal caso esa clasificación con-
ceptual y enunciativa y con un indudable valor sistemático y jurídico 
debería ir al principio de la ley (por ejemplo, en el actual artículo 6 que 
actualmente sirve para poco). Pero la necesaria y demandada cura de 
adelgazamiento de la ley estatal —y de absolutamente todas las leyes 
autonómicas— no será posible si no se evitan las innecesarias regu-
laciones legislativas diferenciadas de distintas clases de cooperativas 
por lo que se aboga, en la medida de lo posible, por la elaboración de 
un régimen único y simplificado para la generalidad de las cooperati-
vas y, si no es posible, al menos uniformar el régimen de las coopera-
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tivas agrupadas por sus elementos estructurales comunes (producción 
y consumo).

En este punto la legislación de referencia en Derecho comparado es 
la alemana al contener el parágrafo 1.º de la Ley de Cooperativas ale-
mana de 1889 el concepto de sociedad cooperativa y una lista abierta 
de las actividades a que se suelen dedicar estas sociedades, para des-
pués establecer un régimen general y uniforme para todas ellas. Sólo 
en algunas normas sectoriales no cooperativas (por ejemplo, de la 
banca) se regula alguna especialidad jurídica de los tipos específicos de 
cooperativas. No es éste el caso de Francia, ya que aunque su Estatuto 
de Cooperación contiene un régimen uniforme para todas las clases de 
cooperativas, el importante desarrollo legislativo de algunas clases es-
peciales de cooperativas fuera de la ley (banca cooperativa, coopera-
tivas obreras de producción, cooperativas de comerciantes detallistas, 
cooperativas de viviendas, cooperativas agrícolas, etc.) desluce dicha 
uniformidad y produce una innegable complejidad jurídica. Este exceso 
de dispersión legislativa en distintos cuerpos legales también se per-
cibe, aunque en menor medida, en la Italia puesto que el propio Co-
dice civile reconoce la existencia de leyes especiales sobre la materia 
(art. 2.517: cooperativas de vivienda, cooperativas de producción, Ca-
jas rurales y de artesanos, cooperativas de crédito, etc.) que tienen apli-
cación preferente respecto al régimen común contenido en los artícu-
los 2.511 y ss.

Si a pesar de ese esfuerzo homogeneizador se sigue considerando 
absolutamente necesario la existencia de normas específicas para clases 
concretas de cooperativas, el legislador tiene dos vías no excluyentes. 
Una primera es regular dichas especialidades en la parte llamémosla ge-
neral de la ley. Por ejemplo, se podrían regular los límites para las ope-
raciones con terceros en el desubicado artículo 4 LCoop y establecer 
en dicho precepto los límites porcentuales para cada tipo de coopera-
tiva. No obstante, hay que reconocer que esto en cierta (aunque escasa) 
medida, ya ocurre en la LCoop (art. 26.4 y 5 al regular la posibilidad de 
voto plural, disp. adic. 5.ª que contiene determinadas normas especiales 
para unas determinadas clases de cooperativas, etc.). También es cierto 
que se la ley ha intentado dar un régimen lo más común posible para 
todos los tipos de cooperativas y, por eso luego al regular el régimen es-
pecial de determinada clase específica apenas necesita (sic) más de un o 
dos artículos (a las cooperativas agrarias, en las que creemos que el le-
gislador está pensando cuando redacta un buen número de los artículos 
de la ley, se les dedica sólo un precepto especial (art. 92 LCoop).

Todo esto se puede completar con un vaciado real de la ley y tras-
ladar, en la medida que se considere conveniente o necesario por su 
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extensión gran parte de ese contenido especial a leyes especiales o sec-
toriales, como de hecho ha ocurrido con las cooperativas de crédito o 
de seguro o en algunas Comunidades Autónomas con las cooperativas 
con secciones. Pero si ya es excesivo contar con quince leyes de coope-
rativas (1+14), no parece muy recomendable esa dispersión legislativa. 
Una solución, actualmente alejada pero siempre posible, es acudir a la 
armonización legislativa aunque sea sectorial y parcial (por ejemplo, 
para las cooperativas de viviendas o de consumidores cuya regulación 
apenas difiere entre las distintas leyes autonómicas).

III. Un nuevo tratamiento fiscal como criterio clarificador

La existencia de un régimen fiscal especial para las cooperativas en 
España viene a responder a la necesidad de un tratamiento diferen-
ciado para este tipo de sociedades, basado, de una parte, en razón de 
su función social (en especial, en cuanto que facilitan el acceso de los 
trabajadores a los medios de producción y promueven la adecuada for-
mación de los mismos a través de las correspondiente dotaciones efec-
tuadas con esta finalidad); de otra, por el mandato constitucional de 
los poderes públicos de fomentar mediante una legislación adecuada 
las sociedades cooperativas (art. 129.2 CE); y por último, en función 
de su especialidad derivada del diferente régimen económico que tie-
nen las cooperativas respecto al resto de sociedades de nuestro orde-
namiento. Estas consideraciones motivaron la promulgación de una 
legislación fiscal especial que tiene como principal manifestación la 
Ley 20/1990 de Régimen Fiscal de las Cooperativas (en adelante LRFC) 
y determinadas leyes forales sobre la materia. La ley Foral 9/1994 de 
Régimen Fiscal de las Cooperativas Navarras, la Ley Foral 2/1997, so-
bre Régimen Fiscal de las Cooperativas del territorio histórico de Gui-
púzcoa, la Ley Foral 16/1997, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas 
del territorio histórico de Álava; y Ley 9/1997 sobre Régimen Fiscal de 
las Cooperativas del territorio histórico de Vizcaya. Estas sociedades tie-
nen un tratamiento fiscal diferente porque son sociedades diferentes al 
tener que cumplir una serie de obligaciones económicas-financieras sin 
parangón en el régimen económico del resto de sociedades mercantiles 
(Juliá/Server, 1996).

El artículo 2 LRFC clasifica a las cooperativas fiscalmente protegi-
das en dos grupos: cooperativas protegidas y especialmente prote-
gidas.

Las características de las cooperativas protegidas vienen recogi-
das en el Capítulo II, del Título II de la Ley, compuesto por un único ar-
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tículo 6, que establece lo siguiente: «Serán consideradas como coope-
rativas protegidas, a los efectos de esta Ley, aquellas entidades que, 
sea cual fuere la fecha de su constitución, se ajusten a los principios y 
disposiciones de la Ley General de Cooperativas o de las leyes de coo-
perativas de las Comunidades Autónomas que tengan competencia en 
esta materia y no incurran en ninguna de las causas previstas en el ar-
tículo 13 (que regula las causas de pérdida de la condición de coopera-
tiva fiscalmente protegida)».

El capítulo III del Título II de la LRFC establece que determinadas 
clases de cooperativas de primer grado, por el hecho de serlo y por 
cumplir una serie de condicionantes se consideran especialmente pro-
tegidas, siempre que no concurra causa de pérdidas de dicha condi-
ción. Estas son cooperativas de determinada clase que disfrutan unos 
beneficios adicionales por su actuación en determinados sectores, por 
la capacidad económica de sus socios y el mayor acercamiento a lo que 
se considera el principio mutualista, es decir, actuar dentro de unos lí-
mites con terceros no socios.

Y cabe mencionar que la LRFC utiliza la misma clasificación tipoló-
gica que la LCoop para determinar qué cooperativas pueden ser consi-
deradas especialmente protegida (arts. 7 y ss.) que se limitan a cinco: 
cooperativas de trabajo asociado (art. 8), cooperativas agrarias (art. 9), 
cooperativas de explotación comunitaria de la tierra (art. 10), coope-
rativas del mar (art. 11) y cooperativas de consumidores u usuarios 
(art. 12).

Por ejemplo, para que las cooperativas de trabajo asociado sean 
consideradas especialmente protegidas, deben cumplir los siguientes 
requisitos (art. 8 LRFC): «1. Que asocien a personas físicas que pres-
ten su trabajo personal en la cooperativa para producir en común bie-
nes y servicios para terceros; 2. Que el importe medio de sus retribu-
ciones totales efectivamente devengadas, incluidos los anticipos y las 
cantidades exigibles en concepto de retornos cooperativos no excedan 
del 200% de la media de las retribuciones normales en el mismo sec-
tor de actividad, que hubieran debido percibir si su situación respecto a 
la cooperativa hubiera sido la de trabajadores por cuenta ajena; 3. Que 
el número de trabajadores asalariados con contrato por tiempo indefi-
nido no exceda del 10% del total de sus socios. Sin embargo, si el nú-
mero de socios es inferior a diez, podrá contratarse un trabajador asa-
lariado….».

Pero, como la propia Exposición de Motivos indica, la LRFC contiene 
dos tipos esenciales de normas para entender el verdadero tratamiento 
fiscal de estas sociedades. Existen, de una parte, normas incentivadoras 
que establecen beneficios fiscales reconocidos a las cooperativas prote-
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gidas y especialmente protegidas (arts. 33 y s.); y de otra parte, existen 
normas técnicas, de ajuste, que adaptan las reglas generales de tribu-
tación a las peculiaridades propias del funcionamiento de las cooperati-
vas y que se engloban bajo el título de «Reglas especiales aplicables en 
el Impuesto sobre Sociedades» (arts. 15 y ss.). La LRFC para la determi-
nación de la base imponible del Impuesto de Sociedades (IS), diferen-
cia dos grupos de operaciones: con socios y con no socios. La norma 
esencial de ajuste en este punto es la contenida en el artículo 16, por 
el que para la determinación de la base imponible se considerarán se-
paradamente los resultados cooperativos por las operaciones realizadas 
con los socios; y los extracooperativos, que se componen de los resul-
tados provenientes de las operaciones realizadas por la cooperativa con 
no socios o terceros, junto los obtenidos de actividades económicas o 
fuentes ajenas a los fines específicos de la cooperativas, así como los 
derivados de actividades extraordinarias procedentes de plusvalías que 
resulten de operaciones de enajenación de los elementos del activo in-
movilizado o los derivados de inversiones o participaciones financieras 
en otras sociedades (art. 57.3 LC).

Esto hay que hay que relacionarlo con el artículo 33 LRFC, que es-
pecifica que se diferencia el tipo de gravamen, aplicándose el 20 por 
ciento a la base imponible correspondiente a los resultados cooperati-
vos, y el tipo general del impuesto, 35 por ciento, a la base imponible 
correspondientes a los resultados extracooperativos. Por tanto, en los 
rendimientos que obtiene una cooperativa en su actuación con terce-
ros no socios no se produce bonificación fiscal alguna en cuanto al tipo 
de gravamen del IS. Por su parte, el artículo 23 LRFC define la cuota 
tributaria de dicho impuesto como la suma de las cantidades resultan-
tes de aplicar a las bases imponibles anteriores los tipos de gravamen 
correspondientes, y tendrá la consideración de cuota íntegra cuando 
resulte positiva, teniendo una bonificación del 50 por cien sobre dicha 
cuota las cooperativas especialmente protegidas (art. 34.2).

Las incesantes reformas llevadas a cabo en las leyes autonómicas 
de cooperativas no se han visto acompañadas por una reforma del ré-
gimen fiscal de las cooperativas en el mismo sentido. Ello conlleva, pon 
un lado, que las cooperativas que cumplen los requisitos legales para 
ser consideradas fiscalmente protegidas, se encuentran en peor situa-
ción en términos de mercado. Y por otro lado, que las cooperativas 
que intentan aprovechar las mejoras económicas y financieras que les 
ofrecen sus legislaciones autonómicas pierden todos los beneficios fis-
cales previstos para este tipo social.

Junto a esto, las sucesivas reducciones del tipo general de grava-
men del Impuesto sobre Sociedades, operadas por la Ley 35/2006, de 
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28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, han significado 
en términos comparativos un perjuicio para las cooperativas, dado que 
el tipo reducido de gravamen que les es de aplicación se ha mantenido 
invariable.

De acuerdo con estas premisas, defendemos la reducción del tipo 
de gravamen aplicable a las cooperativas, puesto que el tratamiento fis-
cal privilegiado ya no es tan evidente como antes, porque la diferencia 
entre la tributación de las cooperativas por sus resultados cooperativos, 
de un lado, y resultados extracooperativos, de otro, se ha visto redu-
cida en cinco puntos porcentuales. Asimismo, defendemos también la 
creación de un nuevo estatuto fiscal especial para aquellas cooperativas 
que actuando en el marco de su legislación, quedan excluidas del régi-
men fiscal de las cooperativas protegidas y especialmente protegidas, 
a través de una legislación estatal sensible a los cambios introducidos 
por los legisladores autonómicos en aras a asegurar la supervivencia en 
el mercado de las cooperativas de su ámbito territorial. Y finalmente, 
creemos que otorgando un tratamiento fiscal favorable al correcto 
uso del Fondo de Educación y Promoción se potenciaría el aprovecha-
miento real del mismo (Hinojosa/Aguilar, 2007).

Otra alternativa de mejora de la situación legislativa, aunque reco-
nocemos su dificultad política, es dejar que sea la ley fiscal la que regule 
las especialidades económicas y financieras de cada clase de coopera-
tivas y liberar de esta reglamentación a las leyes de cooperativas. Esto 
pararía la incesante e injustificada lucha de los ordenamientos coopera-
tivos autonómicos ver quién tiene la ley más atractiva, economicista y li-
beral para atraer así al mayor número de operadores económicos.

En realidad, por mucho que las Comunidades Autónomos innoven, 
mejoren y simplifiquen el régimen económico, contable y financiero de 
las cooperativas al final quién pone el verdadero techo es la ley fiscal y 
por eso muchas de las medidas modernizadoras contenidas en las leyes 
cooperativas (contabilidad separada, liberalización de las operaciones 
con terceros, menor dotación de fondos, etc.) no han tenido éxito al 
no ir acompañadas de necesaria adaptación de la norma fiscal (Vargas 
Vasserot/Aguilar Rubio, 2006, 224 y s.). Pero el fenómeno economicista 
de las leyes cooperativas es tal, que algunas cooperativas prefieren per-
der ese tratamiento fiscal privilegiado, a cambio de disfrutar de mayor 
libertad en la configuración de su régimen económico. La determina-
ción del sistema de contabilidad conjunta encuentra una barrera en el 
régimen fiscal, prevista en la Disposición Adicional 6.ª LCoop, que esta-
blece que la ausencia de contabilidad separada de las operaciones coo-
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perativizadas realizadas con terceros no socios será causa de pérdida de 
la condición de cooperativa fiscalmente protegida. Junto a esta norma, 
también el art. 13.10 LRFC supedita a la contabilización separada de 
los resultados extracooperativos el acceso a la condición de cooperativa 
fiscalmente protegida. Para evitar esta situación, se requiere una nueva 
redacción de estas normas en la que la contabilidad conjunta de los re-
sultados cooperativos y extracooperativos no conlleve, sin más, la pér-
dida de toda protección fiscal.
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